Comisión de Presupuestos, Versión Taquigráfica que forma 
integrada con la de Hacienda parte del Acta N*19 


PRESUPUESTO NACIONAL PERÍODO 2010 - 2014 


Reunión celebrada el día 15 de setiembre de 2010 


(Asisten autoridades de la Presidencia de la República; de la Unidad Reguladora de Servicios de 
Energía y Agua, URSEA, y de la Unidad Reguladora de Servicios de Comunicación, URSEC) 


SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 29) 


——-Agradecemos la concurrencia de la delegación de la Presidencia de la República, integrada por el 
Secretario, doctor Alberto Breccia; el Prosecretario, doctor Diego Cánepa; el Director de la OPP, economista 
Gabriel Frugoni; la Directora de la Oficina Nacional del Servicio Civil, doctora Elena Tejera; el Jefe de la 
Casa Militar, General Nelson Pintos; las asesoras doctoras Blanca Scala y Raquel Samboni; la Directora del 
Instituto Nacional de Estadísticas, economista Laura Nalbarte; la Directora de Administración de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil, contadora Ana María Milanesi; el Secretario General de la Secretaría General de 
Drogas, señor Milton Romani; el Presidente de la URSEA, ingeniero Daniel Greif; el Presidente de la 
URSEC, ingeniero Gabriel Lombide; la Contadora General de la Presidencia, contadora Noela Dascenzi; el 
Director de la AGÉESIC, ingeniero José Clastornik; el Gerente Financiero de la Presidencia de la República, 
contador Juan Serra; el Director General de Jurídica, doctor Diego Pastorín, y la contadora Yanet López. 


En el día de hoy lo que corresponde analizar en el proyecto de Presupuesto Quinquenal es el Inciso 02, 
"Presidencia de la República". Además, debemos considerar los artículos 116 al 123, relativos a la URSEA, y 
los artículos 143 a 149, referentes a la URSEC. 


SEÑOR BRECCIA.- Saludo a todos los integrantes de la Comisión y a los funcionarios. 


Antes de iniciar esta exposición -que pretendo que sea lo más clara posible- haré algunas puntualizaciones 
previas. 


En primer lugar, quiero excusar nuestra inasistencia a la Comisión el día lunes. Lo cierto es que nos 
encontrábamos en Lisboa, participando en una reunión de Ministros de Presidencia y equivalentes, 
preparatoria de la Cumbre Iberoamericana que se desarrollará en el mes de diciembre, en Mar del Plata. 
Habíamos acordado con el señor Presidente de la Comisión la concurrencia de todo el Inciso en el día de hoy 
y luego, en uso de sus legítimas facultades, la Comisión decidió citar a los integrantes de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto y de la Oficina Nacional del Servicio Civil, a los efectos de ir adelantando el 
Capítulo relativo a funcionarios, lo que llevó a que el día lunes se desarrollara una intensa y exhaustiva 
reunión con respecto a ese tema. 


Queríamos dar las explicaciones de por qué no concurrimos el lunes; además, ya habíamos acordado la 
asistencia para el día de hoy. 


En segundo término, quiero dejar una constancia que creo que no es muy usual en este tipo de 
comparecencias porque, en general, la labor de los equipos que llevan adelante la elaboración del presupuesto 
en todos los Ministerios y, en particular, en la Presidencia de la República, es una tarea ímproba, intensiva, 
que demanda muchísimas horas de trabajo y mucha labor de elaboración y, más allá del reconocimiento 
mutuo que muchas veces nos hacemos, no existe por parte del jerarca del Inciso -en este caso, quien habla- 


un reconocimiento explícito a la tarea de esos funcionarios. En este caso, quiero personalizar este 
agradecimiento, mencionando al Director de la OPP, economista Frugoni; a la Directora de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil, doctora Tejera; al Prosecretario de la Presidencia, doctor Cánepa, y hacerlo 
extensivo a todo el grupo de funcionarios de Presidencia, que trabajó como un equipo, mucho y bien. Por 
supuesto que, a veces, los frutos del trabajo realizado con intensidad y con esmero son mejores o peores; 
obviamente, eso lo juzgarán aquellos integrantes del Parlamento que deberán analizar este proyecto de ley 
que, en lo que nos compete, estamos enviando. 


Voy a realizar una precisión metodológica, porque creo que en la primera comparecencia de la OPP y de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil surgieron algunos inconvenientes. A efectos de facilitar el trabajo de la 
Comisión trabajaremos con el articulado tal como vino presentado por el Poder Ejecutivo, o sea que los 

artículos que vamos a analizar coinciden exactamente en su numeración con los enviados por el Ejecutivo. 


Después de hacer estas precisiones previas, quizás por el profundo respeto que tenemos por la tarea 
parlamentaria en virtud de haber integrado los Cuerpos legislativos durante varios años y por el afecto que 
sentimos por esta labor, queremos catalogar la tarea presupuestal como un trabajo a realizar conjuntamente 
entre el Gobierno y la oposición con un espíritu-país, con el espíritu de llevar adelante las mejores soluciones 
para la gente, de forma tal de que con ese espíritu-país, con ese espíritu de colaboración con ustedes y con el 
espíritu de colaboración que, obviamente, reclamaremos de ustedes, venimos a presentar el Presupuesto 
correspondiente al Inciso de Presidencia. 


Vamos a discutir las mejores soluciones. Nosotros creemos que las hemos aportado en los campos que nos 
competen y son muy buenas pero, obviamente, estamos abiertos -quizás no hacía falta decirlo- a todos 
aquellos aportes y sugerencias que puedan realizar los señores legisladores, con respecto a los que 
descontamos que existirá el mismo espíritu constructivo y el mismo espíritu-país con el que comparecemos 
aquí. 


El objetivo del articulado propuesto para el Inciso de Presidencia es buscar una coherencia en la interna, un 
trabajo mancomunado de todas las unidades ejecutoras con la finalidad de coordinar la elaboración de 
programas que deben atravesar horizontalmente, que deben transversalizar -utilizando el término que está de 
moda- las diversas áreas de actuación del Estado. Esta coherencia que buscamos en la interna, de alguna 
manera se plasma hasta desde el punto físico en la infraestructura de la Presidencia de la República, ya que 
nuestro propósito es concentrar las unidades ejecutoras en el edificio de la Torre Ejecutiva lo cual obviamente 
va a demandar un esfuerzo presupuestal y organizativo importante. Además, pretendemos que esa coherencia 
también se trasmita en la actuación de la Presidencia hacia afuera, buscando que opere como coordinador de 
las políticas públicas. Obviamente, la ubicación institucional de la Presidencia le permite jugar ese papel, 
siendo, sin dudas, por tener una visión global del Estado, quien está mejor capacitado para ello. 


En ese sentido, el Inciso posee todas las condiciones para recopilar, elaborar y proporcionar información - 
estoy hablando de la Oficina Nacional del Servicio Civil, del Instituto Nacional de Estadística, de la 
AGESIC-, a los efectos de coordinar las políticas públicas en el territorio, trazar las grandes líneas de 
actuación del Poder Ejecutivo y del Gobierno. Por supuesto que todo está sujeto -de más está decirlo- al 
debido control parlamentario. 


Por consiguiente, pretendemos fortalecer la capacidad de ejecución de dichos roles por parte del Inciso y, en 
ese sentido, los señores legisladores van a apreciar en el articulado que presentamos, varios artículos que 
incrementan las partidas presupuestales para la Dirección de Servicios de Apoyo, la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto, el Instituto Nacional de Estadística, la Oficina Nacional del Servicio Civil y la AGÉSIC. La 
finalidad es fortalecer el Inciso "Presidencia", situación que transparentamos y que explicitamos porque está 
claramente establecida en el articulado, a los efectos de que funcione como coordinador y articulador de las 
políticas públicas y que sea quien trace las grandes líneas de actuación del Gobierno. 


Esta es la introducción que quería formular con referencia al Inciso "Presidencia" y si los señores legisladores 
están de acuerdo y no tienen ninguna observación o comentario que realizar a esta primera parte, ingresaré 
directamente al análisis del articulado. Reitero, que vamos a utilizar el que fue enviado por el Poder 
Ejecutivo que abarca los artículos 87 a 165 inclusive. 


El artículo 87 establece, y supongo que esto va a ser objeto de una discusión detenida por parte de la 
Comisión, la habilitación a la Presidencia de la República, en la Unidad Ejecutora 001, "Servicios de Apoyo 


a la Presidencia de la República", Programa 481 "Política de Gobierno", Inciso 02, la creación de hasta 
dieciocho cargos de Coordinador Departamental de particular confianza, comprendidos en el literal D) del 
artículo 9” de la Ley_N” 15.809 de 8 de abril de 1986. Como los señores Diputados saben -me parece ocioso 
repetirlo- el artículo 9” de la Ley N” 15.809 establece una norma para la fijación de las retribuciones de los 
cargos políticos y de particular confianza que se refiere a la aplicación de determinados porcentajes, que allí 
se detallan, sobre la retribución correspondiente a los Subsecretarios de Estado. 


¿Cuáles son los cometidos de este Coordinador Departamental? Creemos que están suficientemente 
explícitos y claros en el párrafo segundo del artículo 87, que establece que el Coordinador Departamental 
tendrá como cometido coordinar y articular las políticas públicas nacionales en el territorio del departamento 
con el objetivo de mejorar la eficiencia y eficacia de las mismas. El último inciso del artículo 87 establece 
que el Poder Ejecutivo reglamentará esta norma en un plazo máximo de ciento ochenta días. 


Me quiero adelantar, porque además las objeciones han sido realizadas en forma pública por parte de la 
oposición, a establecer que una de las críticas que se han formulado -creemos que la más importante- es la 
eventual lesión de las autonomías departamentales que el artículo pueda suponer. Nosotros hemos manejado 
reiteradamente -creo que sirve como introducción al tema- las sentencias de la Suprema Corte de Justicia 
dictadas en casos de reclamos de inconstitucionalidad o de acciones de lesión de autonomía. Voy a citar 
textualmente la sentencia N* 10, de 22 de febrero de 1989: "Nuestro ordenamiento constitucional no ha 
precisado cuál es la materia propia del Gobierno y la administración de los Departamentos reservada en 
exclusividad a las autoridades departamentales. Más la ley que la Constitución determina la materia 
municipal, y esta no tiene un perfil rígido sino evolutivo que atiende a las variantes de la organización 
política, social y económica del país. La competencia departamental en nuestro régimen institucional está 
limitada a la regulación de asuntos que tengan un concreto y preciso interés para esa particular región". En 
sentencia 82/91, de 17 de julio de 1991, la Suprema Corte de Justicia, citando a Justino Jiménez de Aréchaga 
-nada menos-, concluye: "No se excluye la posible concurrencia de las autoridades nacionales y de las 
autoridades departamentales para la prestación de un servicio de interés departamental". Esto significa que 
cuando estamos hablando de coordinar las políticas públicas nacionales en el territorio del departamento, nos 
referimos a que aquellas políticas dictadas por cada uno de los Ministerios a través de sus Incisos, tengan, de 
alguna manera, raigambre en el territorio de ese departamento o aplicación en él. Pero en absoluto 
pretendemos invadir, en lo más mínimo -queremos dejarlo bien claro-, la competencia de los señores 
Intendentes Municipales ni de los Gobiernos Departamentales todos. 


Con esta expresión, respaldada por pronunciamientos jurídicos de nuestro máximo órgano jurisdiccional, 
estamos dejando bien en claro -queda constancia en la versión taquigráfica- lo que es la intención del Poder 
Ejecutivo y de la Presidencia de la República al establecer estos cargos de Coordinador Departamental. 


SEÑOR GANDINL.- Doy la bienvenida a la delegación de la Presidencia de la República. 


Escuchamos un informe de tipo jurídico sobre el alcance que se le dará a este artículo, pero este no es un 
tema jurídico; es un tema político. De hecho, se trata de un cargo de particular confianza política y así 
debemos analizarlo. 


Este es un artículo novedoso; no estaba en ningún programa político ni en ningún programa de Gobierno. No 
formó parte del debate en la elección nacional, ni siquiera en la elección municipal sobre cómo gestionar las 
políticas en los departamentos, lo que habría sido natural. Esta fue una iniciativa sorpresiva del señor 
Presidente de la República, que fue interpretada de distintos modos. Al principio, se comenzó llamando 
"Delegado Presidencial" -ese nombre no se lo dimos nosotros, sino los proponentes- y en la versión de una 
Senadora de la República, de importante respaldo político y cercana al señor Presidente, los coordinadores 
departamentales eran "los ojos del Presidente en el interior". Esto fue lo que despertó la diferencia política 
con relación a la oportunidad y a la necesidad de introducir este cargo. 


Esta es una competencia propia y natural de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto; es la que tiene la 
naturaleza de la coordinación y de la planificación. Si será exclusiva o no es un debate jurídico, pero si se 
hubiera querido coordinar, la Oficina de Planeamiento y Presupuesto era el órgano adecuado. Sin embargo, se 
optó por otro camino; se optó por un camino político: "los ojos del Presidente". 


La verdad es que subyace en este debate el rol político de este Coordinador Departamental. Eso es lo que 
subyace; no es un tema jurídico. ¿Qué va a hacer esa persona? ¿Quién va a ser esa persona? ¿Por qué aparece 
después de que el Frente Amplio perdió varias elecciones municipales? ¡Es un tema político, porque es una 
decisión política incorporarlo! No podríamos haberlo preguntado nunca a la señora Directora de la Oficina 
Nacional de Servicio Civil; lo tenemos que preguntar al señor Presidente de la República, que está 
representado aquí. ¿Por qué? ¿Por qué después de que se produce un resultado electoral adverso para la 
izquierda, que está debatiendo en su plenario, en cada una de las oportunidades que tiene, las causas por las 
que retrocedió electoralmente en el interior del país, aparece, precisamente, un delegado con ojos 
presidenciales en estos departamentos, que después, para moderar la crítica, se transformó en Coordinador 
Departamental? El primer nombre y la primera definición hicieron evidente la intención. Esto es lo que 
marcó el debate y lo que lo sigue marcando. Podemos vestir a la novia de la forma que sea para sacar la foto, 
pero es la misma que antes, y es la primera. Y la primera fue: "los ojos del Presidente en cada uno de los 
departamentos", después de haber perdido las elecciones, con un rol que era hacer eficiente las políticas 
nacionales. ¿Qué quiere decir eso? Que aparece un jugador nuevo en el escenario de cada uno de los 
departamentos. Todos los demás jugadores son representativos y electivos -el señor Intendente, los treinta y 
un Ediles, los Alcaldes y Concejales Municipales-, pero aparece un jugador nuevo. ¿Puede hacer política? 
Puede; es un cargo político. Algún legislador que no es de mi Partido me decía: "A los Intendentes les 
preocupa". A mí me preocupa más, porque ese funcionario puede tener un teléfono rojo directo a los jerarcas 
de las empresas públicas y de los Ministerios y, en nombre del Presidente de la República, actuar 
políticamente. Puede ser un candidato que compita conmigo en el futuro. Y sí, eso es lo que subyace en este 
debate y, en todo caso, subyace porque no era necesario, porque había otros caminos. Si hubiera sido 
necesario, tendríamos que haber empezado por ahí, por discutirlo, y no de este modo. 


Se anunció que en el proyecto de Presupuesto vendría una cantidad de iniciativas para reformar el Estado. La 
verdad es que, más o menos, esta es la única. A la agencia de compras no la vimos; no está. Después les 
podré leer el borrador que el Poder Ejecutivo discutió y difundió. Viene muy poco de eso. Se anuncia que 
vendrá después. Esta es la reforma más concreta que viene en el proyecto de Presupuesto. Es una reforma de 
contenido político, no de contenido de gestión, a nuestro juicio. 


Esa es la principal objeción que tengo. Lo digo claramente a efectos de sincerar el debate. Acá no nos vamos 
a poner a discutir si la Constitución de la República se cumple o no. 


Se podría concursar el cargo; se podría ocupar a través de un cargo de carrera. Pero no es así; es un cargo de 
particular confianza política. Si no hace bien los deberes, el señor Presidente de la República lo puede 
sustituir al minuto. Tiene una función política. 


Además, cuando lo miramos en su contexto, advertimos otras modalidades similares. El Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas crea el cargo de particular confianza política de Director de Descentralización 
Departamental y junto a él crea dieciocho cargos que son de confianza política disimulados, porque son 
cargos de designación del Ministro, sin ningún requisito para ocuparlos, debiendo tener residencia en el 
departamento y transformándose en la principal autoridad del Ministerio de Transporte y Obras Públicas en 
ese departamento, por lo que inmediatamente vulnera toda la carrera administrativa y llega al departamento 
como interventor, como jerarca o como cargo de particular confianza política, que lo es, aunque no está 
definido como tal. También ocurre en el Ministerio de Salud Pública, que tiene su Director de Salud, sus 
coordinadores regionales; sin embargo, aparece un cargo de particular confianza nuevo, que es el de Director 
de Descentralización. Ya hay figuras similares en el Ministerio de Desarrollo Social, en el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca; se va creando una burocracia departamental que puede llegar a tener otra 
connotación. Entonces, no estamos dispuestos a acompañar estas figuras, porque no conocemos su contenido 
real o la intencionalidad del Gobierno en crearlas. Podría haber optado por otro camino si la necesidad era la 
eficiencia en la coordinación; se lo podría haber encomendado a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


Estas son las críticas que le hacemos, que con todo respeto tenemos que manifestar en la Comisión. 


SEÑOR ABDALA.- En el mismo sentido que el señor Diputado Gandini, nosotros advertimos que con 
relación a este planteo, ante este mismo momento, no ha habido, de parte de su promotor que es el 
Poder Ejecutivo, una fundamentación cabal desde el punto de vista de la oportunidad y de la 
conveniencia. Yo no he escuchado en la mañana de hoy una explicación -tenía esa expectativa cuando el 
Poder Ejecutivo compareciera ante el Parlamento a pedir que se aprobara esta disposición y todas las 


demás- que tenga que ver con la necesidad y la utilidad pública de esta solución que se propone, la cual 
el Poder Ejecutivo ha hecho prácticamente el centro de sus desvelos, en lo que respecta, por lo menos, a 
este capítulo del Presupuesto. El propio Presidente de la República ha salido a defenderla con todo el 
prestigio que deviene de su investidura y con toda su representatividad política. Y yo pregunto: la 
necesidad y la utilidad pública de esta solución, ¿dónde radica? ¿Por qué no fue necesario esto antes y 
deviene necesario ahora? ¿Por qué en una centenaria existencia de las Intendencias Municipales -la ley 
de creación de las Intendencias data de 1908- la sociedad advierte en este momento que el Poder 
Ejecutivo cuente con la figura de estos pseudo o presuntos coordinadores, a los efectos de poder ejercer 
sus competencias, cumplir sus cometidos y llevar adelante su acción? Francamente, creo que ese es un 
aspecto de este análisis que el Poder Ejecutivo debe explicar, y que hoy no se explicó. 


Cuando el señor Secretario de la Presidencia hizo referencia a este artículo intentó principalmente dar una 
fundamentación jurídica. Nos quiso trasmitir que en tal caso, el Poder Ejecutivo, al impulsar esta solución, no 
está violando el sistema jurídico ni la Constitución. Ahora, por tratarse -por supuesto que se trata- de una 
decisión de carácter político y de una voluntad política del Poder Ejecutivo, queremos saber cuál es su 
verdadera inspiración u orientación. Hasta ahora no hemos recibido -esperamos recibirla- una explicación o 
una fundamentación cabal en el sentido que acabo de mencionar. 


Nos preocupa mucho lo que creo es una práctica extendida en el Presupuesto Nacional, fundamentalmente en 
estos primeros artículos referidos a las normas sobre funcionarios y al Inciso "Presidencia de la República". 
Me refiero a una cierta vaguedad o amplitud que se sugiere como tenor jurídico de las normas sobre las que 
se pide al Parlamento su aprobación. Aquí no solo se están creando los cargos sino que además se está 
pidiendo que otorguemos al Poder Ejecutivo la facultad amplísima y discrecional de reglamentar a su antojo 
los cometidos, las competencias, las atribuciones y el alcance de las funciones de los llamados Coordinadores 
Departamentales. Si en la ley -que, por supuesto, no es el instrumento jurídico típico para la reglamentación, 
aunque también puede reglamentar- se establecieran normas que apuntaran a reglamentar la actividad de 
estos Coordinadores Departamentales que aquí se proponen, y en tal caso se definieran claramente al 
Parlamento los límites, las competencias, los poderes jurídicos, las facultades y las tareas que supuestamente 
estos coordinadores estarían llamados a desempeñar, probablemente seguiríamos en la misma tesitura de no 
estar de acuerdo con ellos, lo que nos obligaría a realizar un esfuerzo intelectual mayor a la hora de decir que 
no. Yo creo que es muy fácil ahora decir que no, en la medida en que lo que se hace aquí es, por un lado, 
crear los cargos y, por otro, pedir una suerte de cheque en blanco para que este Poder Ejecutivo -o los que lo 
sucedan- hagan de esta disposición lo que con ella entiendan conveniente, pero sin observar ningún límite de 
carácter legal, porque esto estaría solo reglamentado por el decreto, y no habría definiciones indispensables 
desde el punto de vista de establecer los límites en la Constitución, donde no está, como tampoco en la ley. 


El Secretario de la Presidencia -yo sé que el tema jurídicamente es controversial- ha traído a colación algunas 
sentencias en el sentido de que la competencia nacional y departamental puede coincidir en la realización de 
sus respectivos cometidos en el ámbito de los departamentos. Está bien; pero también es verdad que una es la 
competencia nacional y otra la departamental. La del Poder Ejecutivo es nacional, y aquí la denominación de 
los cargos es de Coordinadores Departamentales. Me parece que estamos caminando por el pretil, que 
estamos en un límite que es absolutamente tenue y difuso desde el punto de vista de un eventual desborde de 
las competencias nacionales y, por lo tanto, de injerencia en el ámbito de la competencia de los 
departamentos. Todo esto -y también esto me parece un argumento central- sin el control parlamentario 
directo. 


El señor Secretario de la Presidencia en la introducción que realizó de carácter general habló del debido 
control parlamentario. Está bien, pero al Parlamento se le hace bastante difícil controlar, por lo menos en 
tiempo real, la acción del órgano Presidencia de la República. 


El artículo 118 de la Constitución, en principio, excluye a la Presidencia de los organismos respecto de los 
cuales el Parlamento puede pedir informes, llamar a responsabilidad política y, en tal caso, reserva esas 
consecuencias políticas y jurídicas para los Ministros de Estado. Este es un aspecto que nosotros debemos 
tener muy en consideración. Y debe saberse que estos Coordinadores Departamentales, en la medida en que 
el Parlamento apruebe esta disposición y empiecen a actuar, escaparán al control directo de la Cámara de 
Senadores y de la Cámara de Diputados. ¿De quién va a depender la figura del Coordinador Departamental? 
La norma, tal como está concebida, implica una situación bastante confusa o difusa. ¿Va a depender del 


Secretario de la Presidencia? ¿Va a depender del Presidente de la República directamente? ¿Va a depender del 
Poder Ejecutivo? 


Reitero: creo que la solución no está debidamente fundamentada desde el punto de vista político y de la 
necesidad. Creo que jurídicamente es polémica y, además, de una excesiva amplitud, y le va a permitir -esto 
no es por ser suspicaz- a este Poder Ejecutivo o a los que vengan en el futuro, reitero, hacer de este 
instrumento, uno más grande o más chico y, por lo tanto, más peligroso o inocuo según la voluntad o el 
capricho del Gobierno de turno. Eso es algo que el Parlamento debe ponderar, y en todo caso, debería primar 
a la hora de las definiciones legislativas. 


SEÑOR BRECCIA.- Agradezco a los señores Diputados las observaciones formuladas, que nos 
permiten, de alguna manera, empezar a realizar una profundización que esperamos aclare -en los 
términos que han solicitado- los alcances de esta figura que estamos creando. 


Previamente, debo decir que me congratula particularmente, en mi condición de hombre de derecho, que las 
objeciones realizadas por los Diputados Gandini y Abdala se hayan centrado en los aspectos políticos de este 
artículo. En realidad, el Diputado Gandini, con mucha franqueza ha dicho: "El señor Secretario ha dado una 
explicación jurídica, pero este tema es político". A mí me preocupaban seriamente algunas afirmaciones que 
se realizaron en forma pública por parte de representantes de la oposición y de Intendentes Departamentales, 
en el sentido de que este artículo estaba vulnerando de alguna manera la Constitución. Me quedo tranquilo en 
el sentido de que las observaciones que se han hecho son desde el punto de vista político y no jurídico, y que 
si hay algunas observaciones realizadas desde el punto de vista jurídico, como la que manejó el Diputado 
Abdala, son fácilmente aclarables por cuanto él decía -por eso me quiero referir en mi exposición a la parte 
jurídica- que la política del Poder Ejecutivo es nacional y la de los Gobiernos Departamentales es 
departamental. Esto es así; no quiero calificarlo y quiero que quede claro que no estoy utilizando un término 
irónico; es de Perogrullo: las políticas nacionales son nacionales y las políticas departamentales son 
departamentales. Cuando el artículo en cuestión en su segundo párrafo dice que el Coordinador 
Departamental tendrá como cometido coordinar y articular, se refiere a las políticas públicas nacionales en el 
territorio del departamento, que las hay, y vaya si las hay: las políticas de educación, las políticas de 
seguridad, las políticas de salud, las políticas de obra pública. Son todas políticas nacionales que se 
instrumentan en el territorio de cada departamento. 


Por tanto, desde mi punto de vista, no existiendo mayores objeciones jurídicas válidas a ese artículo, lo cual 
me permite tener una gran tranquilidad desde el punto de vista de mi condición de hombre de derecho, 
pasemos a discutir el tema en lo político, porque también somos hombres políticos. 


SEÑOR GANDINL.- ¿Me permite una aclaración? 


Yo hice algunas manifestaciones de tipo político; no ingresé al campo jurídico. Creo que previo a las 
consideraciones jurídicas hay una valoración política. Con esto quiero salvar la posición de algunos 
compañeros de mi partido que sostienen que además hay cuestiones que vulneran la Constitución de la 
República; particularmente el Diputado Mario Silvera ha sostenido que las competencias del Poder Ejecutivo 
son cerradas y no puede tener otras nuevas y que estas están adjudicadas a otros organismos por la 
Constitución de la República. 


Yo no puedo entrar en ese terreno porque no tengo elementos, no tengo formación jurídica para ingresar en 
ese debate; por lo tanto, no entro. Pero no quiere decir que no existan fundadas razones que se expresarán en 
el lugar correspondiente; probablemente no sea en esta Comisión, pero yo tengo objeciones de tipo político 
previas a las jurídicas. Quería hacer esta salvedad para que no quede dicho que no existen; bueno, no existen 
de mi parte: ese no es mi enfoque. 


SEÑOR BRECCIA.- Gracias por la aclaración Diputado Gandini. Entendí que usted estaba en la 
Comisión en representación de su sector y de su partido; por eso creí que expresaba la opinión general 
del sector y del partido. No siendo así, por supuesto que discutiremos con aquellas personas que 
planteen la existencia de algún tipo de infracción a alguna norma jurídica. 


Ingresando al tema político, desde Presidencia de la República hemos realizado lo que puede calificarse 
como un apostolado de la definición de esta figura. Hemos reiterado en cuanta audición radial y medio de 
prensa que nos ha preguntado, que este es un Coordinador Departamental y que las funciones que cumple son 
las que están establecidas en el segundo párrafo del artículo 87 de la ley enviada al Parlamento. 
Particularmente recuerdo expresiones del Prosecretario, doctor Cánepa, quien ha insistido en que no se trata 
de un delegado presidencial. Obviamente que en cuanto a las afirmaciones que pueda realizar algún 
integrante del partido de Gobierno en el sentido de que esos puedan ser los ojos del Presidente a nosotros, 
desde Presidencia de la República, como promotores de esta norma, no nos caben las generales de la ley; no 
es así. Nosotros estamos entendiendo que el Coordinador Departamental es lo que dice el artículo 87 y nada 
más y nada menos. 


El Diputado Gandini nos pregunta por qué esto se hace después de un resultado electoral adverso. Bueno: 
nosotros entendemos que esta figura debía ser incluida en el Presupuesto y el proyecto de ley de presupuesto 
viene después de las elecciones departamentales. En cuanto a si la relación es de causa-efecto o no, nosotros 
afirmamos enfáticamente que no. Obviamente, esa es una consideración que puede realizar el señor Diputado 
Gandini; nosotros sabemos que esto no tiene que ver con un resultado electoral que pueda catalogarse de 
adverso o no. 


Con respecto a la posibilidad de que el Coordinador Departamental pueda ser un competidor del Intendente, 
hemos manifestado que el Uruguay en general es un país cargado de miedos. Creo que esto está cambiando y 
que ello está ocurriendo -esta es una apreciación personal- a partir de que nuestra fuerza política asumió el 
Gobierno del país. Entonces, uno de los miedos es que esta figura de Coordinador Departamental pueda ser 
un competidor del Intendente. Sí: puede ser un competidor del Intendente, ¿cómo no? No ha sido creada para 
eso, pero puede serlo. Ahora bien; si lo es, ¿qué dificultades u objeciones pueden plantearse a esta figura? En 
definitiva, cualquier figura pública que actúe en el departamento, con determinadas potestades, puede ser un 
competidor del Intendente, pero eso hace al libre juego de la democracia. 


SEÑOR GANDINI.- ¡Ese es el comisario político! ¡Es así! 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa hace notar que tenemos una lista de oradores. No hay ningún 
inconveniente en anotar al señor legislador que estime que tiene que hacer uso de la palabra, pero 
pedimos por favor que se mantenga el orden, a los efectos de que se pueda tomar la versión 
taquigráfica. Por lo tanto, solicitamos que hable uno por vez y en lo posible sin interrupciones, salvo 
que se pida una aclaración. 


SEÑOR BRECCIA.- A los efectos de salvar la coherencia de esta exposición, y por si la versión 
taquigráfica no lo hubiera recogido, ante nuestros dichos el Diputado Gandini expresaba textualmente: 
"Ese es el comisario político". 


Yo acepto que en el debate parlamentario -me parece hasta estimulante- se utilicen ese tipo de expresiones. 
Pero sinceramente creo que la actuación del Presidente de la República, desde antes de asumir el cargo hasta 
el día de la fecha, ha venido signada por una política de diálogo, de apertura y de acuerdos con la oposición 
que realmente -lo digo sin agravio alguno- no merece que aun en el debate parlamentario se utilice ese tipo 
de expresiones para calificar una iniciativa que venga de Presidencia. Creemos que un Presidente como 
Mujica, quien ha utilizado todas las herramientas a su alcance para favorecer el diálogo político y el acuerdo 
político, no merece que una iniciativa de estas características sea calificada como de "comisario político". 
Pero obviamente la calificación corre por cuenta de quien la realiza y nosotros no podemos evitarla. 


Decía el Diputado Gandini, con respecto a iniciativas para la reforma del Estado, que vienen muy pocas. 
Vienen iniciativas para la reforma del Estado: ¿son insuficientes? Es posible. Nosotros hemos presentado en 
un documento en el Consejo de Ministros, que ha tomado estado público, los ejes de esa reforma del Estado, 
así como un cronograma de aquellos productos -a mí particularmente el término "productos" no me gusta; me 
hace acordar a productos de mercado; digamos para facilitar la comprensión, "instrumentos"- a través de los 
cuales, desde la Presidencia de la República se pretende llevar adelante la continuidad de la reforma del 
Estado. Hemos afirmado reiteradamente en forma pública que nosotros no inventamos el agujero del mate. 
Nosotros no le pusimos el mango a la pelota; simplemente, estamos tratando de llevar adelante una cantidad 
de iniciativas, que según nuestro criterio fueron impulsadas particularmente por el Gobierno anterior, pero 


algunas de las cuales vienen de los otros Gobiernos, luego de la redemocratización, que tienden a hacer un 
Estado más eficiente, más vigoroso, más ágil, más afín con los intereses de los ciudadanos; estamos 
intentando llevarlo a cabo. Obviamente este país nació con el Estado; esta es una nación que nació con el 
Estado. Entonces, modificar de alguna manera ese Estado no es tarea sencilla. Seguramente algunos 
Gobiernos anteriores lo intentaron con otro signo ideológico -está bien que así sea- y lo intentamos nosotros, 
con nuestro signo ideológico en estos últimos dos Períodos de Gobierno. Lo estamos haciendo con toda la 
capacidad que tenemos y con los ritmos que nos permiten una cantidad de derechos adquiridos que están 
enquistados en el Estado y que, lógicamente, tornan dificultosa la tarea. Pero lo estamos llevando adelante. 
Algunos instrumentos vinieron en esta ley de Presupuesto; otros vendrán en leyes separadas que, por 
supuesto, los señores legisladores tendrán oportunidad de estudiar, analizar, discutir, contradecir y votar o no. 


Se nos dice que se podía haber optado por otro camino. Sí, puede ser que se hubiera podido. Para lograr 
finalidades siempre hay vías diversas. Nosotros entendimos que esta es la vía correcta para lograr una 
coordinación de políticas nacionales en el territorio de los departamentos. 


Comentaba una anécdota de la interna del Consejo de Ministros, y la reitero acá porque creo que es válida, en 
la que se hablaba de las distintas políticas territoriales de los diversos Ministerios —con esto no estoy 
violando ningún deber de confidencialidad- y creo que allí germinó realmente la idea en el señor Presidente 
de la República, porque todos ustedes saben que esta es una idea de él. Estábamos hablando de los distintos 
organismos que a nivel departamental y por parte de los diversos Ministerios tienen competencia territorial - 
Ministerios de Salud Pública, de Educación y Cultura, el MIDES, de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, etcétera- y el señor Presidente manifiesta que en el único lugar donde la gente va a 
coordinar políticas departamentales y políticas públicas nacionales con confianza es en la escuela pública, 
porque si se convoca a la ciudadanía a los demás organismos que están radicados en el territorio del 
departamento, no va. Va a la escuela. Inclusive, en ese momento él planteó la posibilidad de una retribución 
especial para los maestros de las escuelas de esa zona. Creo que allí empezó a germinar la figura de un 
coordinador que tratara justamente de articular las políticas públicas nacionales que los diversos Ministerios 
llevan a cabo en el departamento. 


Por último -y me gustaría que el señor Prosecretario se refiriera al respecto-, el señor Diputado Abdala nos 
dice que la facultad de reglamentar las competencias de esta figura es a su antojo. Me permito discrepar 
frontalmente. Las competencias del Coordinador Departamental serán reglamentadas en un plazo máximo de 
ciento ochenta días a través de un decreto. Y ese decreto es, obviamente, impugnable por la vía de atacarlo 
por su ilegalidad o por su inconstitucionalidad. Por supuesto que no va a ser a antojo del Poder Ejecutivo; 
esto quiero dejarlo absolutamente claro, porque vuelvo a ingresar en consideraciones de carácter jurídico. 


Por nuestra parte, esta es la réplica que nos merecen los comentarios de los señores legisladores y, por 
supuesto, que estamos abiertos también a la dúplica, pero nos gustaría que el señor Prosecretario dijera lo 
suyo respecto a este tema. 


SEÑOR CÁNEPA.- Saludo a los miembros de la Comisión y al resto de los legisladores presentes. 


En mi opinión, ha sido muy claro el Secretario. Sin embargo, quisiera hacer algunas consideraciones a partir 
de los planteos realizados por los señores Diputados Gandini y Abdala a quienes respeto pero, si bien los 
temas fueron planteados en forma inteligente, creo que no condicen con lo que exactamente se quiere realizar 
con este artículo N* 87. 


En primer lugar, deseo hacer una precisión para la versión taquigráfica que, más allá del debate que demos 
aquí, es pública, como deben ser los debates parlamentarios. El señor Diputado Gandini afirmó que la 
expresión "delegados presidenciales" salió de la Presidencia de la República. Eso no es así. En ningún lado 
hay una expresión pública por parte de ningún miembro de la Presidencia -del Presidente, del Secretario ni 
del Prosecretario- que plantee este tema como delegados presidenciales. De hecho, siempre se habló de 
"coordinadores departamentales” porque se tomaba la experiencia de lo que ya se venía adelantando por parte 
de los Ministerios, que el propio Diputado Gandini nombraba en su intervención. Y no es así; lo hemos dicho 
en muchas oportunidades, como bien decía el Secretario de la Presidencia -casi un apostolado por parte de 
ambos-, porque no puede haber delegación de atribuciones del Presidente en el territorio. Y no la hay; 
solamente hay delegación de atribuciones a los Ministros. Este no es un tema meramente jurídico; es 
eminentemente político. La figura del señor Presidente no es la Presidencia; el órgano soporte del Presidente 


no es la Presidencia -es el que la dirige pero no todo el órgano- y no puede tener atribuciones en el territorio 
en los cometidos directos del Presidente. Lo puede hacer en los Ministros. 


Quiero aclarar algunos puntos que se establecieron. Me parece que el Inciso 02, como decía el señor 
Secretario, es extremadamente claro, porque habla de cometidos y de objetivos. Se podrán compartir o no, 
pero cuando los cometidos, que deben ser por ley, refieren a que hay que coordinar y articular las políticas 
públicas nacionales, de un plumazo queda fuera de discusión que no tiene nada que ver con las políticas 
públicas departamentales, como bien lo dijo el señor Secretario. Están definidos por ley. 


¿Cuál es el alcance de las políticas públicas nacionales? El señor Secretario las nombraba. Por algo el Poder 
Ejecutivo se expresa a través de sus Ministerios en las políticas en todo el territorio, porque estamos de 
acuerdo con que el Gobierno Nacional gobierna en todo el territorio de la República. Este no es un país 
Federal. No sólo gobierna en todo el territorio de la República, sino que cumplen roles distintos los 
Gobiernos Departamentales, el Gobierno Nacional y, a partir de la última ley de descentralización, ahora los 
Gobiernos Municipales, que son llamados Gobiernos del tercer nivel o del nivel local. Cada uno tiene un rol 
distinto sobre el mismo territorio. ¿Que esto trae, en muchas oportunidades, discusiones de jurisdicción, de 
solapamiento de políticas que pueden ser llevadas por uno y por otro? Sin ningún tipo de duda. 


De todos modos, cuando se nos dice que se podía haber optado por otro camino yo digo que la Presidencia de 
la República, no el Presidente, tiene la Oficina de Planeamiento y Presupuesto con sus cometidos 
constitucionales, entre ellos articular en el territorio. Pero cuando se nos pregunta qué articula, nosotros 
decimos que, entre otras cosas, articula y tiene como mandato la descentralización que es una parte de las 
políticas públicas. No toda política pública es descentralizadora; no toda política pública implica 
descentralización. 


Los fondos de desarrollo del interior, establecidos en el artículo 298 de la Constitución, serán administrados 
por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto a través de la Comisión de Descentralización con la presencia - 
como lo establece la Constitución de la República- de representantes de los Intendentes y de los Ministerios 
que están vinculados al desarrollo. 


Pero los fondos, que son el 75% de esos fondos de desarrollo del interior que se calculan por un acuerdo con 
el Congreso de Intendentes a través de cada Presupuesto -como está en este-, de las políticas que están 
vinculadas con desarrollo en cada uno de los Ministerios, es una parte de la política pública de cada uno de 
esos Ministerios y una parte de la política pública que lleva adelante el Gobierno Nacional en el territorio. 


Por lo tanto, en mi opinión, no deberíamos confundir conceptualmente la tarea de coordinar las políticas de 
desarrollo descentralizadas que deben llevarse adelante a través de la Comisión de Descentralización de la 
OPP, a través de los fondos que se administran conjuntamente mediante el artículo 298 de la Constitución, 
con lo que significa el resto de las políticas públicas nacionales, que también están sobre el territorio. 


En ese sentido, ¿cuál es la oportunidad del mérito? Palabras que si bien son jurídicas, tienen connotación 
política y fueron dichas por el señor Diputado Abdala. Nosotros creemos que parte del gran proceso de 
cambio se inició en el 2005 para intentar -no fuimos nosotros los primeros; el mundo no empezó el 1* de 
marzo de 2005 ni el 1” de marzo de 2010, pero mucho se ha hecho, lo tenemos muy claro- no sólo 
descentralizar sino articular y coordinar las políticas públicas. 


Por algo nacieron los gabinetes especializados, que no existían previamente. Nacieron en el Período pasado y 
se institucionalizó su funcionamiento en este Período. Existe un Gabinete Productivo, uno Social, uno de 
Ciencia y Tecnología y uno de Seguridad. Inclusive, en el Gabinete Social hay un Consejo Nacional de 
Políticas Sociales que reúne a los Ministerios que están vinculados con esas políticas. Y hay un coordinador 
de las políticas sociales en el territorio, que es el coordinador territorial que tiene el Ministerio de Desarrollo 
Social, que no solamente coordina las tareas de este Ministerio, sino las políticas sociales del resto de los 
Ministerios. 


Como decía el señor Diputado Gandini, también hay un Director Departamental de Salud, como lo hay 
también del prestatario de Salud Pública, que es ASSE. También hay un coordinador departamental, regional, 
del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, creado por el hoy Presidente de la República y entonces 
Ministro, lo que fue votado por este Parlamento. 


Asimismo, hay otra cantidad de organismos, como el INAU y la ANEP, que tienen coordinaciones 
departamentales. En este sentido, quisiera preguntar, si hay tanta preocupación por la intervención del 
Presidente en el territorio, ¿quién designa a los Jefes de Policía en este país? La Constitución establece que 
debe hacerlo el Presidente actuando a propuesta del señor Ministro del Interior. En estos casos el Ministro 
propone a determinada persona y el señor Presidente de la República lo designa. Reitero: es una propuesta 
del Ministro y una designación del Presidente. 


También hay otros cargos en el territorio nacional que están ocupados por personas que han sido propuestas 
por los Ministros y designadas por el Presidente de la República. 


¿Cuál es la voluntad política en este sentido? Es intentar generar mayor eficacia y eficiencia a través de la 
necesaria coordinación y articulación de estas políticas en el territorio. Hay organismos especializados que 
han generado coordinaciones entre los Ministerios, porque ustedes saben muy bien que el chacrismo en el 
Estado no es nuevo. Se ha intentado permanentemente cambiar esa inercia cultural de las instituciones, a fin 
de poder coordinar no solo políticamente, sino también institucionalmente. Por eso este Presupuesto tiene un 
diseño diferente a los anteriores, porque queremos evolucionar y tratar de generar un Presupuesto por áreas 
programáticas. A su vez, esas áreas hacen que se deba coordinar el Presupuesto que se va a ejecutar siguiendo 
esa política, que transversaliza más de un Ministerio. Por supuesto, en muchas oportunidades eso obliga a las 
Unidades Ejecutoras y a los Incisos a coordinar sí o sí para ejecutar ese Presupuesto. 


También se nos dice que existe una serie de cargos electivos. Por supuesto, pero en mi opinión la estructura 
de la gestión de las políticas públicas no tiene nada que ver con quienes representan la voluntad de las 
personas a través de los cargos electivos. Estoy hablando de los Intendentes, Ediles, Alcaldes y Concejales a 
nivel departamental, porque los Diputados son Representantes nacionales. Si bien son electos por un 
departamento son, reitero, Representantes nacionales, tal como dice la Constitución de la República. Por lo 
tanto, no advertimos que un cargo de gestión y coordinación de las políticas públicas tenga alguna injerencia 
en lo que debe ser otro tipo de consonancia, que es la estructura político-administrativa, que se da a partir de 
lo electivo. 


Con respecto a la posibilidad de que estas personas después puedan ocupar otros cargos, que tanto preocupa, 
debemos destacar que muchos de quienes ejercieron cargos de coordinación y dirección antes del Gobierno 
del Frente Amplio -que fueron nombrados por los Ministros como coordinadores o representantes 
departamentales- terminaron siendo Diputados y se sentaron aquí. Me refiero a miembros de distintos 
partidos y no solo del partido de Gobierno. Algunos de ellos, que luego fueron candidatos de la oposición, 
participaron en cargos de gestión de un Gobierno determinado -por supuesto, por su capacidad de gestión-, y 
esos son cargos de particular confianza. Hay muchos casos; por ejemplo, podemos hablar de los Directores 
de Salud, de Directores Departamentales en dependencias del Estado, que en determinado momento tienen el 
apoyo de los ciudadanos porque reconocen su trabajo y su muy buena gestión. 


Sinceramente, si hay problemas por este cargo deberíamos analizar toda la estructura nacional, y creo que ahí 
entramos en otra discusión. También podríamos decir que los Ministros tienen la oportunidad de hacer 
política y de ser candidatos mañana. Y eso es así, porque los Ministros hacen política, pero creo que nadie 
está planteando modificar esa posibilidad. 


Lo que advertimos en ese tenor es un planteo, en mi opinión acertado, en cuanto a cuál es la voluntad del 
Poder Ejecutivo, de la Presidencia de la República, sobre el alcance exacto de esta disposición. Existe la 
necesidad de transversalizar estas políticas, ya sea a nivel departamental o regional, aunque el planteo es a 
nivel departamental. El señor Secretario dijo muy bien que si algo caracteriza la gestión del Presidente 
Mujica -ha sido así desde el inicio- es la voluntad permanente de buscar acuerdos, mucho más allá de las 
posiciones que defendemos y estamos convencidos que aportan para mejorar la gestión del Estado y los 
resultados de las políticas públicas nacionales. Tanto es así, que es público y notorio que se han escuchado 
planteos directos de connotados líderes de la oposición, de algunos Senadores de la República del Partido 
Nacional. Han planteado alternativas que nosotros hemos escuchado y evaluado, porque la voluntad del señor 
Presidente de la República es, como siempre, llegar a un acuerdo que permita generar políticas que tengan 
sustentabilidad, mucho más allá de lo que el propio Partido de Gobierno puede darnos, a pesar de que goza 
de mayorías parlamentarias. 


Por lo tanto, podríamos inferir que si se discute sobre cómo llevar adelante esta experiencia, estamos 
hablando de una mera discusión, pero si se plantea que esto es un delito, que es inconstitucional y que se trata 


de una especie de ataque a toda la institucionalidad, me parece que vamos por un camino que no es el que 
escuchamos de uno de los líderes del Partido Nacional, quien hizo varios aportes para encontrar una solución 
y un acuerdo. 


Termino diciendo, tal como manifestó el señor Secretario de la Presidencia, que la voluntad y la intención de 
la Presidencia de la República y del señor Presidente es encontrar caminos de diálogo que nos permitan 
alcanzar un punto de acuerdo sobre algunos temas que pueden ser considerados como centrales. 


SEÑOR BRECCIA.- Simplemente quiero hacer alguna referencia con respecto a las últimas 
consideraciones del señor Prosecretario. 


Nosotros dijimos textualmente en una entrevista que se nos hizo "En Perspectiva" el día 2 de setiembre: "Una 
primera precisión: el artículo 87 de la ley presupuestal habilita la creación de 'hasta' 18 cargos; todavía no 
está claro si se van a nombrar 18 coordinadores departamentales, uno por departamento fuera de Montevideo, 
o una cantidad menor. Como la ley establece en el último inciso que el Poder Ejecutivo reglamentará esta 
norma en un plazo máximo de 180 días -es mi idea personal, reitero que estoy hablando a título 
absolutamente personal," -lo reitero ahora en esta Comisión- "no hemos discutido esto con el presidente-, 
puede surgir que determinada coordinación se realice a nivel de una región". 


Retomando lo que planteó el señor Prosecretario, quiero decir que nosotros estamos absolutamente abiertos - 
los señores legisladores de la oposición lo saben de sobra-, en la hipótesis de la reglamentación de esta 
norma, a conversar con los señores legisladores. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- El tema que estamos analizando, obviamente, ha tenido debate 
público suficiente y en ese marco hemos escuchado opiniones, no solo de los partidos de la oposición, 
sino también del Gobierno. 


La intervención inicial del Secretario de la Presidencia me lleva, en todo caso, a aumentar mi confusión 
respecto a cuál es la lógica con la que el actual Gobierno está trabajando en temas tan relevantes como la 
organización del Estado, o en este planteo de reorganización del Estado en algunos aspectos. 


Aquí han venido algunos Ministros a presentar una reestructura del funcionamiento de sus Ministerios, y 
muchos de ellos -como hoy señalaba el señor Diputado Gandini- ya hablan de la creación de nuevas 
estructuras a nivel regional y departamental. Todos los Ministerios vienen con la idea de fortalecer 
estructuras en los departamentos, y están apoyados, en su inmensa mayoría, en cargos de particular confianza 
política. Es decir que se habla de un aumento del peso partidario en el trabajo del Gobierno. 


El aumento de cargos de particular confianza en este Presupuesto Quinquenal es una línea continua -ya que 
esto lo vivimos hace cinco años- en el sentido de aumentar el aparato político del partido que gana, dentro de 
la estructura de funcionamiento del Gobierno; eso se consolida en este Presupuesto. Tanto es así que echaron 
abajo, derrumbaron el proyecto Vázquez, que contenía una cantidad de cargos técnicos, para transformarlos 
en cargos de particular confianza. En este segundo período de Gobierno de la izquierda hay un retroceso 
respecto a aquel perfeccionamiento de los cargos de especial jerarquía técnica para llevarlos todos al aparato 
político del partido que está en el Gobierno. 


Y digo que la opinión del Secretario me lleva a confusión porque él acaba de decir que hace pocos días hizo 
declaraciones públicas en una radio, y yo no solamente lo escuché sino que también lo leí. Miren lo que dijo 
el señor Secretario de la Presidencia: "Desde mi punto de vista, somos un país excesivamente 
descentralizado, tenemos 19 gobiernos departamentales. Los que se quejan de la burocracia tienen que pensar 
que tenemos 19 gobiernos departamentales para un país que es un barrio de San Pablo. Y ahora agregamos 
las alcaldías.- [...] No estoy hablando contra ningún compañero del Frente, no estoy hablando contra ningún 
sector político, no estoy hablando contra el ex presidente". Obviamente se refiere al doctor Tabaré Vázquez. 
Y continúa diciendo: "Sinceramente, estimo que este es un país excesivamente descentralizado, entonces 
bajamos, bajamos, bajamos las políticas públicas cada vez más, las permeamos cada vez más a la ciudadanía 
[...]". Y termina diciendo: "[...] ¿hasta cuándo vamos a seguir descentralizando, hasta dónde vamos a llevar el 
gobierno? ¿Hasta que llegue a cada casa?". 


Esta concepción -que el señor Secretario de la Presidencia aclara que es personal- está en la cabeza de un 
jerarca muy importante del Gobierno, que dice que los procesos de descentralización no son tan necesarios en 
el Uruguay. Sin embargo, según mi punto de vista, el contenido presupuestal refiere a un proceso de 
reestructuración del Gobierno a partir del aparato político. Así lo demuestran la cantidad de cargos de 
particular confianza política distribuidos en el Presupuesto como el fortalecimiento de esos cargos en la 
estructura ministerial. 


Hoy se mencionó acá al pasar -el Secretario de la Presidencia especialmente lo asentó en la versión 
taquigráfica- la expresión "comisario político". Palabras como estas no tienen por qué ofender, porque no son 
una mala palabra. La expresión "comisario político" proviene del Manifiesto del Partido Comunista. Ahí 
aparecen los primeros comisarios políticos; se trata de una definición política que tiene larga data. No es mi 
libro de cabecera pero lo he leído. De manera que la creación del comisario político refiere a una 
intermediación política, con todo lo político. Seguramente muchos de los acá presentes habrán leído el 
Manifiesto y recordarán cómo define esa estructura de comisario político, que es ubicado a nivel intermedio, 
es decir, entre el poder central y el territorio. Y tiene cometidos que, según mi punto de vista, muy bien 
describió la señora Senadora Topolansky, cuando hizo público aquella frase de: "Son los ojos del Presidente". 
Ese es el objetivo. 


En algunos aspectos tengo una visión distinta respecto a la competencia política. En lo personal, no me afecta 
que exista competencia política en los nuevos cargos, pero sí creo que afecta al funcionamiento esta cuña que 
se interpone entre la gestión gubernativa del Poder Ejecutivo y el territorio. Esta es la definición, y por eso la 
expresión "comisario político” suena bien, queda bien y ajusta bien el término con la idea de interferir o de 
poner una interferencia política de alto rango en la gestión. ¿Este artículo es la confesión del gobierno de 
izquierda de que los Ministerios no funcionan? El resultado de los últimos cinco años es, ¿que el Ministro de 
Transporte y Obras Públicas no coordina?, ¿que el Ministro de Salud no coordina?, ¿que el Director 
Departamental de Salud no sirve para nada?, ¿que el coordinador de ASSE está pintado? ¿Esta es la 
confesión? ¿Se necesita un coordinador político del Presidente para que a cien kilómetros de Montevideo, en 
Minas, capital de un departamento que está a cien kilómetros de la capital del país, establezca la coordinación 
que los Ministros son incapaces de hacer? ¿Es una confesión? ¿Se necesita un coordinador político porque 
los Ministerios no logran establecer ninguna coordinación? ¿Es esta la explicación? Puedo leerla así: "Cinco 
años de Gobierno demostraron que los Ministerios no funcionan, que en el interior no hay quien coordine y al 
único que le creen" -dice el señor Secretario- "es al de la escuela". ¿Es así? Y la respuesta es que los trece 
Ministros no funcionan, no coordinan, las políticas públicas nacionales no están funcionando en el país y 
necesitamos coordinadores territoriales que envíe el Presidente con poder de Presidencia, no del Ministerio. 


¿Qué lectura debo hacer de esta nueva estructura política de alto porte? Porque esto es así y por este motivo 

hoy nos estamos concentrando especialmente en analizar esta definición. No estamos creando un cargo más 

de particular confianza política cualquiera. Estamos creando un delegado del Presidente que, además, refiere 
para el interior pero no para Montevideo. ¿Y alguien cree que en Montevideo funcionan mejor las cosas con 
el Gobierno nacional que en el interior? ¿Y por qué para Montevideo no? ¿O la coordinación en Montevideo 
funciona muy bien, los Ministerios coordinan perfecto en el territorio de Montevideo, y en Minas coordinan 
mal? 


El señor Secretario de la Presidencia dice públicamente que esto es un barrio de San Pablo, que demoramos 
una hora en llegar a la capital de un departamento, y a la más distante por tierra, unas cuatro o cinco horas. Es 
muy difícil querer explicar esto por la vía de la coordinación, de hacer más eficaz la gestión. Por esa vía no 
hay explicación posible; no se sostiene la explicación. Nadie puede creer que tenemos trece Ministros, 
centenares de cargos de particular confianza, designados por los Ministros, ¡y no hay quién coordine! ¿Cómo 
que no hay quién coordine? ¡Sobran los que coordinan! ¡Sobran los coordinadores en todos los 
departamentos y en todos los Ministerios! 


En la estructura de la educación, en los departamentos hay un CODICEN chiquito que funciona desde épocas 
inmemoriales, el Director del liceo departamental y el Inspector de escuelas, y esa coordinación se hace con 
los Intendentes desde siempre. Hace veinte años que conozco esto perfectamente. También coordinan entre 
ellos en edificación en materia de educación. Y ahora el delegado presidencial, ¿qué va a hacer? ¿Es el que va 
a coordinar la relación de obras con la educación? ¿Va a coordinar también con estos organismos, con el 
Presidente de la ANEP? 


La explicación por la vía de la coordinación es insostenible; es insostenible. Esto tiene una explicación 
política a la que, obviamente, se le calza un respaldo jurídico, como siempre se hace, es decir, se toma una 
definición y después aparece un libro que explica que esto no viola la Constitución o alguien lo va a explicar. 
Pero la definición política es: "jerarquía presidencial para aumentar la fuerza del Partido que ganó la elección 
en la gestión pública; el peso y la centralización del poder en el Partido que gobierna". No tiene otra 
explicación porque, de lo contrario, tendría que reconocerse cabalmente que los señores Ministros están de 
floreros y que los Ministerios con centenares de cargos de particular confianza no funcionan, porque no son 
capaces de coordinar políticas en un barrio de San Pablo, que eso es Uruguay según lo que piensa el señor 
Secretario de la Presidencia. 


Esta es la oposición; y nos opondríamos a un coordinador. En mi caso personal, me voy a oponer así fuera 
uno solo. Si este artículo dijera: "Créase un coordinador en el territorio", también me opondría, porque creo 
que la concepción es desde el punto de vista del aparato político, del Partido que gana en la estructura del 
Gobierno y de centralización del poder. Efectivamente, se trata de una centralización del poder y no de 
mejorar las coordinaciones, porque entonces estaríamos ante una situación extremadamente difícil de 
resolver. 


Era cuanto quería decir, señor Presidente. 


SEÑOR POSADA.- En primer lugar, quiero saludar a la delegación que nos visita y, en particular, a los 
señores Secretario y Prosecretario de la Presidencia de la República. 


Ciertamente que el abordaje de este tema ha derivado en una suerte de asunto vedette dentro de la 
consideración del Presupuesto, y a veces creo que en este tipo de consideraciones podemos perder de vista 
que, quizás, lo importante en toda la discusión presupuestal está en otro lado. En todo caso, es insoslayable 
dar una opinión sobre este tema. 


En primer lugar, claramente nosotros tenemos objeciones de carácter jurídico. El Poder Ejecutivo se integra 
con el Presidente de la República actuando con uno o varios Ministros o en Consejo de Ministros. Estos 
cargos que se crean dentro del Inciso "Presidencia de la República", claramente, vendrían a establecer una 
suerte de coordinación sobre organismos u oficinas dependientes de distintos Ministerios, con lo que en el 
nacimiento de la función hay una clara contradicción con las definiciones contenidas en la Constitución de la 
República. 


Al margen de esto, ¿hablamos de coordinación de coordinadores? En el caso del Ministerio de Salud Pública 
hay 18 Directores de Salud Departamentales, 18 Directores de ASSE Departamentales, más los Directores de 
hospitales en las capitales departamentales y los Directores de hospitales en distintos centros poblados. En el 
caso del Ministerio de Transporte y Obras Públicas se plantea la creación, con el mismo nombre -es una 
coincidencia-, de 18 Coordinadores Departamentales. Creo que lo que todo esto está mostrando es una suerte 
de desborde de lo que debe ser la función de cada uno de los Ministerios, y hay muy poca explicación para la 
designación de estos coordinadores a nivel de la Presidencia. Decimos esto porque, a nuestro juicio, no tienen 
sustento desde el punto de vista constitucional, porque no se sabe de quién dependerían, pues coordinarían 
distintos Ministerios y, claramente, esa función no es del Presidente de la República. 


Toda esta elaboración que se ha planteado realmente carece de sustento como para ser presentada en una 
instancia presupuestal, salvo que lo que se quiera sea algo como lo que se hizo en el caso del Ministerio de 
Salud Pública con estos Directores Departamentales de Salud, con los Directores de ASSE y con los 
Directores a nivel de hospitales: una distribución, por estricta cuota política, de distintos puestos políticos. 
Esa es la única realidad que parece tener sustento cuando se plantea este tipo de normas de creación de 
cargos. Vamos a tener hasta 18 Coordinadores de la Presidencia -aunque la Presidencia no es un órgano; el 
Presidente de la República es parte del Poder Ejecutivo, pero no es un órgano-; vamos a tener a los 18 
Directores Departamentales de Salud y los 18 Directores Departamentales de ASSE; vamos a tener a los 18 
coordinadores departamentales del Ministerio de Transporte y Obras Públicas... Yo creo que, al fin de 
cuentas, lo que no se sostiene es el planteo político que está detrás, que no tiene sustento jurídico ni tampoco, 
a nuestro juicio, sustento político, salvo que lo que se quiera sea, esencialmente, la creación de cargos para 
distribuir, sin muchas exigencias de idoneidad, entre los compañeros políticos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a dar la palabra a los integrantes de la Comisión de Presupuestos 
integrada con la de Hacienda y luego solicitaremos autorización para que otros señores Diputados que 
hoy nos acompañan puedan intervenir. 


SEÑOR ASTI.- Voy a dejar una constancia. 


Estamos en esta Comisión, cuya finalidad principal es debatir sobre el contenido de este Presupuesto. La 
constancia que quiero dejar planteada es que, obviamente, podríamos contestar todas las alusiones político 
partidarias que se realizan, pero como nuestro objetivo en esta Comisión es otro, dejaremos esa discusión 
político partidaria para otras instancias. Por lo tanto, reitero que no contestaremos algunas afirmaciones de 
carácter político partidarias realizadas, pero eso no significa ninguna debilidad, aceptación ni nada que no sea 
un silencio respetuoso ante el trámite que debe darse al tratamiento de los 820 artículos del Presupuesto. 


SEÑOR SANDER.- Quiero dar la bienvenida al Secretario de la Presidencia, al Prosecretario, a los 
Directores y al resto del equipo que los acompañan. 


Como hombre del interior creemos que estos 18 cargos significarán más burocracia y más centralismo, y 
nosotros estamos a favor de la descentralización. En virtud de una ley que se votó en este período de 
Gobierno se crearon las Alcaldías. Lamentablemente, las Alcaldías se han quedado sin recursos; solo 

$ 49:000.000 para las Alcaldías es muy poco dinero. Entonces, preguntamos: ¿es necesario tener que pagar 
18 sueldos más? ¿Por qué no le damos el dinero que se destinará a los 18 coordinadores departamentales a 
los 89 Alcaldes del país? 


Aquí se ha abundado en el tema. ¿Qué hacemos con los otros coordinadores? ¿Qué hacemos? ¿Los 
eliminamos? Ya lo han dicho: 18 coordinadores en el Ministerio de Salud Pública y otros tantos en el 
MIDES) en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y en el de Transporte y 
Obras Públicas también. Desde mi punto de vista y según la opinión de mi sector, estamos creando una 
burocracia mayor, y creo que no es lo que corresponde con el país que queremos. 


Este coordinador, además, deberá entender de todos los temas; si va a ser un coordinador que dependerá de la 
Presidencia de la República y tendrá que entender de todos los temas nacionales y de lo que pasa en la 
realidad municipal, en definitiva, será una especie de segundo Intendente. 


¿Cómo será de ahora en más la coordinación? ¿Se hará todo a través de ese coordinador? ¿¿Dejaremos de 
hablar con los Ministros? ¿Dejaremos de hablar con la OPP? ¿Para qué servirá el Congreso de Intendentes? 
¿Para qué servirá la Comisión Sectorial de Descentralización? No sé; tendríamos que rever todo eso. 


Además, si estos coordinadores son tan importantes, ¿por qué no está totalmente definida su función? Se dice 
que tendrá como cometido coordinar y articular; eso es muy genérico, muy general. Lo específico es que el 
Poder Ejecutivo reglamentará esta norma en un plazo máximo de 180 días. ¿Qué se va a reglamentar 
entonces? Por lo menos yo no lo sé. 


En lo personal y en lo que refiere a mi sector, estamos totalmente en contra de esto. Como no quiero abundar 
más en el tema, vuelvo al planteo inicial: el dinero que se destinará a los coordinadores debería ser utilizado 
en las Alcaldías. 


SEÑOR MUJICA.- La verdad es que, en la medida en que este es un tema de política pública resulta 
controversial y no hay por qué enojarse porque se pueda estar a favor o en contra; son cosas opinables 
y, al final de cuentas, será la práctica la que demuestre la utilidad o no del instituto que se crearía. 


Ahora bien, hay argumentos que no creo que puedan plantearse, porque me parece que son absurdos. Oponer 
la coordinación de las políticas públicas a la eficacia de estas políticas no corresponde; decir que si las 
políticas requieren coordinación son ineficaces me parece un absurdo. La eficacia exige la coordinación, 
tanto dentro de los Ministerios de todas las políticas que llevan al territorio, como entre las distintas Carteras. 
Desde ese punto de vista, todo esfuerzo por coordinar en el lugar concreto en el que se aplica la política 
traerá como resultado una mayor eficacia de esa política, no lo contrario. De modo que, desde ese punto de 


vista, no creo que se pueda atacar esta decisión o esta propuesta del Poder Ejecutivo; se la puede atacar 
jurídica o políticamente. 


Hasta ahora, de los argumentos políticos que he escuchado, el que me parece que más representa la opinión 
de quienes están en contra de esto, es la idea de que puede competir con el Intendente. Yo diría que también 
puede competir con el Diputado, incluso con el Diputado del Frente Amplio que represente a ese 
departamento. Pero, esto se daría en la hipótesis de que fueran dieciocho delegados, uno por departamento, 
porque si fueran cinco delegados y una persona de Montevideo coordinara cuatro departamentos del norte del 
país, ¿cómo va a hacer para competir con el Intendente o con el Diputado si no es del lugar y, además, 
atiende cuatro departamentos distintos? Por lo tanto, la única posibilidad real de que este coordinador de 
políticas públicas a nivel territorial compita con el Intendente o el Diputado del lugar es que sea estrictamente 
departamental y, yo le agregaría que sea del departamento porque si no, tampoco podría competir. O sea que 
esa argumentación se lleva al extremo de la aplicación. 


Lo que sí creo, y me parece que es defendible desde el punto de vista estrictamente programático, es que la 
descentralización no se puede entender como un esfuerzo de una sola vía. La descentralización implica 
centralizaciones, en particular la centralización de la información y de las evaluaciones, de lo contrario, la 
descentralización se vuelve en desarticulación de las políticas públicas que no es lo mismo que descentralizar. 


Entonces, francamente, de la propuesta del Poder Ejecutivo lo único que me llamó la atención es que fueran 
dieciocho coordinadores y no diecinueve porque, como Diputado montevideano, creo que sería bueno que 
hubiera coordinación de políticas públicas en este departamento. He visto -creo que todo montevideano ha 
visto- que OSE abre un agujero en una calle que la Intendencia hizo hace quince días, lo tapa y a los quince 
días viene ANTEL y abre otro. Si esto no es una expresión concreta, aunque menor en términos 
significativos, de lo que es la descoordinación de las políticas públicas en el territorio montevideano, no sé 
qué otro ejemplo mejor se puede poner. 


No cabe duda que es necesario coordinar en el territorio. Por ejemplo, cuando se instale un centro 
politécnico, que vamos a crear, implicará movimientos poblacionales, medidas de seguridad específica para 
la zona, coordinación de los elementos de transporte y servicios de todo tipo. Entonces, para estos casos, 
parece bastante razonable. 


Además, me imagino que a nivel territorial habrá mucho que coordinar entre las políticas públicas del Poder 
Ejecutivo y las departamentales de cada una de las Intendencias. De modo que no veo argumentos en cuanto 
a eficacia o eficiencia que puedan cuestionar esta decisión. Repito: los argumentos políticos que he 
escuchado solo se cumplirían en casos extremos, en casos de que el Poder Ejecutivo designara uno por 
departamento y que además fueran personas conocidas en cada lugar de tal modo que puedan competir con el 
Intendente y los Diputados del lugar, debido al ejercicio de la coordinación de políticas públicas al cabo de 
cinco años si fueran exitosos. A raíz de esto me pregunto si el médico exitoso, la maestra más querida o el 
sindicalista más reconocido de un departamento no compiten también. Por lo tanto, me parece que no es un 
argumento de peso. 


Por otra parte, en el tema de las competencias en política no se pueden llevar las cosas al extremo y al 
absoluto en el sentido de que con los Diputados o los aspirantes a la Intendencia, los Intendentes que están 
establecidos pelean ejecutando, muchas veces planes departamentales que requieren respaldo del poder 
central en recursos de todo tipo, y que finalmente se incorporan a la cartera de obras realizadas por el 
Intendente en los cinco años. Por lo tanto, no se puede establecer un límite preciso y matemático y pensar que 
se puede aprovechar algo de esto. La verdad es que desde el Parlamento tenemos que intentar que todas las 
políticas públicas, tanto las centrales como las departamentales, le lleguen a la gente. 


Ayer, el señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca en su presentación hablaba de la evaluación de los 
programas de respaldo a los productores e indicó cuánto queda en el predio de lo que se puso y cuánto quedó 
por el camino en coordinación, asesoramiento, etcétera. Él decía que esa es la medida. Entonces, yo creo que 
también en las políticas públicas generales al final, de lo que tenemos que preocuparnos, es de cuánto queda 

en el lugar de todo lo que se proyectó. 


En ese sentido, el Poder Ejecutivo plantea la creación de un instrumento que, según su opinión, va a permitir 
que queden en el territorio más partes de las políticas públicas que las que quedan hasta ahora. A mí me 
parece que, desde ese punto de vista, la propuesta es muy atendible. Reitero que mi única objeción, y la 


traslado a los miembros del Poder Ejecutivo que están presentes, es que creo que tendrían que ser diecinueve 
coordinadores, porque Montevideo también precisa coordinación de políticas públicas, incluso a nivel 
ministerial. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- Quiero puntualizar algunos aspectos que en las exposiciones de los 
miembros de la oposición no se tuvieron en cuenta. 


Creo que en la coordinación de las políticas públicas, sobre todo en el interior -no desconozco lo de 
Montevideo- hay que tener en cuenta la lejanía de los órganos de decisión política que están instalados en 
Montevideo, porque ha sido una tarea demasiado ardua. Tan es así que el Congreso de Intendentes es un 
organismo de reciente creación y ha sido muy útil. 


Además, quiero referirme a la división política del país en departamentos. Pienso que no hay ningún dirigente 
político que, en este momento histórico, en el siglo XXI, no se cuestione si esa división política es real en el 
país y si tiene que seguir existiendo. Todo el mundo ha hablado de la regionalización y se ha teorizado desde 
todos los Partidos políticos pero ha sido muy difícil la aplicación en la práctica y la transformación, por 
razones que todos conocemos, entre otras, por la realidad que se vive desde los Ministerios o desde la 
estructura político-institucional del país. El Diputado José Carlos Cardoso decía que había leído cierta 
literatura y supongo que habrá leído que es muy difícil vestir la realidad nueva con ropas viejas porque 
generalmente la ropa vieja se rompe. En este momento, tenemos que estar confeccionando nuevas prendas 
para una nueva realidad y creo que tenemos que recorrer muchos caminos, este no debe ser el único. Creo 
que tenemos que intentar coordinar los esfuerzos -me parece muy loable lo que han expresado aquí los 
distintos Ministerios- en la interna de cada una de las instituciones y lograr la coordinación y articulación de 
las políticas públicas nacionales, como dice en el mensaje del Poder Ejecutivo. De alguna manera, debemos 
empezar a demostrar en la práctica que en el Uruguay hay unidades de carácter productivo y económico que 
tienen un correlato con el territorio que nunca coincide -por lo menos, en este momento- con las divisiones 
departamentales. Ahora sí estamos en condiciones de decir que por el último impulso que se dio desde el 
punto de vista económico, sobre todo en el sector agropecuario -como expresaba en el día de ayer el señor 
Ministro, este país ha tenido un gran desarrollo y ha pegado un salto cualitativo en estos últimos cinco años 
debido a las inversiones-, se ha roto evidentemente con esa frontera de carácter político, lo que nos exige el 
ensayo, por lo menos, de una realidad diferente. 


En el primer punto del orden del día de la Comisión Especial de Asuntos Municipales y Descentralización 
figura, desde siempre -ha estado durante muchos Períodos-, la elaboración de una nueva Ley Orgánica 


Municipal. Por algo será que no ha habido acuerdo político sobre este tema; alguna motivación o dificultad 
debe haber. 


Para finalizar, quiero decir que no hay ninguna contradicción entre haber aprobado la ley de creación de los 
Municipios y el establecimiento de coordinación de las políticas públicas. Creo que hay un concepto, a veces 
equivocado, de lo que significa una autoridad en un Municipio o en un departamento, porque no es el que 
lleva adelante todas las políticas que existen en el territorio. Al respecto, me permito recordar que uno de los 
problemas que los Intendentes una y otra vez han manifestando acá, en el Parlamento, es que han tenido que 
asumir responsabilidades que corresponden al Poder Ejecutivo debido a que este no llega a todos los 
territorios, por lo que han tenido que sacar recursos estrictamente departamentales de sus cometidos 
específicos para destinarlos a políticas públicas. Ese es un argumento más que implica que el Intendente 
necesita imperiosamente una persona o un interlocutor que lleve adelante una coordinación y una articulación 
de las políticas públicas para que estas se concreten en el territorio -como recién decía el señor Diputado 
Mujica- y no queden en la teoría o se dispersen mal por el territorio. Creo que es una figura que, en la medida 
en que funcione correctamente, va a fortalecer tremendamente a los Intendentes, ya que les permitirá 
desarrollar en su territorio los cometidos específicos, sin tener que desviar fondos. Por lo menos, acá, en los 
últimos veinticinco años, desde la apertura democrática, muchos Intendentes dicen que han tenido la 
necesidad de empezar a aplicar políticas en el territorio que son responsabilidad del Gobierno nacional, por la 
falta de recursos, porque no llegan, porque están mal instrumentados, porque no se pueden ejecutar o por 
otros motivos. Pero lo que reclama el Gobierno Departamental son recursos para poder seguir desarrollando 
esas políticas que, en realidad, no debe llevar adelante, cuando lo que debe hacer es exigir una ejecución 
correcta de las políticas nacionales. 


Entonces, en ese sentido, vuelvo a decir al señor Representante por el departamento de Rivera, que el 
problema no consiste en que los recursos vayan del Gobierno nacional, sino en que los Intendentes y los 
Gobiernos Departamentales se provean de los recursos necesarios para poder fortalecer a los Municipios. Si 
es necesario solicitar recursos nacionales para que sean destinados a los Municipios, estos deben ser 
requeridos de los fondos que ya existen, fortaleciéndolos y, si es necesario, agregando más cantidad; de esa 
manera, cada uno de los Intendentes recibirá del Gobierno nacional los recursos necesarios para fortalecer 
esas políticas municipales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo con el artículo 126 del Reglamento, se solicita autorización a los 
integrantes de la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda para que haga uso de la 
palabra el señor Diputado Silvera. 


Se va a votar. 


(Se vota) 


Trece por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Tiene la palabra el señor Diputado Silvera. 


SEÑOR SILVERA.- Agradezco al señor Presidente y a los miembros de las Comisiones que me den 
esta oportunidad. 


Saludo a la delegación de la Presidencia de la República, especialmente a los señores Secretario y al 
Prosecretario de Presidencia y al señor Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, así como 
también a todas las autoridades y los funcionarios presentes. 


Simplemente, voy a hacer una mención, sin perjuicio de entender que con la figura del coordinador 
departamental que se crea por el artículo 87, en cierta manera, se están vulnerando las competencias 
asignadas a los Gobiernos Departamentales por nuestra Constitución, tanto en la administración, como en el 
gobierno y en la ejecución de las políticas departamentales, como así también a otros órganos, como el 
Congreso de Intendentes y la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, que tienen competencias asignadas por 
nuestra Constitución. Ni qué hablar de que tengo mis reparos de inconstitucionalidad en cuanto a la 


vulneración de la autonomía de los Gobiernos Departamentales, pero creo que el tema central pasa por otro 
lado. 


Con el artículo 87 se pretende crear cargos de particular confianza en el órgano Presidencia de la República, 
calificándolos como órganos en la medida en que se les atribuyen cometidos: "[...] coordinar y articular las 
políticas públicas nacionales en el territorio del departamento, con el objetivo de mejorar la eficiencia y 
eficacia de las mismas". En lo que a mí respecta, creo que hay algo importante a destacar: en la medida en 
que los cargos no tienen competencias, sino que estas pertenecen a los órganos, aquí se está tratando de 
ampliar las competencias de la Presidencia de la República, que al ser un órgano de creación constitucional 
es de competencia cerrada. A mi entender, toda ley que tienda a ampliar esas competencias es 
inconstitucional, precisamente, en razón de contenido, porque aquí hay una materia de reserva constitucional; 
compete al poder constituyente esa materia. Por lo tanto, el legislador no se puede entrometer en esos asuntos 
que, como dije, son de estricta materia y reserva de nuestra Constitución. Nosotros, por ley, no podemos estar 
ampliando las competencias del órgano Presidencia de la República. Por lo tanto, entendemos que es 
inconstitucional por ese concepto. 


A su vez, haciendo referencia a lo que expresaba anteriormente el señor Diputado Abdala, entiendo que 
sucede algo que es más grave aún cuando se establece que "El Poder Ejecutivo reglamentará esta norma en 
un plazo máximo de ciento ochenta días". Si ya avizoramos la inconstitucionalidad por ampliar competencias 
al órgano Presidencia de la República y, en cierta manera, se regula vía reglamento, estamos hablando, 
precisamente, de algo que se vuelve más grave aún, porque si el legislador no puede entrometerse en las 
competencias del órgano Presidencia de la República, mucho menos puede entrar a elaborar sobre dicha 
figura en materia reglamentaria. 


SEÑOR LIMA.- Quiero hacer algunas reflexiones sobre el tema de los coordinadores departamentales. 
Creo que el elemento central -por lo menos lo que uno concluye de las manifestaciones del Secretario y 
del Prosecretario de la Presidencia y de varios actores políticos vinculados al Gobierno nacional- es que 
con la figura del Coordinador Departamental se busca -valga la redundancia- coordinar las políticas 
públicas. Creo que los Diputados del interior vamos a coincidir, porque diariamente lo vivimos en 
carne propia, en que falta esa coordinación. Hacia eso apunta la propuesta de los Coordinadores 
Departamentales. Por eso creo que esa creación es positiva. El centro de esta cuestión es lograr, a través 
de los Coordinadores Departamentales, una mejor gestión; buscar la manera de que las distintas 
propuestas del Gobierno nacional, de los distintos Ministerios, de las empresas públicas tengan el 
mejor aterrizaje posible en el territorio. Ese va a ser el rol de los Coordinadores Departamentales. 


Por ejemplo, aquí se ha informado que la aspiración del Ministerio de Salud Pública es llegar a un 
presupuesto de casi US$ 2.000:000.000 en el año 2014. ¿Un presupuesto de esa magnitud no requiere un 
ajuste para que llegue de la mejor forma posible a la mayor cantidad de familias de todas las localidades del 
país? Y si para eso se necesita la figura del Coordinador Departamental, bienvenido sea. 


En la jornada de ayer se anunció por parte del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente la aspiración de MEVIR de concluir en el quinquenio cerca de 6.400 viviendas, y del Banco 
Hipotecario y de la Agencia Nacional de Viviendas de más de 20.000. Ojalá pueda ejecutarse. Y si para lograr 
que esto pueda cumplirse de la mejor forma posible es necesario promover una coordinación de las políticas 
públicas a través de la presencia de un Coordinador, no tenemos inconveniente en apoyarla. 


En general, los distintos Ministerios e instituciones funcionan como departamentos estancos; es muy poca la 
vinculación y el relacionamiento que existe. 


En mi ciudad, con distancia de cien metros, hay oficinas de tres Ministerios, y muchos de los funcionarios 
que trabajan en cada una de estas oficinas, se encuentran al mediodía, antes de entrar a trabajar en algún 
restorán, o a la salida del trabajo. Sin embargo, la coordinación es poca o nula. ¿Alguien puede imaginar un 
relacionamiento tan estrecho como el que debería existir entre el MIDES y el Banco de Previsión Social, que 
manejan prácticamente la misma base de datos, que debe ser la más grande del país, y que comparten muchos 
programas de carácter social? En el caso de nuestra ciudad tampoco existe coordinación. Cuando una persona 
va al MIDES la mandan al Banco de Previsión Social, y cuando va al BPS, la mandan a consultar al MIDES. 
En general, funcionan como departamentos estancos. Lo mismo ocurre con las políticas de asentamientos que 
se llevan adelante, que han permitido, por ejemplo, que cuatro de ellos desaparecieran. Durante la 
instrumentación y todo el proceso que insumió la construcción de viviendas para que desaparecieran estos 
cuatro asentamientos no hubo coordinación, por ejemplo, entre la oficina local de OSE y la de UTE. 
Podemos pensar en el caso de la Oficina del Consumidor, dependiente del Ministerio de Economía y 
Finanzas, o en la Inspección General del Trabajo, dependiente del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 
Allí tampoco hay ningún tipo de coordinación, aunque muchas veces deben trabajar sobre un mismo 
territorio. 


A mi juicio, el objetivo central de la creación de la figura del Coordinador Departamental con el cometido de 
coordinar las políticas públicas es buscar la forma de que se puedan canalizar, de manera tal que lleguen a 
todo el territorio nacional. 


En cuanto a que el coordinador puede entrar en competencia con el Intendente o con el Diputado diré que sí, 
esto es política. Todos creemos en la sana competencia. Y si el Coordinador que trabaja en un departamento 
hace tan bien las cosas que logra que cada una de estas propuestas que desde el Gobierno nacional se están 
conociendo y que se van a plasmar en el Presupuesto Nacional se concreten, hace una muy buena gestión, y 
el ciudadano quiere retribuirlo, ¿qué problema hay? 


En lo personal no nos afecta esta creación, y creo que a la mayoría no les va a afectar en la medida de que a 
este Coordinador le vaya bien, porque eso va a significar una mejor gestión y coordinación de las políticas 
públicas. Serán seis, diez, o dieciocho, pero bienvenidos sean, en la medida que la creación signifique una 
mejor gestión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa ha actuado con la mayor flexibilidad y amplitud, como corresponde. 
Siempre lo hemos hecho y lo vamos a seguir haciendo. Simplemente, quiero recordar que tenemos 


Asamblea General a las 13 y 30. Visualizo que va a ser muy difícil que hoy terminemos la totalidad del 
Inciso y el tema de URSEA y URSEC. Es muy posible que tengamos que coordinar con el señor 
Secretario una nueva visita a la Comisión. 


Digo esto como un elemento objetivo de lo que está pasando, sin que eso signifique coartar la posibilidad de 
que tanto la visita como los señores Diputados se expresen en lo que estimen conveniente. 


SEÑOR BRECCIA.- No sé cuánto estiman que pueda durar la Asamblea General, pero nosotros 
estamos dispuestos a volver a reunirnos luego de finalizada la misma, a fin de completar la tarea 
nuestra en el día y darle cierta coherencia a la exposición y a las preguntas que deseen formular los 
señores Diputados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esa es una de las posibilidades que estamos manejando. Inclusive, se la 
comenté al señor Prosecretario. La Comisión podría pasar a intermedio, ya que me informaron que la 
Asamblea durará aproximadamente una hora. El motivo de la convocatoria es la Conmemoración del 
Día Internacional de la Democracia, y hará uso de la palabra un orador por partido político. Vamos a 
seguir en coordinación con ustedes a fin de encontrar una salida. 


SEÑOR OTEGUI.- Yo estaba escuchando con atención y realmente hay cosas que no entiendo mucho. 
Recién se hablaba, por ejemplo, de la acción de MEVIR que, como todos sabemos, es una Comisión 
honoraria, independiente del poder político o de la estructura política. En este presupuesto se plantea 
incorporarlo -sujeto a mando, a estructura- en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente -en el día de ayer lo trasmitió la señora Ministra-; tal vez allí haya que empezar a 
coordinar por los problemas que pueda tener a nivel ministerial: cuando estuvo en la órbita de una 
Comisión honoraria tuvo una efectividad importante, yo creo que a nivel nacional. 


Pero volviendo al tema en consideración, estamos viendo un presupuesto en el cual hay una impronta muy 
fuerte de reforma del Estado. En todos los Ministerios y en todos los Incisos vienen dotaciones 
presupuestales para la prevista reforma del Estado y hay un planteo de tres Ministerios que estarían en la 
primera fase de esa reforma. Es así que se crean más de ochenta cargos de particular confianza en los 
distintos Ministerios; en algunos casos con una regionalización -como en el de los Ministerios de Ganadería, 
Agricultura y Pesca y de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente- y en otros, con 
representantes departamentales, como es el que ya se mencionó del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, donde además se cambian los cargos por puestos, según la Oficina Nacional del Servicio Civil. Esto 
quiere decir que el cargo deja de ser tal y pasa a ser un puesto para que cuando haya que hacer una 
disposición del lugar, se le pueda asignar el nombre correspondiente. Todo eso va en una línea de reforma del 
Estado, supuestamente, para mejorar la gestión, para agilitarla y adecuarla a las nuevas realidades. 


Lo que he escuchado hasta ahora es mejorar la gestión entre los distintos representantes ministeriales. Lo he 
escuchado por parte de Salud Pública, del MIDES y de distintos organismos y Ministerios. Adviértase que en 
todo el país tenemos representación -por lo menos una, sino dos o tres- de cada Ministerio que actúa en los 
departamentos. Entonces, imagino que este Coordinador que se está proponiendo, debería tener una especie 
de pequeño Consejo de representantes de los Ministerios, supuestamente, para coordinar. De no ser así, 
coordinará directamente con el señor Presidente de la República y con los Ministros. A mí se me ocurre que 
la lógica racionalización del tema debería pasar por que el propio Presidente, a través del Consejo de 
Ministros, ajuste las coordinaciones necesarias, las modificaciones que están previstas en la reforma del 
Estado, coordine con sus Ministros y aplique los cambios que deba. Entonces, no entiendo por qué debemos 
crear más cargos que van a representar al señor Presidente de la República, y no sé de qué forma van a 
coordinar y accionar, cuando el sujeto representante de los Ministerios depende del Ministro. Por lo tanto, lo 
que el señor Coordinador acuerde con el representante de cada Ministerio, deberá pasar luego a la órbita 
ministerial para que se coordine o acepte. Entonces, ¿cuál es la figura de ese coordinador respecto a la 
autoridad o al mando? Por tanto, en lugar de un Consejo de Ministros, vamos a generar seis, siete, diez, 
dieciocho o diecinueve pequeños Consejos de Ministerios -como se planteaba por parte del Diputado por 
Montevideo- para que luego lleven al Consejo de Ministros la coordinación necesaria. 


Esto es lo que me llama la atención. Hay una alta dotación presupuestal en la reforma del Estado, en todos los 
Ministerios y realmente eso no lo entiendo. Como tal vez mi comprensión no sea la adecuada, pido a los 


señores Representantes que me aclaren cuál es el punto. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Es un gusto considerar el Mensaje del presupuesto con la delegación encabezada 
por el Prosecretario y por el Secretario de Presidencia de la República. 


Queremos hacer algunas puntualizaciones sobre el tema que se está discutiendo. Lo primero es que, como 
todo debate político, está cargado de argumentación. El condimento no solamente se pone en la olla, sino en 
el debate, y hay algo que hemos venido escuchando en estos días y es la preocupación de la oposición sobre 
la creación de cargos "Q", de confianza política, en la estructura del Gobierno. Entiendo legítima esa 
preocupación; ahora bien: eso no es nuevo. Y lo que justamente no ha comprendido la oposición -lo digo 
modestamente y con todo respeto- es que la creación de estos cargos se hace con una razón que está 
explicitada, está escrita -no es que se diga una cosa y se haga otra-, que es transparentar la acción del 
Gobierno, así como la designación de los cargos. 


No es nuevo en este país que los cargos políticos ingresaran, inclusive, por el escalafón de portero, y ahora se 
asombran porque decimos que vamos a tener determinada estructura que son cargos "Q". Pero antes los 
cargos de portero, de sereno, de administrativo 1 o de inspector de garrapatas eran cargos políticos, porque los 
designaban a dedo. Entonces, no hablemos con preocupación de lo que hoy se quiere establecer, porque 
aparte está escrito en un documento que ha circulado, no solamente por la estructura del Consejo de 
Ministros, sino que se ha puesto en consideración también de las organizaciones sociales, fundamentalmente 
de la gremial COFE. Me refiero al borrador de la reestructura del Estado, donde justamente se fundamenta la 
transparencia que se quiere generar en la estructura del Estado. Sin lugar a dudas, el Gobierno tiene la 
potestad, con los votos que le da el Parlamento, mediante las normas, de crear estos cargos y se sabe 
exactamente cuáles son. Pero esto ocurre a nivel de todo el Gobierno y no solamente del Gobierno Central. 


Sin lugar a dudas, creo que la oposición, que se compone de los partidos más tradicionales que tiene este 
país, porque fueron los que se crearon primero en nuestra historia cívica, ha venido aplicando esto, y lo aplica 
hoy, en los Gobiernos Departamentales y ahora también en el tercer nivel, que es el nuevo. Efectivamente, 
también allí se aplica el mismo criterio: designación política. Entonces, creamos un nuevo estatuto de 
Gobierno -lo hace fundamentalmente la iniciativa liderada sin lugar a dudas por el ex Presidente Tabaré 
Vázquez- y ya lo están llenando con cargos designados a dedo. Sin embargo, no he escuchado a ningún 
legislador que integre esas colectividades que gobiernan la mayoría de esos Municipios, decir que están 
ocurriendo estas cosas, sin norma, con la única norma genérica de que el Gobierno Departamental pueda 
nombrar a sus funcionarios. Por un lado entiendo esa preocupación, pero sostengo y reafirmo lo que está 
escrito -no porque no tenga confianza en la delegación de Presidencia- porque lleva el acuerdo del Consejo 
de Ministros, que va en la línea de transparentar la acción del Gobierno. 


Asimismo, suscribo lo que comenzó a desarrollar el anterior Gobierno frenteamplista y que se profundiza en 
esta gestión, en el sentido de que la acción de Gobierno no es compartida. Creo que la acción de Gobierno 
tiene que ser integral; tiene que ser inclusiva no solamente de los organismos, sino de las políticas y de la 
sociedad. Eso lo comenzamos a hacer en la pasada gestión. 


Y algunas de las cosas que se comenzaron a hacer en la pasada gestión también las largó al ruedo quien hoy 
es el Presidente de la Nación; algunas de esas cosas novedosas las inventó y llevó a la práctica el actual 
Presidente cuando fue Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca. Me refiero a las Mesas de Desarrollo 
Rural y a los Consejos Departamentales para coordinar políticas públicas en el territorio vinculadas a un 
sector productivo, al Gobierno local, pero no solamente para la producción, porque en el Consejo 
Departamental dos integrantes en cinco representaban a la Intendencia Municipal. 


La coordinación, los ensayos de políticas públicas integrando organismos o proyectos, no es algo nuevo; es 
algo que veníamos realizando. Sin lugar a dudas se trata de potencializarlo, de ampliarlo, de mejorarlo. 
Articular las políticas públicas no es fácil y más en un país cuyo Estado fue creciendo anacrónicamente, no 
sobre la base de una línea estratégica de generar políticas integradoras. Articular es sumamente necesario. 
Acá hemos escuchado la mayoría de los ejemplos contrarios a la coordinación. Yo creo que podemos dar 
también otra serie de instrumentos que hemos venido gestando y que sin duda hay que perfeccionar. Me 
refiero a los Consejos Sociales, las Mesas de Desarrollo Rural y la coordinación de los Servicios de Salud. 
Esto no se hace con un carácter partidario porque entre las autoridades de la salud que están en el interior del 
país, hay profesionales que no pertenecen al partido de Gobierno y eso yo no lo he escuchado decir. Los 


cargos políticos en este país no todos pertenecen al partido de Gobierno y tampoco están en las más altas 
esferas, porque por algo hay Directores de entes y de Consejos Descentralizados que tampoco pertenecen al 
partido de Gobierno. 


Entonces, centralizar el poder en el Gobierno a través de nuestro Partido no es la idea, no debe serlo, porque 
ahí sí que le erramos con nuestro programa, con la propuesta que le hicimos a la ciudadanía que es la de 
generar un país inclusivo en el que la justicia social abarque al conjunto de la población. Creo que acá es 
donde queremos dejar un matiz con la propuesta que realiza el Poder Ejecutivo en cuanto a la coordinación y 
la articulación. En nuestro país cometemos un error histórico y es el de confiar en lo individual y no en los 
colectivos, en los equipos. Queremos mejorar la articulación de la política a través de un solo actor y no 
potencializamos los colectivos, los equipos que, inclusive, el programa de nuestra fuerza política comenzó a 
instrumentar en el pasado Gobierno, y lo vamos desarrollando en este. 


Voy a remitirme a otro ejemplo que en el día de ayer se mencionaba cuando se discutía el Presupuesto del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. En el Presupuesto hay una propuesta programática que es 
transversal y recoge la integración de muchos Incisos para trabajar sobre un programa específico. En el día de 
ayer leíamos uno en el que integrábamos el Ministerio de Defensa Nacional, de Educación y Cultura y de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. Esas son las cosas novedosas. 


Lógicamente, eso que está escrito en el papel hay que aterrizarlo en el terreno y no es fácil. Pero aquí está mi 
matiz. Yo creo que la llevada a terreno no puede visualizarse a través de un actor preponderante como el que 
centra la propuesta del Poder Ejecutivo. Yo creo que debe de seguir apostándose a la integración de la 
institucionalidad. 


Si hay algo en lo que hemos avanzado en este tiempo es en la mejora -eso fundamentalmente desarrollado a 
partir de las políticas públicas que implementamos- en el funcionamiento de la red social que tiene nuestra 
sociedad, en todos lados, hasta en el interior más profundo. Esa red social hay que potenciarla a través de la 
red institucional que tenemos y debemos seguir apostando al esfuerzo de la institucionalidad, actuando 
coordinadamente pero con el peso en las instituciones y no con la relevancia del actor individual. El centro de 
la cosa, para lograr realmente desarrollo, mejora y justicia social es seguir construyendo el poder local y este 
se construye acreditando a los actores y a los equipos. Esta tarea, que no es fácil y para la que no hay una 
receta, creo que tendrá mucho más posibilidades de éxito y de sustentabilidad si apostamos a los colectivos y 
a los equipos y no a las soluciones individuales. 


En cuanto a algunas visualizaciones que han aparecido como para zanjar un camino del medio, de que en vez 
de 18 puedan ser menos, creo que el tema no es de números, no es de cantidad. Ahí lo vinculo justamente con 
algo conceptual, con la acreditación, con la coordinación, con tener políticas que la gente sienta y ejecute 
como propias. Eso requiere de acreditación, de ganar confianza y de ser reconocido en el medio. Eso tiene 
que ser el actor local. El actor regional no es actor local; es regional. 


Acá no arreglamos esto disminuyendo de 18 a 5; no arreglamos en cuentas de boliche: 18 menos 15 son 3. 
No, esto para mí es conceptual. Y este Gobierno debe seguir apuntando al progreso, al desarrollo, a que la 
gente se sienta partícipe y lo defienda y sea la gente que defienda luego este Presupuesto que va a generar la 
inclusión de esos programas transversales. Pero para eso la gente tiene que sentirse partícipe y la mejor forma 
de hacerlo es seguir creando colectivos, equipos de trabajo. Yo creo que las figuras individuales atentan 
contra la consolidación de los equipos. Esto lo digo más que nada porque creo que nobleza obliga a ser 
sincero: es un matiz que tenemos con la propuesta del Poder Ejecutivo. Pero un matiz que queríamos 
explicitar porque de repente puede ser recogido en la reglamentación de la acción de estos actores si es que, 
en definitiva, se entiende que hay que crearlo. Hay algo que ha mostrado siempre la sabiduría de nuestro 
Presidente y es el de ser muy sensible a los problemas que recoge transitando por nuestro territorio. Y tal vez 
esa experiencia le ha hecho pensar -como relataba el doctor Breccia- en generar estas figuras para mejorar, 
porque estamos convencidos de que hay que mejorar la forma en que llegan las políticas públicas a la 
sociedad. 


Quizás la sabiduría de nuestro Presidente le permita entender que este camino ha generado muchas 
controversias y que tal vez no sea el mejor. Pienso que su capacidad y amplitud le permitirán encontrar otro 
camino, el que se puede alcanzar a través de las políticas transversales que se instrumenten y que están 
planteadas en el proyecto de ley de Presupuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero decir a los señores legisladores que si por momentos ven que la Mesa 
atiende otras cosas, además de lo que se está hablando, se debe a que tiene que solucionar una serie de 
temas. 


Dicho sea de paso, se acaba de acordar con los señores legisladores y con la delegación de la Presidencia de 
la República que debido a que la hora 13 y 30 debemos concurrir a la Asamblea General, haremos un 
intermedio hasta la hora 15. Cuando reanudemos la sesión continuaremos analizando el Inciso 02, 
Presidencia de la República y lo relativo a URSEA y URSEC. Eso significa que deberemos fijar una nueva 
fecha para recibir al señor Ministro de Salud Pública y los Directores de ASSE. 


SEÑOR ASTI.- Quiero informar que estaba fijada una reunión de la Comisión de Hacienda integrada 
con la de Salud Pública y Asistencia Social con el Ministro de Salud Pública, al finalizar la Comisión de 
Presupuestos integrada con la de Hacienda. Por lo tanto, esa sesión se mantiene hasta que podamos 
comunicarnos con el señor Ministro de Salud Pública. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicito al señor Diputado Asti que haga un esfuerzo para que esa sesión no 
se lleve a cabo. 


SEÑOR BRECCIA.- Las consideraciones de los señores Diputados han sido numerosas, yo he ido 
tomando nota de cada una de ellas y voy a intentar comentarlas y evaluarlas. Trataré de ser lo más 
claro y abarcativo posible 


En primer lugar, quiero hacer una precisión, con total sinceridad y sin ánimo de ofender. Un señor Diputado 
preopinante leyó textualmente algo que dije en una audición radial con referencia al tema que estamos 
considerando. Su lectura comienza diciendo: "Desde mi punto de vista, somos un país excesivamente 
descentralizado, tenemos 19 Gobiernos Departamentales". Esa expresión venía precedida por un acápite, que 
creo enmarca la opinión, y considero que la omisión de su lectura le quita ubicación y claridad. Ese acápite 
dice exactamente: "Le voy a dar una opinión absoluta y estrictamente personal, que sé que de pronto puede 
levantar polémicas". Se trata de una opinión absolutamente personal, que se puede plantear en el plano de la 
discusión individual, pero aquí estamos llevando a cabo una discusión política; yo vengo en representación 
del Inciso y del órgano Presidencia de la República, como tal. 


También se dijo que en el Presupuesto muchos Ministerios tienen la idea de fortalecer sus estructuras en los 
departamentos mediante cargos de particular confianza. Asimismo, se hace una precisión que no refiere 
específicamente al asunto que estamos tratando, y se dice que se derrumba el aparato del Gobierno Vázquez 
con la supresión de los cargos de alta prioridad. Quiero aclarar que los cargos de alta prioridad fueron creados 
en el año 1992, y en ese año el doctor Vázquez no era Presidente de la República, sino Intendente Municipal 
de Montevideo. También se dijo que la expresión "comisario político" no debería ofender. Por supuesto que 
no, pero seamos sinceros y francos si estamos haciendo una discusión por lo alto. Cuando se nos interrumpe 
y se dice: "eso es el comisario político", es como si nos dijeran que el Presidente desde allí controla 
políticamente, y ustedes saben -yo lo afirmo enfáticamente- que esa no es la intención del señor Presidente. 


También se habla de interferir una figura política, pero el segundo inciso del artículo 87 del Presupuesto es 
claro, porque dice: "El Coordinador Departamental tendrá como cometido coordinar y articular las políticas 
públicas nacionales en el territorio del departamento, con el objetivo de mejorar la eficiencia y eficacia de las 
mismas". Yo lamento ser reiterativo, pero esto no es como lo plantean los señores Diputados de la oposición. 


Un señor Diputado preopinante dijo que en el interior hay un CODICEN, un Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas chiquito, un MIDES y un MEC chiquitos, y es verdad, porque en cada departamento hay una 
estructura de cada uno de esos Ministerios y organismos que tratan de llevar a cabo las políticas nacionales. 
Pero sucede -lo aclaré desde el principio, cuando hice la exposición inicial sobre este artículo- que muchas 
veces esos representantes territoriales de cada uno de los Ministerios no hacen una coordinación. Y eso no 
pasa por falta de voluntad, sino porque no tienen una figura como la del Coordinador Departamental que les 
permita articular las políticas públicas nacionales en el territorio. No hay demasiado misterio en este tema 


Dije anteriormente que somos un país gobernado en muchas áreas por los miedos. Yo reconozco que el temor 
a que esta figura se transforme en lo que los señores Diputados han expresado puede existir, pero estoy 


planteando que vamos en la dirección de mejorar las políticas públicas en los departamentos, en beneficio de 
la gente y del país. Obviamente, esta es la lectura que hacemos nosotros y aceptamos que del otro lado se 
pueda hacer una lectura subjetiva distinta. 


Me interesa recalcar que en una de las intervenciones a que estoy haciendo referencia se dijo que se incorpora 
una justificación jurídica. Resalto nuevamente que para mí, hombre de derecho, es particularmente 
importante que todos los señores legisladores, pero fundamentalmente los de la oposición -una de cuyas 
funciones fundamentales es la de controlar al Gobierno- entiendan que esto efectivamente es una justificación 
jurídica, por tanto, válida. Entonces, para mí, hombre de derecho, este tema es particularmente importante. 


En la época en que me desempeñaba como Senador el Reglamento establecía que no se podía hacer alusiones 
personales, y no es que las quiera hacer en este momento, pero para clarificar mi exposición me gustaría 
referirme a las palabras vertidas por cada uno de los señores legisladores. Entonces, quisiera decir que el 
señor Diputado Iván Posada planteó objeciones de carácter jurídico. Dijo que el Poder Ejecutivo se integra 
con el Ministro o Ministros, que estos cargos vendrían a establecer una especie de coordinación entre 
distintas oficinas, y que para eso está la UNASEV. Eso es verdad, pero quiero aclarar que el numeral 26) del 
artículo 168 de la Constitución de la República establece: "El Presidente de la República designará 
libremente un Secretario y un Prosecretario, quienes actuarán como tales en el Consejo de Ministros". Y 
posteriormente, a través de una serie de decretos -que no tengo a mano porque no creí que se fuera a discutir 
la Comisión de Órganos de la Presidencia de la República- se ha ido delegando en el Secretario y en el 
Prosecretario de la Presidencia una cantidad de funciones que conforman el órgano Presidencia de la 
República, que existe como tal y que, entre otras cosas, está mencionado en la Constitución. Por ejemplo, en 
el artículo 230 de la Constitución se establece que habrá una Oficina de Planeamiento y Presupuesto que 
dependerá directamente de la Presidencia de la República; no habla del Presidente de la República sino de la 
Presidencia de la República. Quiere decir que, claramente, aquí está establecido como órgano la Presidencia 
de la República. 


La coordinación, a través de estos Coordinadores Departamentales, es de Presidencia, porque como decía 
hace unos segundos y lo reitero, la Presidencia es un órgano de creación constitucional, cuyas competencias 
le han sido adjudicadas a través de sucesivos decretos y de delegación de funciones por parte del Consejo de 
Ministros. 


Decía el señor Diputado Sander: "Creemos que es más burocracia, más centralismo. Cometidos demasiado 
generales". Además, dijo que ignoraba qué es lo que se va a reglamentar. Lo que se va a reglamentar es, 
precisamente, el funcionamiento de estos Coordinadores Departamentales. Por tanto, cuando se estudie la 
reglamentación y se dicte -como dije en una primera intervención-, se podrá apreciar si, de alguna manera, la 
misma vulnera disposiciones legales y/o constitucionales. 


También se dijo que llama la atención que sean dieciocho y no diecinueve los coordinadores, excluyéndose 
Montevideo. Quiero aclarar que el artículo tal cual está redactado no excluye a ningún departamento; dice 
que se crean hasta dieciocho cargos de Coordinador Departamental. Entonces, que ello pueda significar que 
queda excluido Montevideo, puede ser, o tal vez no. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- Intentando abordar el debate puntualmente, y yendo a lo que 
decía el doctor Breccia sobre una intervención del señor Diputado Sander, creo que la pregunta que 
cabe y que deberíamos reflexionar juntos es la siguiente: ya que es tan importante la creación de la 
figura del Coordinador, ¿no deberían estar definidos claramente sus roles y sus alcances, en el 
momento de la creación de la ley, y no esperar una reglamentación para ver cuáles van a ser sus 
competencias y si son violatorias o no? 


SEÑOR BRECCIA.- Creo que la inquietud que plantea el señor Diputado es absolutamente pertinente 
y también es materia opinable. Podríamos haberlo establecido en la ley. Pero yo creo que acá lo que se 
está dejando abierta, precisamente, es la posibilidad de una coordinación con los distintos integrantes 
del espectro político acerca de cuál va a ser realmente el alcance concreto y específico de la figura del 
Coordinador Departamental. Creo que la intención de dejar abierta la figura, es política -y no me 
parece incorrecto que sea así- porque, por supuesto, en la ley o en el decreto, se podría establecer. Es 
más, si ello se determinara por decreto, quizás tendría un doble control: control de legalidad y control 
de constitucionalidad. Entonces, me parece que es una opción política válida y, también, que es válida 


la inquietud que plantea el señor Diputado. Es una opción; se pudo haber establecido en el proyecto de 
ley de Presupuesto cuáles serían las competencias de los coordinadores o pudo dejarse así como una 
figura abierta, con una definición marco. Nosotros entendimos que esta definición marco era funcional 
al proyecto. 


SEÑOR CÁNEPA.- Lamento haber salido de Sala por unos minutos. Ahora quiero aprovechar para 
hacer algunos comentarios con respecto a ciertas intervenciones y afirmaciones que se hicieron. 


Pensamos que en nuestra intervención habíamos dado respuestas -quizás no fueron necesariamente 
satisfactorias- al tema en cuestión, pero como nuevamente fue mencionado por algún señor Diputado -tal vez 
no estaba en Sala cuando nosotros lo consideramos-, queremos hacer una aclaración. 


En primer lugar, quiero reafirmar lo dicho por el señor Secretario: en una ley deben estar los cometidos del 
cargo o del órgano que se crea. Y en este caso, figuran los cometidos, que son muy claros: coordinar y 
articular las políticas públicas nacionales. Insisto: desde el punto de vista jurídico no hay ninguna duda - 
podríamos entrar en un debate político en ese sentido- de que esto no colide en nada con el alcance que tiene 
la materia departamental. 


En segundo término -así lo dijo muy bien el señor Diputado Pérez González-, se debe aclarar que en el 
período pasado se creó una Comisión Especial de Asuntos Municipales y Descentralización que tuvo como 
principal tarea discutir la reforma integral de la ley que regula los aspectos departamentales. Y hay ríos de 
tinta escritos sobre distintas versiones de cuál es el alcance, la significación de la materia departamental en 
cuanto al tema constitucional. Por lo menos se podrá aceptar que es una materia harto discutible a nivel 
jurídico, porque hay mucha discusión acerca de dónde queda exactamente la materia departamental con 
respecto a la materia nacional desde el punto de vista constitucional. Por supuesto que se pueden tener 
posiciones distintas al respecto, y las aceptamos, pero me parece que no se puede hablar en términos 
absolutos sobre este tema cuando es sabido que se trata de un asunto abierto en la discusión doctrinaria y 
jurídica a nivel nacional desde el punto de vista constitucional. 


Quiero transmitir dos cosas. Voy a decir una palabra que no me gustaría que se tomara ni que se valorara 
negativamente. Cuando hablo de confusión no significa que no crea que pueda tener razón quien hace el 
planteamiento. Se hizo alusión a la financiación de las Alcaldías y hubo una queja con respecto al monto que 
el Poder Ejecutivo les asigna en este Presupuesto, que no es materia de este Inciso. La ley de 
descentralización que crea las Alcaldías -quiero dejarlo muy claro en la versión taquigráfica porque hubo 
alguna expresión que me preocupó- establece que la responsabilidad es de los Gobiernos departamentales; 
que nadie se quite el sayo. Ningún Gobierno departamental se puede quitar el sayo porque la ley establece 
que son los Gobiernos departamentales los que deben financiar esas Alcaldías, y no el Gobierno nacional. El 
Gobierno nacional tiene una sola responsabilidad: crear un fondo de incentivo a la gestión, pero no es su 
responsabilidad la financiación. La creación de ese fondo se acordó con el Congreso de Intendentes. Además, 
todo el Congreso de Intendentes acordó con el Gobierno nacional el monto del fondo de incentivos, 
determinado en el artículo 19. Los diecinueve Intendentes acordaron ese fondo de incentivo regional, 
acordaron las partidas del artículo 214, así como acordaron las partidas de los fondos para el desarrollo del 
interior previstas en el artículo 298, al igual que acordamos toda la materia presupuestal con el Congreso de 
Intendentes. ¡Vaya si tiene importancia el Congreso de Intendentes y no se lo menoscaba en nada en este 
artículo 87! El Gobierno nacional, siguiendo lo que establece la propia Constitución -y por razones políticas, 
mucho más que jurídicas-, ha tenido un diálogo fecundo y muy profundo con el Congreso de Intendentes, con 
el que llegó a un acuerdo total y absoluto en materia presupuestal, tal como lo ha manifestado el señor 
Ministro de Economía y Finanzas cuando hizo la presentación en esta Comisión de Presupuestos integrada 
con la de Hacienda, teniendo en cuenta lo que establecen los artículos 214 y 298 de la Constitución de la 
República. Sé que este no es un tema de debate del día de hoy, pero considero importante dejar esta 
constancia sobre la posición del Gobierno nacional y sobre el acuerdo alcanzado con el Congreso de 
Intendentes. 


Por otra parte, quisiera transmitir nuevamente lo que significa el rol, que no se menoscaba sino que se 
potencia, en cuanto al tema territorial de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, que depende de la 
Presidencia de la República y no del Presidente. Al respecto, la Constitución establece cuáles son las 
atribuciones del Presidente; otro tema distinto es la Presidencia. La propia Constitución define y separa la 
función del Presidente, que integra la Presidencia de la República, pero esta no es solo el Presidente. 


Voy a utilizar una palabra que no es técnica por lo que pido disculpas a los amigos y colegas abogados. 
Cuando se "cuelga" algún órgano de la Presidencia -no hay muchos, y no vienen de este Gobierno ni del 
anterior sino de varios Gobiernos anteriores- es por una sencilla razón: la Presidencia de la República no 
integra el Poder Ejecutivo, pero el Presidente integra la Presidencia y el Poder Ejecutivo. Este último se 
manifiesta a través del Presidente actuando con uno o varios Ministros o en Consejo de Ministros, pero la 
Presidencia de la República -lo decía muy bien el señor Diputado Abdala- está excluida del artículo 118, y no 
tiene la responsabilidad parlamentaria que le compete al Poder Ejecutivo, aunque sí tiene el control 
parlamentario. Quien representa ante el Parlamento nacional la responsabilidad de Gobierno, es el Poder 
Ejecutivo a través de sus Ministros, pero no así el Presidente que integra el Poder Ejecutivo pero no tiene 
responsabilidad parlamentaria. Digo esto porque, inclusive, si se accionara el mecanismo del artículo 148, 
que establece la censura parlamentaria, y si el Presidente mantuviese al Ministro, a los Ministros o al Consejo 
de Ministros censurados y hubiera que recurrir a una elección para resolver la situación, el único 
representante del Poder Ejecutivo que no tendría su cargo en juego sería el Presidente. 


(Interrupción del señor Representante José Carlos Cardoso) 


Eso es lo que establece la Constitución que se aprobó en 1967; no es un invento de este Gobierno ni del 
anterior. 


La conformación institucional establece lo que son las atribuciones del Presidente, y antes de que llegara 
algún Diputado preopinante dijimos que no solo no hay delegados presidenciales, sino que nunca desde el 
Gobierno, el Presidente, el Poder Ejecutivo o la Presidencia de la República se habló de delegados 
presidenciales porque no puede haber delegación de atribuciones del Presidente en el territorio, y no las hay. 
El Presidente solo delega en los Ministros; generalmente, al inicio de su gestión, cada Presidente dicta un 
decreto en virtud del cual delega atribuciones que, claramente, puede retomar por su sola voluntad. Pero esto 
no es lo mismo que la función de coordinación y de transversalización que la propia Constitución establece 
en distintas áreas. Puedo citar como ejemplo a la Junta Nacional de Drogas -cuyo Secretario General está 
presente-, que está presidida por la Presidencia de la República a través del Prosecretario, está integrada por 
muchos Ministerios y coordinada por la Presidencia de la República. Además, tiene presencia territorial a 
través de Juntas Departamentales de Droga, integradas por los Intendentes y la Presidencia de la República, 
que coordinan con los Ministerios, que están en la Junta Nacional de Drogas, y a nadie se le ocurre plantear 
que esto viole alguna autonomía o que vaya más allá de las funciones de la Presidencia porque ya está 
establecido así. 


También existe el Sistema Nacional de Emergencias, que depende de la Presidencia de la República, que no 
solo coordina a los diferentes Ministerios, sino que, como muchos de los Diputados que vienen del interior 
saben muy bien, cuando se producen desastres el Sistema Nacional de Emergencias coordina directamente 
con las Intendencias, no a través de la OPP. Una ley muy reciente, votada por unanimidad por el Parlamento 
en octubre del año pasado -no hubo problemas de parte del sistema político-, estableció que había que 
reglamentar el Sistema Nacional de Emergencias, pero sigue en la órbita de la Presidencia de la República y 
se da la potestad de coordinar con los Gobiernos Departamentales y con los Ministerios. Ya hay 
coordinaciones de la Presidencia de la República establecidas a nivel legal y no violan la Constitución; al 
contrario, es un pedido permanente de los señores Intendentes, sin importar su color político, que se coordine 
este tipo de temáticas. 


También existe la Agenda Metropolitana a nivel de la Presidencia de la República, y los tres Intendentes, el 
de Montevideo, Canelones y San José -el de San José, señor Falero, es del Partido Nacional-, participarán en 
el lanzamiento, porque hay un acuerdo absoluto en cuanto a ver como muy positiva la coordinación de las 
políticas metropolitanas que se coordinan desde la Presidencia de la República, sin interferir en la materia 
departamental ni menoscabar la autonomía municipal. 


Como bien dijo el señor Secretario, puedo llegar a comprender que no se comparta que esa sea la mejor 
solución, pero hay experiencia de una coordinación permanente de las políticas públicas en algunas áreas. Lo 
que necesitamos es coordinar mejor; por eso se crearon estos ámbitos especializados. No significa que no se 
haya hecho nada. No es así, y este es el camino que creo que debemos seguir recorriendo para fortalecer las 
políticas públicas. 


Quería poner estos ejemplos porque me parece que son importantes a efectos de advertir que lo que se 
plantea no es algo absolutamente nuevo, sino que se trata de reforzar la voluntad que transmitía el señor 


Secretario y planteaba el señor Presidente. 


Para finalizar me referiré a lo que plantea el señor Diputado Pardiñas, que es de absoluto recibo. La 
existencia de un coordinador no significa la no existencia de un trabajo colectivo; la idea es trabajar 
colectivamente sobre las políticas públicas que aplica el resto de los Ministerios en el territorio. Creo que el 
planteo es de recibo, y si no está plasmado suficientemente en la norma será materia de reglamentación, 
porque la norma alcanza a los cometidos y los objetivos. A título personal -no he consultado al señor 
Secretario-, repito que el planteo es de absoluto recibo y deberá ser considerado cuando se analice la 
reglamentación. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- El razonamiento que hace el Prosecretario es totalmente 
válido y legítimo, pero me lleva a recordar que este Gobierno alentó ante la opinión pública y ante 
nosotros, los partidos de la oposición, la creación del Ministro de Gobierno; tanto fue así que hasta se 
tenía un candidato, se puso el tema en debate y los partidos de la oposición se expresaron públicamente 
sobre la creación de un nuevo Ministro, de la Presidencia o del Gobierno, que sería una especie de 
agente de la Presidencia de la República. Se trataba de crear un nuevo Ministerio, pero después no 
sabemos qué pasó con esa idea, que desapareció. Ahora aparecieron los coordinadores 
departamentales. Por eso entendemos que en Presidencia se está trabajando no solo con la idea de 
coordinar, sino de emprender una acción política concreta. 


El Prosecretario maneja algunas definiciones, pero hace unos meses el Presidente de la República y los 
Senadores de Gobierno hablaban del Ministro de Gobierno y decían que ese sería el destino de Bonomi, que 
haría un interinato en el Ministerio del Interior y luego sería Ministro de Gobierno. Recordémoslo. Entonces 
se alentaba un nuevo formato político que devino en esto. Imaginen que desde la oposición tenemos que 
escudriñar en qué andan, hacia dónde van, cuál es la nueva estructura política a la que se hace referencia. 


SEÑOR BRECCIA.- Como demostración de que la Secretaría y la Prosecretaría trabajan en equipo 
haré un comentario en la misma dirección en que lo hizo el doctor Cánepa, con respecto a la 
intervención del Diputado Pardiñas, que entiendo fundada. El Diputado señala -casi textualmente- que 
las figuras individuales atentan contra los equipos. Se trata de un principio general que me parece que 
es de absoluto recibo, pero quisiéramos aclararle que la idea es que los coordinadores departamentales 
trabajen en equipo, inclusive, con aquellos coordinadores que ya existen a nivel departamental en los 
distintos Ministerios. 


Además, es harto probable que el Coordinador Departamental sea una figura con arraigo local. Por lo tanto, 
la figura cuya creación estamos proponiendo responde no solo a la coordinación de políticas públicas 
nacionales, sino también al aumento del poder local. 


Como última consideración -sabrán disculparme si no recogí alguna apreciación- diré que me congratulo de 
las palabras del Diputado Otegui, quien planteó que estamos viendo un Presupuesto en el que hay una 
impronta fuerte de reforma del Estado. Reitero que me congratulo de su manifestación porque leímos la 
versión taquigráfica de la comparecencia de la Oficina Nacional del Servicio Civil y de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto en la que se recogen expresiones relativas a que en este Presupuesto no aparece 
la tan mentada reforma del Estado, lo que hoy también se señaló. Quizás esto sirva como respaldo a lo que 
hemos venido afirmando en el sentido de que desde el Gobierno y desde la Presidencia de la República 
estamos dispuestos a llevar adelante una reforma sustancial del Estado. 


SEÑOR OTEGUI.- No entendí si el señor Secretario se refirió a poder local o a poder central cuando 
habló de los representantes; estaba aludiendo a las palabras del Diputado Pardiñas quien, obviamente, 
aclaró que seguramente se trataría de representantes locales, a efectos de que la participación local 
tuviera mayor presencia. Con respecto a lo que expresó el señor Secretario de la Presidencia, digo que 
en el Presupuesto aparece un alto componente de reforma del Estado, pero no tenemos el contenido 
porque, en definitiva, se expresa en recursos presupuestales, en creaciones de cargos y, de acuerdo con 
lo que yo entendí del informe de la Oficina Nacional del Servicio Civil, se está empezando a caminar en 
ese sentido, pero no hay una estructura claramente definida; por lo tanto, no sabemos hacia dónde va 
la reforma del Estado o cuál va a ser el procedimiento. Como dije anteriormente, a mí me llama la 
atención la creación de hasta dieciocho cargos porque va a generar, de acuerdo a lo que recién expresó 


el señor Secretario de la Presidencia, pequeños Consejos de Ministerios o mini Ministerios a nivel local, 
lo que no va en el sentido de lo que yo entiendo que debería ser la reforma del Estado, es decir, mejorar 
la gestión por resultado y dar respuestas más cercanas a la ciudadanía, sino que va en el sentido de 
generar otro ámbito de acuerdo, de conciliación y, teóricamente, de mejora de gestión. Pero, 
evidentemente, además de que el Coordinador Departamental se reúna con los distintos coordinadores 
de los Ministerios y servicios descentralizados, tendrá que coordinar con Presidencia de la República, y 
esta, en el Consejo de Ministros, trasmitirá a cada Ministerio la gestión y agilización de los trámites. 


SEÑOR ABDALA.- A mí me parece que no ha sido contestada cabalmente aún la duda de carácter 
constitucional y jurídico que planteó el señor Diputado Silvera y que se vincula con la que había 
planteado el señor Diputado Posada. Yo entendí que no fue negar la existencia del organismo 
Presidencia de la República que, por supuesto, existe y está prevista en la Constitución. Creo que la 
explicación que dio el señor Prosecretario intenta aproximarse a una respuesta, pero no alcanza. 


En materia de derecho público rige el principio de especialidad; los ejemplos que aquí se han mencionado 
vinculados con la Junta Nacional de Drogas o con el Sistema Nacional de Emergencias son buenos, pero son 
ejemplos de autorizaciones legales específicas con relación a temas concretos. La duda que planteó el señor 
Diputado Posada, que me parece que es absolutamente pertinente, y reiteró el señor Diputado Silvera, es que 
en este caso estamos hablando de dieciocho cargos de confianza que se crean en la órbita de la Presidencia de 
la República para atender o coordinar, nuclear, competencias genéricas de todos los Ministerios que integran 
el Poder Ejecutivo. Yo no sé cómo se compadece esto con lo que la Constitución establece en cuanto a que el 
accionar del Poder Ejecutivo es, como se ha dicho, el Presidente de la República actuando con el Ministro 
respectivo o con el Consejo de Ministros. Es la resolución genérica de este asunto lo que a nosotros nos 
preocupa y nos parece que puede ir bastante más allá del marco constitucional en cuanto a la forma de 
funcionamiento del Poder Ejecutivo. 


El señor Prosecretario decía que la Presidencia de la República no integra como tal el Poder Ejecutivo, pero, 
por esa vía, ¿no estaremos habilitando a que invada las competencias de los distintos Ministerios de una 
manera que no está reglada y que no ha sido autorizada específicamente por el legislador? Creo que esa duda 
ha quedado sin contestar y agrego una consulta adicional, ¿cuál va a ser la forma de actuación administrativa 
de los coordinadores departamentales? ¿Van a actuar simplemente alentando, impulsando o llamando por 
teléfono a los Ministros para que hagan lo que se supone que no están haciendo y deben hacer? ¿O va a dictar 
actos administrativos? ¿Cuál será la naturaleza jurídica de la forma de actuar o de los actos jurídicos que 
eventualmente emanen del cargo del Coordinador Departamental? Creo que todo esto forma parte de la 
vaguedad o de la amplitud excesiva de esta solución que, obviamente nos genera dudas y que tiene que ver 
con lo que aquí se señalaba en cuanto a lo que sin duda es -sigo sosteniéndolo- un cheque en blanco al Poder 
Ejecutivo, a este o a los que vengan, en lo que tiene que ver con la reglamentación de esta figura. Vuelvo 
sobre el concepto del antojo en cuanto a que el Poder Ejecutivo actual o alguno que venga en el futuro podrá 
actuar antojadizamente, aunque al doctor Breccia no le guste la expresión. Acabo de consultar el diccionario 
de la Real Academia Española y "antojadizo" significa el deseo vivo y pasajero de alguna cosa, 
especialmente el sugerido por el capricho. Entonces, cualquier Poder Ejecutivo podrá actuar en nombre de 
estos impulsos o estímulos y no necesariamente estaría violando la legalidad. Además, me parece que la 
respuesta de que en todo caso hay recursos ulteriores de carácter administrativo contra decretos violatorios de 
la legalidad de parte del Poder Ejecutivo, no puede resultarnos satisfactoria a nosotros que estamos en la 
etapa en la que nos tienen que convencer de que legislemos en ese sentido. A mí no me alcanza la explicación 
resignada de que: "No se preocupe, vote, porque después, si el Poder Ejecutivo dicta una reglamentación 
violatoria de la ley, se podrán interponer los recursos”. No, yo quiero anticiparme a eso y, en todo caso, 
quiero evitar que eso suceda. Repito, no necesariamente eso sucederá, porque, además, si se trata de un Poder 
Ejecutivo lo suficientemente avieso -no me estoy refiriendo al actual; estoy hablando genéricamente- tendrá 
la habilidad como para concretar su capricho dándole el revestimiento de forma jurídica y de cumplimento de 
los mandatos constitucionales y legales. Todo eso es lo que estamos analizando y todo eso es lo que está en 
cuestión. 


Entonces, acá hay consideraciones políticas y jurídicas que se entremezclan, porque las jurídicas tienen que 
ver con el derecho político. Esto es derecho público y derecho político, me parece que ahí está la síntesis. En 
esa perspectiva, repito, la solución es exageradamente amplia. Reitero que es un cheque en blanco, y ¡cómo 
no nos va a preocupar a los que tenemos la condición de parlamentarios y, sobre todo, a los que 
representamos a la oposición y tenemos el deber de controlar política y jurídicamente al Poder Ejecutivo! 


SEÑOR BRECCIA.- Con toda sinceridad -creo que los integrantes de la Comisión lo compartirán-, 
creo que ambas partes hemos agotado los argumentos. 


Voy a reiterar lo que hemos venido diciendo a lo largo de estas dos horas de debate de este artículo. Nosotros 
estamos estableciendo en una ley que debe ser sancionada por el Parlamento -o sea que no es un cheque en 
blanco- el ámbito de actuación de los coordinadores departamentales. Los cometidos son claros: coordinar y 
articular las políticas públicas nacionales en el territorio del departamento. Creo que la redacción del artículo 
es absolutamente clara. Es más, es la redacción que creo que lleva el noventa por ciento de las leyes de 
creación de este tipo de cargos u organismos y que, obviamente, queda sujeta a la reglamentación que se 
realice a través del decreto correspondiente del Poder Ejecutivo. 


Entonces, lo único que estamos haciendo es agotarnos reiterando argumentaciones en el sentido de que, 
obviamente, el decreto reglamentario tiene que estar dentro de los límites que establece la ley. No somos 
quiénes para desvirtuar los temores de la oposición a partir de lo que entendemos que es un texto claro. 
Reconocemos el derecho de la oposición a manifestar sus dudas y temores, pero con toda sinceridad, creo 
que la discusión en este plano comienza a tornarse ociosa. Nosotros hemos expresado claramente -y ha 
quedado constancia en la versión taquigráfica- cuáles son las atribuciones y los límites de las atribuciones de 
los cargos que pretendemos crear. Los señores integrantes de la oposición han manifestado su discrepancia y 
sus reservas con respecto a la posibilidad de que se esté comenzando a transitar un camino que pueda resultar 
violatorio de autonomías establecidas constitucionalmente. Nosotros hemos reiterado los argumentos que nos 
llevan a pensar que eso no es así. Yo con toda franqueza pienso que los argumentos han quedado claramente 
planteados por ambas partes aunque, obviamente, esto queda sujeto a la voluntad y al interés de los señores 
legisladores. 


SEÑOR GANDINL.- Comparto lo que decía el señor Secretario de la Presidencia de la República. El debate 
ya ha sido dado en esta Comisión; obviamente, va a seguir en el plenario y también en el Senado. El debate 
ha sido largo, duro por momentos, respetuoso y bastante esclarecedor. Por lo tanto, creo que hemos agotado 
este asunto. 


Me quedan tres preguntas muy concretas para formular; me alcanza con que me las respondan con un sí o 
con un no para que, luego de las expresiones manifestadas, quede claramente establecido en la versión 
taquigráfica. 


En primer lugar, ¿el Coordinador Departamental puede hacer política durante el ejercicio de su función? 
Cuando digo "política", me refiero a las consideraciones que hace el numeral 4”) del artículo 77 de la 
Constitución de la República, por ejemplo, con relación a los Directores de los Entes Autónomos. 


En segundo término, ¿el Coordinador Departamental puede ser candidato a un cargo electivo en la elección 
siguiente -cargo electivo nacional o departamental-, cumpliendo los requisitos que la Constitución de la 
República establece para serlo? 


Por último, ¿mantiene el Poder Ejecutivo la redacción tal cual está dada o, luego de estas consideraciones, 
piensa introducir alguna modificación al texto remitido originalmente? 


SEÑOR BRECCIA.- Voy a tratar de ser sintético en la respuesta. 


La respuesta a la primera pregunta, en principio, es sí; a la segunda, en principio, es sí; a la tercera, en 
principio, no. 


(Hilaridad) 


———El señor Prosecretario plantea la posibilidad de que haga un desarrollo de las respuestas. Hago un 
homenaje a la inteligencia de los señores Diputados de la oposición en esta síntesis que realizo porque sé que 
sabrán comprender cada una de las respuestas que di. 


El artículo 88 establece modificaciones, sobre todo, cambiando la denominación de la Unidad Ejecutora 001, 
"Servicios de Apoyo de la Presidencia de la República", del Inciso 02, pasando a llamarse "Presidencia de la 
República y Unidades Dependientes". Creemos que ello expresa mejor la naturaleza de lo que aún es la 


Unidad Ejecutora 001, "Servicios de Apoyo de la Presidencia de la República". Consecuentemente, en el 
artículo 89 se establece que el cargo de Director General de Servicios de Apoyo pasará a denominarse 
"Director General de la Presidencia de la República". Entendemos que estos artículos no implican 
modificaciones de fondo a la estructura de esta Dirección. 


En el artículo 90, se plantea una partida anual de $ 21:000.000 -US$ 1:000.000-, con cargo a la Financiación 
Rentas Generales, a efectos de dotar de equipamiento informático y de soporte técnico-logístico a todas las 
unidades administrativas dependientes de la unidad ejecutora. Se está procurando concentrar los recursos de 
todo el Inciso específicamente en esta área de equipamiento informático y soporte técnico-logístico. A los 
efectos de avanzar en la explicación, me gustaría ceder la palabra al actual Director del Servicio de Apoyo de 
la Presidencia de la República, doctor Pastorín. 


SEÑOR PASTORÍN.- Lo que pretende el artículo en consideración es dotar de recursos a la 
Presidencia de la República a los efectos de dar soporte; los objetivos que estamos dando a la 
Presidencia es unificar el trabajo desde la base, desde las unidades ejecutoras del Inciso. Para ello 
estamos trabajando desde el inicio de nuestra gestión. Una parte fundamental a efectos de lograr el 
apoyo logístico y la estructura de funcionamiento del Inciso es tener un adecuado soporte informático. 
Para ello, solicitamos estos recursos en el Presupuesto. 


SEÑOR GANDINI.- No he podido revisar el planillado respecto a este artículo, que establece el monto 
de $ 21:000.000 para un objetivo y no lo imputa a Gastos de Funcionamiento ni a Inversiones. Se usa la 
expresión "soporte técnico-logístico", para un monto tan grande -según entiendo, se están adjudicando 
US$ 1:000.000 por año-, por lo que me surgen algunas preguntas. Concretamente, ¿es inversión 
puramente o es inversión y contrataciones, a través de Gastos de Funcionamiento? ¿Es inversión y 
Rubro 0, a través de contratación de personal directo? La expresión "soporte técnico-logístico" induce 
a pensar que además de equipamiento por el monto de US$ 1:000.000, hay personas detrás que serán 
contratadas. Como eso no está imputado a Gastos de Funcionamiento, como se hace habitualmente, o a 
Inversiones, queremos que se nos aclare. 


SEÑOR PASTORÍN.-- Está incluido en Inversiones, Proyecto 972 de informática y soporte logístico. En 
el planillado adjunto figura como Proyecto 972, con los detalles por los que se piden estos recursos que, 
como decíamos, implica dotar de soporte técnico e informático a todo el Inciso. Ello permitirá 
concentrar en la Torre Ejecutiva a todas las unidades ejecutoras del Inciso. Entendemos que, para ello, 
esto es necesario. Debemos tener en cuenta también que en la Presidencia de la República funcionan la 
Junta Nacional de Drogas, el Sistema Nacional de Emergencias y la Unidad Nacional de Seguridad 
Vial. Consideramos esto vital para el futuro. 


Como señalé, para aclarar las dudas, esto figura en el proyecto de inversión. 


SEÑOR BRECCIA.- El artículo 91 establece para la Unidad 001 del Inciso una partida anual de 
$ 31:000.000 a efectos de realizar contrataciones temporales del personal que se considere 
imprescindible hasta la aprobación de las reestructuras organizativas y de puestos del trabajo del 
Inciso. Es importante señalar que en este artículo están contempladas las reestructuras de todas 
aquellas unidades que dependen especificamente de Presidencia, pero a través de la Dirección de 
Servicios de Apoyo de la Presidencia de la República, a saber: Junta Nacional de Drogas, Sistema 
Nacional de Emergencias, Secretaría General Antilavados, UNASEV, Coordinador Nacional de 
Servicio de Inteligencia, Secretaría de Comunicación, Secretaría de Seguimiento y Plan "Juntos". En 
el caso de las contrataciones temporales, estamos hablando de contratos temporales de derecho público 
-creo que lo explicó en el día de ayer la señora Directora de la Oficina Nacional del Servicio Civil-, con 
duración de tres años y con la posibilidad de prórroga por dieciocho meses. 


SEÑOR GANDINI.- Esta partida incluye $ 31:000.000 para esta unidad ejecutora, porque después, en 
el resto del texto, aparecen otros $ 25:000.000 -si mal no recuerdo- para la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto y para la Oficina Nacional del Servicio Civil. O sea que Presidencia, como Inciso, tiene 
para su reestructura, una cifra superior a los $ 50:000.000. Pero, precisamente, iba a preguntar sobre 
lo que se acaba de mencionar, porque no queda claro en el texto. Los contratos temporales son uno de 
los nuevos contratos que trae este Presupuesto. Así se llaman. Decir "contrataciones temporales", con 


minúscula, implica una formulación genérica que puede incluir, por ejemplo, arrendamientos de 
servicios u otras modalidades, que aún siguen vigentes. Si lo que se quiere decir es que se debe 
contratar bajo la modalidad de contrato temporal, debería expresarse así, porque esta formulación 
induce a una interpretación más amplia que lo que el señor Secretario establece. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- En este artículo se menciona una partida de dinero genérica. Si 
tomamos como referencia una media de $ 25.000 por contrato y estaríamos hablando de casi cien 
contratos, sería de interés conocer cuáles serían los sueldos promedios de estos contratos, cuál sería la 
cantidad de contrataciones y cuáles serían sus perfiles, porque ello no está especificado y nos parece 
una suma de dinero de un monto considerable. Además, abre la puerta para contrataciones de todo 
tipo, es decir, para cargos de confianza, ya que no va a estar establecido el concurso ni está 
reglamentada la manera de aplicación de estas contrataciones. 


Por tanto, nos interesaría profundizar en cuanto al alcance específico. 


SEÑOR BRECCIA.- Las contrataciones a que se refiere incluyen también aguinaldos y cargas sociales. 
Si bien el cálculo que hizo el señor Diputado podría ser correcto en el caso de no tomarse en 
consideración estos rubros, tomándolos, la cantidad de contratos es bastante menor a la que él 
manifestaba. 


Estamos hablando de una cantidad de dependencias: Junta Nacional de Drogas, Sistema Nacional de 
Emergencias, Secretaría General Antilavados, UNASEV, Coordinadora Nacional de Servicios de 
Inteligencia, Secretaría de Comunicaciones y Secretaría de Seguimiento. Quiere decir que, desde nuestro 
punto de vista, lo que se planteó en este artículo es una suma absolutamente racional, sobre todo cuando se 
están planteando contrataciones temporales y teniendo en cuenta que en el párrafo segundo se aclara 
especialmente que el crédito utilizado en este artículo será volcado para la financiación de dichas 
reestructuras. Además, establece que una vez aprobadas, la Contaduría General de la Nación realizará las 
reasignaciones pertinentes 


En cuanto a que las contrataciones temporales podrían ser de cargos de confianza, le contesto que no, que van 
a ser cargos ingresados estrictamente por concurso como lo establece el artículo 55 del proyecto de ley de 
Presupuestos que los señores Diputados tienen a consideración. Dice así: "Las contrataciones se realizarán a 
través del Sistema de Reclutamiento y Selección de los recursos humanos de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil, suscribiéndose un contrato en el que se establecerán las condiciones de trabajo respectivas. El Poder 
Ejecutivo reglamentará la escala máxima de retribuciones a aplicar". 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- No se me ha evacuado la duda en cuanto a la cantidad de 
contrataciones. Nos parece que cada área que mencionó el señor Secretario de la Presidencia debería 
tener una idea acabada de cuáles son las necesidades que se tiene. En base a eso sería pertinente 
establecer claramente en la ley presupuestal cuál es la cantidad de contrataciones en cada dependencia 
del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR GANDINI.- Son exclusivamente contratos temporales y así debería decir. Acá dice 
"contrataciones temporales", y tiene otra amplitud. 


¿Me podría indicar dónde dice que el ingreso es por concurso? En el artículo 55 no se establece. 


SEÑOR BRECCIA.- Cuando el Diputado Germán Cardoso planteó que cada una de estas oficinas 
debería tener claramente establecido la cantidad de contrataciones, debo expresar que estamos 
hablando de organismos que van a estar sujetos a reestructura. Entonces, obviamente que en esta 
instancia lo que se pretende es establecer una partida global para habilitar las reestructuras sin 
atarnos específicamente a una cantidad de cargos determinados en cada artículo. 


Con respecto a la respuesta del ingreso por concurso, me gustaría cederle la palabra a la señora Directora de 
la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


SEÑORA TEJERA.- En principio no habría inconveniente que en lugar de "contrataciones 
temporales" se establezca "contratos temporales de derecho público”, porque en definitiva, es lo que se 
está planteando. 


Con respecto a los concursos, nosotros establecimos en el artículo 55 que estas contrataciones se realizarán a 
través del sistema de reclutamiento y selección de la Oficina. Quizás uno podría llegar a pensar que las 
personas pueden ingresar a través de ese sistema sin concurso. Es obvio que la ventanilla única se 
instrumenta a los efectos de que todos los ingresos a la Administración Pública se hagan a través del sistema 
mediante concurso. 


SEÑOR GANDINI.- Le pedí ayuda a la Oficina Nacional del Servicio Civil porque como es un 
Presupuesto de 830 artículos y se le han ido agregado otros, quiero ubicar dónde dice que el sistema de 
reclutamiento es por concurso, porque lo obvio para algunos puede no serlo para otros. 


SEÑORA TEJERA.- Quizás expresamente no lo dice, pero lo podemos dejar establecido en el 
artículo 131 que fija como cometido de la Oficina instrumentar un sistema de reclutamiento y de 
selección de personal. 


SEÑOR GANDINI.- Solicitamos a la Oficina Nacional del Servicio Civil que cuando nos remita las 
nuevas redacciones de varios artículos que ayer quedó en realizar, incorpore la modificación al 
artículo 131, a fin de que quede expresamente establecido que la única manera de ingreso a este 
sistema de reclutamiento es a través del concurso. 


SEÑORA TEJERA.- No hay inconveniente. Así, en cada artículo en que se establezca una partida para 
contrataciones a través del sistema nos remitiremos al artículo 131. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si hay acuerdo, podríamos tomar nota de la modificación del artículo 91. 
Podría decir así: "(...)a efectos de realizar contratos temporales de derecho público (-..)". 


SEÑOR BRECCIA.- Nosotros nos reservamos el derecho de formular esa rectificación una vez que se 
analicen en profundidad las observaciones formuladas por la oposición. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, esperamos vuestras propuestas. 


SEÑOR BRECCIA.- El artículo 92 establece una partida anual de $ 5:000.000 en la Dirección de 
Servicios de Apoyo de la Presidencia de la República, con destino al pago de una compensación 
mensual por tareas especiales de mayor responsabilidad y horario variable para el personal de dicha 
unidad ejecutora. 


Debe tenerse presente que el artículo 57 que se sustituye de la Ley_N* 18.362 de 6 de octubre de 2008, ya 
asignaba en la Unidad Ejecutora 001, "Servicios de Apoyo de la Presidencia de la República", la misma 
partida anual de $ 5:000.000, incluyendo aguinaldos y cargas sociales con financiación de Rentas Generales, 
pero limitaba esa partida a aquellos funcionarios que efectivamente prestaban funciones de comunicación 
institucional en la organización y desarrollo de eventos de carácter especial y extraordinarios, en los que 
participen el Presidente de la República o integrantes del Poder Ejecutivo. Esta última parte, que es la que se 
elimina, hace que esta partida variable abarque a todos los funcionarios de la Unidad Ejecutora sin límite a 
aquellos que efectivamente presten funciones de comunicación institucional. Se trata de la misma partida: el 
mismo monto de una partida que ya se votó por la Ley N* 18.362 de octubre de 2008. 


SEÑOR ABDALA.- Sin perjuicio de la explicación que acaba de dar el señor Secretario de la 
Presidencia, y atendiendo a que tampoco estamos hablando de una partida de mayor cuantía, 
quisiéramos saber a qué se refiere esta afirmación genérica: "por tareas especiales de mayor 
responsabilidad" y, al mismo tiempo, si hay una estimación de cuántas personas o funcionarios serían 
los destinatarios de esta compensación. 


SEÑOR BRECCIA.- Para contestar esas preguntas con la mayor precisión, quisiera ceder la palabra al 
doctor Pastorín. 


SEÑOR PASTORÍN.- Como decía el Secretario, esta partida que se establece en el artículo 57 de la 
Ley _N” 18.362, era exclusivamente para aquellos funcionarios de la Presidencia de la República que 
trabajaban en la Secretaría de Comunicaciones. Por lo tanto, es una compensación que ya está; no se 
genera nuevo gasto. Lo que propone este artículo es que la posibilidad de compensar se extienda a 
todos los funcionarios de la Unidad Ejecutora y no solo a los de la Secretaría de Comunicaciones como 
hasta el presente. 


Hoy son unos cien funcionarios los que están percibiendo esa compensación; con la redacción que se está 
planteando se quiere tratar de contemplar al conjunto de la Unidad Ejecutora y no exclusivamente a los 
funcionarios de la Secretaría de Comunicaciones como hasta el presente. 


SEÑOR ABDALA.- En ese caso, si no se incrementa el gasto, presumo que en la medida en que 
tenemos que repartir la misma partida, por el mismo monto y entre más personas, ello implicará que 
en todo caso, quienes hoy la perciban, en el futuro cobren menos. 


SEÑOR PASTORÍN.- Eso es facultad del jerarca: puede reasignarla o redistribuirla distinto a como se 
hace al día de hoy. Pero en ningún momento esto va a implicar apartarse del monto que está 
preestablecido. 


SEÑOR BRECCIA.- El artículo 93 establece que a partir del 2011 se incrementan las asignaciones 
presupuestales del Inciso 02 "Presidencia de la República", Programa 481 "Política de Gobierno", 
Unidad Ejecutora 001 "Servicio de Apoyo de la Presidencia de la República", en la Financiación a 
Rentas Generales en $ 51:235.700, "en los objetos del gasto que figuran en el siguiente detalle"; y allí 
aparece una serie de gastos que están explicitados en el artículo que derivan, fundamentalmente, del 
proceso de unificación del Inciso al que hicimos referencia al introducir la exposición sobre ese 
particular. 


Obviamente, quedamos a disposición de los señores Diputados que deseen plantear algún tipo de 
interrogante. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- En este artículo está proyectado un incremento de gasto. No se 
advierten las razones como para incrementar el agua, la electricidad y el teléfono; pero solamente en 
estos tres rubros, estamos hablando de más de US$ 500.000 de aumento. Nos gustaría saber un poco 
más sobre los destinos: estamos hablando de más de US$ 2:000.000 de incremento de gasto en una sola 
Unidad Ejecutora de la Presidencia de la República. 


SEÑOR GANDINI.- En el mismo sentido, me gustaría saber cuánto se destina ahora. Este es un 
incremento; es decir que ya hay una partida asignada a estos mismos rubros. Me gustaría conocer a 
cuánto asciende la partida que estamos incrementando, para saber en qué porcentaje lo estamos 
haciendo, y qué se dispone bajo el rubro "299 - Otros servicios no personales”, que implica un monto 
importante. 


SEÑOR BRECCIA.- A los efectos de especificar los montos en la respuesta, solicitaría autorización 
para ceder la palabra al contador Serra. 


SEÑOR SERRA.- El incremento se debe fundamentalmente a que se va a habilitar la parte sur del 
edificio, con los consiguientes gastos que eso conlleva. Como ya dijeron los compañeros que me 
precedieron en el uso de la palabra, se unifica todo el Inciso 02 y por eso se incrementa el gasto. 


En lo que tiene que ver con la luz, se está haciendo una proyección de acuerdo con lo que hoy se viene 
consumiendo en la parte norte de la Torre Ejecutiva. Los importes que se manejaban hasta ahora eran de unos 
$ 36:000.000. Esto es sincerar un poco la situación, porque hasta ahora lo que se venía haciendo era trabajar 
con refuerzo de rubros, dado que nos mudamos en setiembre del año pasado. En esos $ 29:000.000 de "Otros 


servicios no personales" tenemos gastos en limpieza -que en el caso de Presidencia es un servicio 
tercerizado- y el mantenimiento de la Torre -que supone el mantenimiento de ciertos servicios inteligentes-; 
básicamente esto es lo que ha incrementado ese costo. 


SEÑOR GANDINI.- Todos estos gastos se incrementan a partir de la concentración de los servicios en 
este edificio, es decir, desde la mudanza de varias Unidades Ejecutoras. Ahora bien: estas Unidades 
Ejecutoras se trasladan con sus créditos; van a dejar de pagar luz, agua y teléfono donde lo pagaban. 
Esos créditos, ¿se traspasan o los mantienen las oficinas aun cuando no van a tener que pagar esos 
rubros? Porque se supone que están aquí: si no estarían dos veces. 


SEÑOR SERRA.- Por eso, en realidad se están incrementando en la Unidad Ejecutora 001, pero en las 
otras, estos créditos que figuraban en la línea base de esas Unidades Ejecutoras no van a aparecer. 


Voy a hacer otra aclaración, no con respecto a los suministros que aparecen desde el Objeto de Gasto 141 en 
adelante, sino a los otros. A veces puede parecer un incremento de $ 51:000.000 pero, en realidad, durante los 
cinco años estas partidas presupuestales no tienen incrementos. O sea que para poder mantener el nivel de 
gasto, se está absorbiendo la pérdida por inflación que hubo. Si tomamos un promedio de un 7% de inflación, 
ahí estamos hablando de un 40%, y el incremento real sería nada más que unos $ 16:000.000. No en el caso 
de los suministros, porque ahí sí se producen los incrementos por tarifa. 


SEÑOR BRECCIA.- El artículo 94 establece un incremento en el Inciso 02, Programa 481 "Política de 
Gobierno", Unidad Ejecutora 001, de la partida anual asignada por el artículo 83 de la Ley_N” 16.736 
en $ 5:500.000. Recordamos que el mencionado artículo 83 establece que se asigna en ese Programa 
001 "Determinación y Aplicación de la Política de Gobierno", Unidad Ejecutora 001, una partida 
anual de $ 8:000.000 a los efectos de atender las erogaciones que demande la contratación de personas 
que, en calidad de, colaboren directamente con el Presidente de la República, el Secretario y el 
Prosecretario de la Presidencia de la República, por el término que estos determinen y no más allá de 
sus respectivos mandatos. Y establece que las personas comprendidas en la situación precitada, no 
adquirirán la calidad de funcionarios públicos, y si la contratación recayera en funcionarios públicos, 
estos podrán optar por el régimen de este artículo, manteniendo la reserva del cargo. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- El monto asignado era de $ 8:000.000 y el objetivo era la 
contratación de adscriptos. Vamos a ir tomando la referencia de los $ 25.000 más cargas y aguinaldos. 
Eso daría para unos 17 contratos de adscriptos más. Entonces, la pregunta es cuántos contratos hay 
actualmente, cuántos nuevos se realizarían y cuáles serían las remuneraciones de estos nuevos 
contratos. 


SEÑOR BRECCIA.- Me parece totalmente válida la inquietud del señor Diputado. Quiero manifestar 
que lo que se intenta con estos contratos de adscripción -con las características que tienen, es decir, 
tareas de apoyo a la Presidencia, que son naturalmente muy variables- es contar con una partida 
global. Yo no puedo contestar si algunos adscriptos van a ganar $ 25.000, $ 30.000 o $ 12.000, con toda 
franqueza. 


Desde mi punto de vista, lo que se intenta es transparentar la contratación de funcionarios por parte de 
Presidencia de manera de decir: "Bien, este es el monto asignado, es el tope que se nos pone y dentro de ese 
tope nosotros podemos contratar, obviamente de acuerdo con las necesidades del Inciso". Pero el tope está 
establecido, o sea que el gasto que se prevé está absolutamente claro. No puedo contestar hoy exactamente 
cuántos funcionarios se va a contratar porque eso va a depender de las necesidades que tenga Presidencia de 
la República. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- Pregunté cuántos contratados hay actualmente y no se me 
contestó. 


SEÑOR BRECCIA.- En este momento no dispongo de ese número, pero puedo consultar con el equipo 
ya que no se trata de ocultar ningún tipo de información. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- No estoy presumiendo que se esté ocultando información. Me 
parece que es indispensable un intercambio frontal de opiniones, en cuanto a lo que la oposición 
necesariamente debe conocer para votar una ley presupuestal, que no es una ley menor, ya que estamos 
manejando cifras de dinero considerables. 


Una vez más hago esta anotación. Me parece que cada Unidad de la Presidencia de la República debería tener 
conocimiento a carta cabal, al momento de presentar el Presupuesto Nacional, de sus necesidades y cuánto 
necesita cada área para contratar, a fin de especificar el número. Creo que es casi de sentido común. 


SEÑOR ABDALA.- Mi consulta es de carácter conceptual, a los efectos de ratificar la teleología de esta 
norma. Creo que sería interesante tener el dato que ha solicitado el señor Diputado Cardoso, porque 
me parece que por sí mismo es ilustrativo. 


Interpreto que, conceptualmente, estamos frente a una propuesta que implica que un instrumento con que la 
Presidencia cuenta desde el año 1996, en el que se estableció un rubro presupuestal a estos efectos, ahora, 
tiempo después, se considera insuficiente y debe ser reforzado, o de que la Presidencia así lo interpreta, para 
el cumplimiento de los cometidos actualmente asignados. 


Esto quiere decir, entonces, que a la luz de lo que ocurrió en el Gobierno inmediatamente anterior está claro 
que ese mismo rubro no alcanza para la Administración actual o para la Presidencia de la República, para 
cubrir las necesidades existentes. 


SEÑOR ASTI.- Mi pregunta es si de este texto se desprende que las contrataciones son permanentes 
durante todo el período del mandato del Presidente o pueden ser parciales y, por lo tanto, la división 
que se hacía no es necesariamente adaptable a este tipo de contrataciones. 


SEÑOR BRECCIA.- Primero quiero hacer una aclaración que conforme al señor Diputado Asti, que 
yo pretendía realizar desde el principio. Estas contrataciones se adaptan a las necesidades del Inciso. 


El día lunes, creo que se discutió en esta misma Comisión el tema de las partidas para contratos de 
adscripción de los distintos Ministerios. Este artículo ingresa dentro de la misma lógica. Nosotros 
entendemos que estamos, a través de este tipo de normas, clarificando la situación de una cantidad importante 
de formas de contratación, de vínculos laborales con el Estado que nosotros pretendemos simplificar. Este 
tipo de contratos es una de las formas de simplificación de los vínculos laborales con el Estado que estamos 
ingresando en este Presupuesto. Entendemos que es una forma de transparentarlo y de clarificar los vínculos. 
Se puede considerar que una partida global no especifica cómo se realizan cada uno de esos contratos ni el 
monto, etcétera, que luego van a aparecer. Pero nosotros entendemos que lo que estamos haciendo es limitar 
la partida para cada Ministerio, en este caso para el Inciso de la Presidencia, con lo cual estamos poniéndole 
un tope que, de alguna manera, es un sinceramiento de la actuación de los órganos del Estado. 


SEÑOR CÁNEPA.- Esta es una partida presupuestal que nace en el año 1996 y tuvo distintos 
incrementos. 


Quiero aclarar al señor Diputado Abdala por qué hoy se pide este incremento. Hay una razón fundamental: en 
este Presupuesto la Unidad Ejecutora 001 del Inciso 02 está unificando mucha de la administración del resto, 
porque estamos unificados en un solo edificio, y al mismo tiempo abarca una cantidad de temas de servicios 
generales que, como bien dijo el contador, implica que esos créditos no van a estar en otras Unidades 
Ejecutoras. 


En este caso, las adscripciones se administran -o pueden serlo- desde la Unidad Ejecutora 001 y son dadas 
por el Presidente, por el Secretario y por el Prosecretario para todo el Inciso. En la Legislatura anterior 
teníamos el Presupuesto de 2005, pero hay nuevos organismos desconcentrados dentro de Presidencia que 
fueron creados como, por ejemplo, la Unidad Nacional de Seguridad Vial. 


Es necesario hacer contratos temporales. Hoy, la Unidad Nacional de Seguridad Vial basa su arquitectura en 
los pases en comisión. Ha hecho un trabajo excelente, seguramente lo tendrá con las nuevas autoridades y ha 
sido un paso adelante apoyado por todos los Partidos políticos, porque necesitamos ir institucionalizando. Al 


mismo tiempo, las jerarquías del Inciso deben tener la posibilidad de dar apoyo a ese tipo de tareas, por 
ejemplo, a la Junta Nacional de Drogas o al Sistema Nacional de Emergencia. Estoy hablando, por ejemplo, 
de la Agenda Metropolitana que queda dentro de Presidencia luego de haber sido una experiencia. Se solicitó 
que quedara y hay un artículo posterior que establece un monto muy mínimo para gastos porque va a 
funcionar a través de algunos proyectos de respaldo internacional y de acuerdo con las Intendencias. 


Como decía el señor Secretario, esta es otra forma de transparentar, pero también ha aparecido otro tipo de 
responsabilidades para la Presidencia de la República que implican un incremento en las necesidades de los 
equipos con que cuenta para atender estos organismos que se han incrementado en los últimos cinco años. 


SEÑOR GANDINI.- No tenía pensado intervenir, pero el señor Secretario de la Presidencia hizo 
referencias que atan este contrato a lo que ya discutimos en artículos anteriores sobre los adscriptos. 


Debo decir que lo que trae este Presupuesto Nacional es un incremento de $ 80:000.000 para adscriptos. Hay 
$ 8:000.00 para cada uno de seis Ministerios, $ 6:000.000 para dos Ministerios y $ 4:000.000 para los 
restantes. Entonces, cuando hacemos la suma -y agregamos lo de Presidencia-, obtenemos un monto de 

US$ 4:000.000 anuales en el planillado. Por lo tanto, estamos hablando de US$ 20:000.000 totales y de 

US$ 16:000.000 para los cuatros años que quedan de Gobierno. Se trata de un monto muy importante. Se 
podrá argumentar que la Presidencia se muda, pero los Ministerios de Transporte y Obras Públicas, de 
Vivienda, de Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y de Trabajo y Seguridad Social no lo hacen, y 
todos reciben un monto superior. Por lo tanto, el Gobierno tomó la decisión política de destinar un monto 
muy importante para contratar personas -que no tienen la calidad jurídica, pero sí real- que ejercerán cargos 
de particular confianza. De hecho, pueden no ser funcionarios públicos. También pueden serlo, y adquieren la 
condición del cargo de particular confianza política -así dice el artículo original, porque pueden conservar su 
cargo-, y pasan a percibir un salario que, se supone - porque no se dice, aunque sí en el artículo 75-, el Poder 
Ejecutivo reglamentará. Entonces, ahí sabremos cuánto ganarán. 


Lo que sí sabemos es que, con mudanza o sin mudanza, se tomó la decisión de destinar a este tipo de nuevos 
adscriptos -porque la ley ya tenía el régimen de adscriptos, que es diferente a este; eran del Inciso, con un año 
de antigiiedad y para cumplir funciones, básicamente, de Subdirector, porque sustituían a los cargos de 
Subdirectores de confianza derogados- una partida, sumada a los $ 8:000.000 que ya tiene Presidencia, de 

$ 80:000.000 anuales, lo que está establecido en los artículos del Presupuesto. Esto tiene una razón política. 
Se trata de personas que cumplirán tareas que le asignarán, en este caso, el Presidente de la República, el 
Secretario o el Prosecretario de la Presidencia, al igual que los Ministros lo pueden hacer en sus Carteras. Por 
lo tanto, encuentro una similitud, pero el Secretario de la Presidencia lo acaba de decir expresamente. 


Reitero que esto es una decisión política, porque no se nos puede decir que hay necesidades de servicio como 
para crear esto en todo el Estado. Yo no lo comparto. 


SEÑOR BRECCIA.- Deseo plantear al señor Diputado Gandini que, concomitantemente con la 
asignación de estas partidas, nosotros estamos, entre otras cosas, suprimiendo la partida del artículo 22 
de la Ley N” 14.189, que implica, nada más y nada menos, el 5% del total del rubro Retribuciones en el 
Estado. Es decir que nosotros entendemos que las economías que se realizan por un lado se pueden 
verter por otro en distintas formas de contratación. En definitiva, creemos -lo hemos dicho y lo 
reiteramos- que esta es una forma de transparentar, porque las formas de contratar que tenía el 
Estado, de alguna manera, se habían ido desvirtuando y volviendo opacas. Por lo tanto, consideramos 
que esta es una forma de transparentar la relación del Estado con sus trabajadores. Vamos a hablar de 
vínculo laboral y no de funcionarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero recordar a los señores Diputados que debemos pasar a intermedio 
porque a la hora 13 y 30 comienza la Asamblea General, a la que concurre el Presidente de la 
República. 

SEÑOR BERNINI.- Mociono para que se pase a intermedio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 


(Se vota) 

—Quince por la afirmativa. AFIRMATIVA.- Unanimidad. 
Se pasa a intermedio. 

(Es la hora 13 y 15) 


| 
(Es la hora 15 y 43) 


Continúa la sesión. 


En primer lugar, pedimos disculpas a la visita porque la sesión de la Asamblea General se extendió un poco 
más de lo previsto, algo común en este Parlamento. 


En segundo término, la Mesa ha acordado con los señores Secretario y Prosecretario de la Presidencia así 
como con los distintos Partidos políticos trabajar los artículos por grupo de temas. En ese sentido, la idea 
sería que el señor Secretario de la Presidencia haga una exposición comprendiendo la temática que, por 
ejemplo, en el primer punto corresponde al Programa 481, que contiene varios artículos. A partir de entonces, 
cederíamos el uso de la palabra a los señores legisladores, a fin de que formulen las consultas y preguntas 
pertinentes. 


Como hay acuerdo sobre este tema, no vamos a discutir sino simplemente actuar. Comenzaríamos con el 
Programa 481, que contiene -según el trabajo que muy bien realizara Secretaría- los artículos 95, 98, 106, 
107, 108, 109, 114 y 96. 


SEÑOR BRECCIA.- Quisiera hacer una aclaración -quizás innecesaria- a la clarísima exposición que 
el señor Presidente acaba de hacer. Simplemente deseo mencionar que, si bien todos estos artículos 
refieren -así lo pudo detectar el inteligente trabajo de la Secretaría- al Programa 481, ellos son 
ejecutados a través de distintas Unidades Ejecutoras. Por lo tanto, voy a desarrollar algunos de sus 
artículos y, en otros, pretendo ceder el uso de la palabra -con autorización del señor Presidente y de la 
Comisión- a aquellos Directores responsables de las respectivas Unidades Ejecutoras. 


Vamos a comenzar a considerar el artículo 95. En el Inciso 02, Programa 481, Unidad Ejecutora 001, se 
incrementa la partida anual asignada para atender la contratación de becarios y pasantes en $ 1: 571.517, 
incluido los aguinaldos y cargas sociales. Acá estamos hablando a razón de unas cuatro BPC -cada uno de los 
contratos de becarios y pasantes-, de alrededor de doce contratos de becarios y pasantes. 


En el artículo 98, en el Inciso 02, en el mismo Programa con la misma Unidad Ejecutora, se asigna la suma 
de $ 2:000.000 para gastos de funcionamiento con la Financiación 1.2 "Recursos con afectación especial", 
con cargo al Fondo de Bienes Decomisados de la Junta Nacional de Drogas. Mediante este artículo estamos 
creando el crédito para gastos de funcionamiento -que solo existía para el rubro "Inversiones"- a partir de los 
recursos que se obtienen de este Fondo de Bienes Decomisados de la Junta Nacional de Drogas. 


Por otra parte, los artículos 106, 107, 108 y 109 refieren también al mismo Programa 481, pero la Unidad 
Ejecutora es la 004, Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Con la autorización del señor Presidente y de los 
miembros de esta Comisión, cedemos el uso la palabra al señor Director de la OPP, economista Frugoni, a fin 
de que pueda explicar y desarrollar el contenido de estos artículos. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- El artículo 106 corresponde al Programa 
481, Unidad Ejecutora 004 e incluye las siguientes partidas: "Capacitación de personal"; "Proyecto de 
Funcionamiento 401 'Convenios'", y "Gastos de mudanza", que aparece por única vez. Como se explica en el 
texto, el "Proyecto de Funcionamiento 401 'Convenios"", se destinará a realizar "convenios con otros 
organismos públicos o privados, así como contratos de consultoría y pagos de honorarios". 


El rubro "Capacitación de personal" no existía en la Oficina; se estima que alcanzará los $ 6.000 anuales por 
funcionario. 


El artículo 107 refiere al Proyecto de Inversión 972, "Informática" y, tal como se establece, se trata del 
Proyecto de Inversión por año, hasta 2014, de esa Unidad. Cabe aclarar que se trata de un monto bajo porque 
el resto de ese rubro está incluido en el que se comentó en el Inciso 02, "Programa de Unificación". 


En el artículo 108 se crean, "con cargo a partidas globales de reestructura, en el Inciso 02 'Presidencia de la 
República", Programa 481 "Política de Gobierno', Unidad Ejecutora 004 'Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto' diez cargos de Escalafón A Grado 11 Asesor VI Serie Profesional". 


De acuerdo con el artículo 109 se incrementa "[...] la partida anual para contrataciones transitorias en 

$ 10.000.000 (pesos uruguayos diez millones). Dicha partida total se aplicará para las contrataciones de 
personal que se consideren imprescindibles, hasta la aprobación de las Reestructuras Organizativas y de 
Puestos de Trabajo del Inciso. Estos créditos serán utilizados para la financiación de dicha Reestructura, por 
lo que una vez aprobada la misma, la Contaduría General de la Nación realizará las reasignaciones 
pertinentes". En este caso, cabe la aclaración de que esto está pensado dentro del rediseño para el 
cumplimiento de las funciones constitucionales de la Dirección. Hablamos de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, en el marco de la transición hacia la Reestructura, un poco en la dirección del monto para el 
formato de los cinco contratos de los que se habló. 


Esto es lo que corresponde decir con respecto a los artículos 106 a 109. 


SEÑOR BRECCIA.- El artículo 114 determina la supresión de la Unidad Ejecutora 005 "Dirección de 
Proyectos de Desarrollo" del Programa 481 "Política de Gobierno", y establece que "[...] Los recursos 
humanos, materiales y financieros, así como los cometidos asignados a la Unidad Ejecutora que se 
suprime, serán transferidos a la Unidad Ejecutora 004 'Oficina de Planeamiento y Presupuesto' [...].- 
Los proyectos que la conformaban dependerán del Área de Políticas Territoriales de la Unidad 
Ejecutora 004 'Oficina de Planeamiento y Presupuesto' como División 'Proyecto de Desarrollo' que se 
crearán". 


En el artículo 96 se determina la creación de "[...] tres cargos de 'Director de la Unidad Nacional de 
Seguridad Vial', con carácter de particular confianza [...]", y se asigna una partida anual de $ 2:512.807, a los 
efectos de cubrir los salarios, aguinaldos y cargas legales de los cargos que se crean. Es menester señalar que 
la mayoría del personal que reviste actualmente en la órbita de la Unidad Nacional de Seguridad Vial tiene 
pase en comisión u otro tipo de figuras contractuales que nada tienen que ver con la relación normal que 
debiera darse en esa Unidad. 


Con esto terminamos con este grupo de artículos. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero referirme al artículo 109, al que aludió el Director de la OPP. Quisiera 
saber cuánto suma este incremento, cuánto es lo que hoy se asigna a esta Unidad Ejecutora por este 
concepto, porque se le agregan $ 10:000.000, pero quiero saber cuánto traía. 


Además, quiero preguntar nuevamente si la formulación genérica que se establece con respecto a las 
contrataciones de personal está referida a contratos temporales de derecho público o a una formulación más 
general que puede incluir otro tipo de contrataciones. Aclaro que voy a plantear esta pregunta en cada caso 
que aparezca esto, porque en los distintos Incisos tiene diferentes redacciones, y es bueno que si se autoriza a 
contratar sepamos con exactitud a qué tipo de contratos se alude. 


SEÑOR BEROIS.- De acuerdo con lo establecido en el artículo 114, se suprime la DIPRODE, 
Dirección de Proyectos de Desarrollo. No entiendo el por qué de esta supresión, pues esta Dirección 
cumplía una función realmente muy buena; inclusive, tengo palabras de elogio para quien fue su 
Directora, la contadora Martha Jauge. Quiero aclarar que la contadora Jauge no pertenece a mi 
Partido político, pero en la labor que desarrollé antes de volver a asumir esta responsabilidad política 
tuve oportunidad de conocer su actuación y el funcionamiento de la DIPRODE con las Intendencias 
Municipales, y puedo decir que realmente son un ejemplo. Por eso pregunto lo mismo que en el día de 
ayer: ¿por qué tenemos que cambiar lo que funciona bien? 


SEÑOR ABDALA.- Quisiera solicitar a la delegación alguna fundamentación adicional con relación a 
dos de los artículos que estamos analizando en el presente bloque. 


De acuerdo con el artículo 96 se crean tres cargos de confianza en la UNASEV, la Unidad Nacional de 
Seguridad Vial. Sería interesante saber cuál es la finalidad o la necesidad de creación de esos cargos. 
Nosotros escuchamos en los corrillos alguna explicación, que quisiera confirmar o desmentir, en el sentido de 
que esto respondería -lo digo en condicional porque no lo tengo confirmado; lo podrá asegurar el señor 
Secretario de la Presidencia- a parte de los acuerdos realizados entre los partidos políticos en ocasión de la 
constitución de las distintas Comisiones temáticas. Concretamente, revisando el acuerdo interpartidario 
celebrado en la Comisión que analizó el tema de la seguridad pública, si bien hay referencias a la seguridad 
vial y se menciona como objetivo el fortalecimiento de la UNASEV y al mismo tiempo la posibilidad de 
creación de normas jurídicas para mejorar las condiciones relacionadas con este tema tan importante, no 
advertimos necesariamente una vinculación inmediata entre esos objetivos y la creación de tres cargos de 
confianza. Se me podrá decir que el fortalecimiento de la UNASEV pasa por la creación de cargos de 
confianza, pero en todo caso eso debería fundamentarse. 


Con relación al artículo 108, como se trata de la creación de diez cargos profesionales o de asesor, como dice 
aquí, queremos preguntar cuál es el sentido o cuál será el destino de estos cargos correspondientes al 
Inciso 02 "Presidencia de la República". 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- Con respecto a la pregunta del 
señor Diputado Gandini, puedo decir que nosotros tenemos un saldo para reestructura de $ 2:123.000 
que el artículo 109 aumenta a $ 10:000.000. Este bolsón es necesario para cumplir con las funciones 
que se están reestructurando en la OPP. Esto estará destinado básicamente a las tres áreas en las que la 
OPP tiene funciones constitucionales. Me refiero al área presupuestal, al área de estrategias y 
desarrollo económico y al área de políticas territoriales y descentralización. 


Entre los cinco formatos de contratos que se mencionaron el pasado lunes cuando se analizó los artículos 3 al 
78 que simplificaban los anteriores, figura el contrato temporal de función pública. 


En respuesta a la pregunta del señor Diputado Berois sobre DIPRODE, debo decir que hay un cambio de 
estrategia con relación a los temas territoriales. En OPP existían dos áreas: una departamental y otra local. 
Con esto, se elimina la unidad ejecutora y los programas de DIPRODE pasan a ser de las áreas territoriales 
siguiendo la dirección de las coordinaciones. Con esto se intenta que la visión sea una sola y que se 
coordinen las políticas en el territorio. No se trata de temas personales, sino de estrategias nuevas en el 
territorio. Los programas siguen vigentes y reforzados, por ejemplo, las dos derivaciones del Programa de 
Apoyo al Sector Productivo, tanto el de electrificación como el productivo, el Programa de Mejora de 
Gestión, el FDI está reforzado en $ 200:000.000, se va a conformar el Programa Uruguay Integra, y queda 
separado pero también en áreas territoriales, los programas relativos a microfinanzas y a competitividad de 
conglomerados. Esta es una nueva estrategia de llegar al territorio, los programas siguen existiendo, están 
reforzados y este es el nuevo diseño para las políticas territoriales. 


Además, esto está más en sintonía con las políticas que van a emanar de la Comisión de Descentralización, 
como está previsto, ya que por primera vez se llega a un acuerdo presupuestal con el Congreso de 
Intendentes, sobre algunos indicadores de cumplimiento de gestión en lo que tiene que ver con una parte del 
Presupuesto, por lo menos del 3,33, que excede al 2,90. Con esto se busca ser más eficientes y eficaces en la 
coordinación del territorio. O sea que, en definitiva, DIPRODE no desaparece sino que se transforma y se 
integra a dos áreas de políticas territoriales -como bien se dijo acá, es una de las facultades constitucionales 
que tiene la Oficina de Planeamiento y Presupuesto-, como son las políticas de descentralización en el 
territorio. Teníamos dos niveles y programas que están llegando a los dos; teníamos tres lugares que 
coordinaban bastante poco, por lo que la visión desde muchos sectores era que no se estaba trabajando bien. 
Esto no es un problema de nombres sino de estrategias. 


El señor Diputado Abdala hacía una pregunta sobre el artículo 108; puedo decir que son diez cargos 
profesionales que se van a llenar por concurso. Hoy existen doce contratos a término, por lo tanto, se intenta 
regularizar algunas funciones en tres áreas que se están fortaleciendo con este Presupuesto: la de estrategia y 
desarrollo económico, la de políticas territoriales y descentralización y la de presupuesto. 


Deseo agregar que también hay un esfuerzo importante en el Presupuesto para fortalecer el área de 
evaluación de políticas. El formato nuevo del Presupuesto está relacionado con programas que son 
transversales y eso lleva a que en muchos de ellos se tengan indicadores. Aquí ya han comparecido algunos 
Ministerios que ya presentan indicadores y son pocos los insumos para ir haciendo la evaluación de gestión 
política. También hay que fortalecer presupuestalmente el área de evaluación y ahí seguramente estén la 
mayor parte de los diez cargos. 


SEÑOR CÁNEPA.- A los efectos de aclarar las dudas que planteó el señor Diputado Abdala con respecto al 
artículo 96, quiero decir lo siguiente. 


En primer lugar, quiero recordar que la Unidad Nacional de Seguridad Vial fue creada hace muy pocos años, 
en el período anterior, y ha tenido una enorme e ímproba tarea en un tema central, creo que para todos los 
partidos políticos. La seguridad vial tiene importancia no solo desde el punto de vista de la seguridad en sí - 
como planteaba el señor Diputado Abdala en lo que fue el documento de seguridad-, sino básicamente 
también porque, lamentablemente, en Uruguay todavía tenemos una pandemia de accidentes de tránsito. En 
nuestro país, tenemos el triste récord de que la principal causa de muerte de los menores de 35 años continúa 
siendo los accidentes de tránsito, a pesar de todos los esfuerzos que se han hecho, en particular, con la 
aprobación de la Ley de Tránsito y Seguridad Vial y con distintas medidas que han llevado a la unificación de 
muchas de las condiciones como, por ejemplo, intentar tener iguales normas de tránsito en los diecinueve 
departamentos, así como la búsqueda de la libreta de conducir común o única. Falta implementar otras 
medidas que están previstas en el Plan Nacional de Seguridad Vial, como la libreta de puntos. 


En ese sentido, cuando se creó esta Unidad, tenía una integración multipartidaria. El primer Presidente, señor 
Gerardo Barrios y el Director, señor Omar Rodríguez, pertenecían a la fuerza de Gobierno y el tercer 
miembro, escribano Alejandro Draper, fue propuesto por el Partido Nacional como una persona idónea. No 
obstante, hubo una gran crítica a nivel nacional e internacional porque la UNASEV no contaba en su 
Directorio con personas que tuvieran una vinculación directa en su responsabilidad, puesto que eran personas 
que estaban en pases en comisión; reunían las condiciones que fijaba la ley, pero no tenían adjudicación 
directa. Recuerdo al señor Diputado Abdala que en el diálogo que mantuvo el Gobierno a través de sus 
Senadores con los Senadores de la oposición y con el Diputado del Partido Independiente, con relación a las 
responsabilidades y a los cargos del Estado en los que debía haber participación, se fue mucho más allá de lo 
que marcaba la Constitución -Entes Autónomos y Servicios Descentralizados- y se incluyó a otra cantidad de 
organismos e instituciones. Se llegó al acuerdo de que también los integraran, más allá de que la ley podía 
establecer que eran cargos puramente técnicos; tan técnicos no eran porque se llegó a un acuerdo político. La 
UNASEV está dentro de ese acuerdo político; entonces, dos cargos de la UNASEV, Presidente y un Director, 
corresponden al Gobierno y el otro cargo corresponde al Partido Nacional. Tanto es así que la Presidencia de 
la República tiene, desde hace bastante tiempo, el nombre propuesto por el Directorio del Partido Nacional - 
firmado por su Presidente, el doctor Lacalle-, la señora Blanca Repetto, para integrar el tercer cargo de la 
Unidad Nacional de Seguridad Vial. 


Por lo tanto, ya está previsto por ley que la designación se realice a través de una nominación del Presidente 
de la República, con determinada características, pero todos acordamos que es necesario regularizar esto y 
establecerlo, como debe ser. En principio, son cargos de confianza del Presidente, con las condiciones que 
establece la ley, por lo que se pretendió cumplir con ese acuerdo y establecerlo en el Presupuesto Nacional. 
Más allá de eso, el Gobierno comparte la necesidad de jerarquizar a la Unidad Nacional de Seguridad Vial, 
por lo que se la ha jerarquizado, integrándola en el Presupuesto de Presidencia y con otro tipo de 
movimientos. Como dijimos al comienzo, habrá un reforzamiento con las partidas globales que tiene la 
Unidad Ejecutora "Presidencia de la República" para respaldar este tipo de programas, que en nuestra opinión 
deben seguir fortaleciéndose institucionalmente, evolucionando y creciendo, y deben seguir teniendo 
participación en Presidencia. 


El acuerdo con todos los partidos fue mantener a la UNASEV en el ámbito de la Presidencia de la República 
porque, más allá de la seguridad, ello permitía la transversalidad y la coordinación con las distintas 
Intendencias Municipales. Si bien la UNASEV se comunica administrativamente a través del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, es en el ámbito de la Presidencia que se realizan permanentemente talleres y 
acuerdos para llegar a la unificación de determinados criterios a nivel nacional, que son muy importantes 
para tener estándares comunes de seguridad en todo el territorio. Esas han sido las razones por las que hemos 
establecido este artículo 96 para cumplir con dicho acuerdo. 


SEÑOR ABDALA.- Creo que ha sido muy elocuente la respuesta del señor Prosecretario de la 
Presidencia de la República, pero debo aclarar algo. Nosotros preguntamos, pero las preguntas que la 
oposición formula no llevan un contenido admonitorio; simplemente, pretenden recabar información a 
efectos de hacernos una composición de lugar de cada una de las soluciones que se nos propone. 


No es nuevo que el Directorio de la UNASEV tenga una integración plural -lo acaba de decir el señor 
Prosecretario-; de hecho, el funcionamiento colegiado tampoco es una novedad ni viene con este proyecto de 
ley de Presupuesto. Digo más: efectivamente, coincido con el señor Prosecretario en que entre los objetivos 
que en el acuerdo interpartidario se señalan como indispensables para el fortalecimiento de la UNASEV hay 
una tarea de coordinación institucional con las Intendencias -como aquí se decía- y con las demás 
instituciones públicas y privadas. Sin duda, esa es una función esencialmente política, que va bastante más 
allá de lo técnico. De manera que, desde ese punto de vista, la respuesta ha sido satisfactoria. 


En todo caso, nos parecía importante mantener este intercambio, que además considero que enriquece a toda 
la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se solicita autorización para que la compañera Diputada Payssé haga uso de 
la palabra. 


(Diálogos) 


Es un requisito que hubo que imponer en virtud de que hubo algún inconveniente. Ese es el motivo por 
el que se ha planteado. 


No obstante, si no hay objeciones, se omitirá el procedimiento y se permitirá hacer uso de la palabra a 
quienes lo soliciten. 


Tiene la palabra la señora Diputada Payssé. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Quiero aprovechar que está en discusión el artículo 96, relativo a la UNASEV, 
para preguntar acerca del fondo especial para atención de las víctimas -no tengo en la memoria toda la 
norma, pero participé oportunamente de su elaboración-, que tenía cierta vinculación con el Banco 
Central. Deseo saber si en algún lugar de este Presupuesto aparece dinero para ese fondo, porque me 
consta que una de las intenciones era colaborar con la rehabilitación de las víctimas de accidentes de 
tránsito. Como veo que aquí figura una partida destinada exclusivamente con este tipo de regulaciones, 
quiero saber si está previsto el fortalecimiento de ese fondo. Creo que el espíritu de los legisladores y de 
las legisladoras que votamos oportunamente la ley conllevaba el tema de la rehabilitación de las 
víctimas. 


SEÑOR CÁNEPA.- Es muy acertada la pregunta que formula la compañera Diputada Payssé, pero el 
fondo especial al que refiere corresponde a la ley sobre Seguro Obligatorio de Automóviles y no a la 
Ley de Tránsito y Seguridad Vial ni a la ley de creación de la UNASEV. 


La UNASEV tiene una ley de creación particular y hay una Ley de Tránsito que regula algunas normas 
nacionales en la materia, previendo determinado tipo de unificación y, a su vez, tenemos una ley de Seguro 
Obligatorio de Automóviles que trasciende la materia vial y crea un fondo de cobertura especial, que ya tiene 
una solución por parte del Ministerio de Economía y Finanzas, que está funcionando. De hecho, como 
nosotros somos los ordenadores del gasto debido a que la Unidad Nacional de Seguridad Vial no es una 
unidad ejecutora, puedo decir que ya está funcionando esa cobertura y hemos pagado varias coberturas 
especiales mediante ese mecanismo. 


A su vez, la Unidad Nacional de Seguridad Vial junto con los Ministerios de Transporte y Obras Públicas y 
de Economía y Finanzas, está trabajando en un decreto que va a regular y reglamentar algunos de los pasos y 
de los plazos que están establecidos en la ley, que se están cumpliendo. No obstante, se está buscando un 
mecanismo para agilitar algunas de las presentaciones y los lugares de cobro, porque se ha generado alguna 
duda en cuanto al lugar exacto en el que las víctimas deberían cobrar. Hasta ahora, se ha cumplido con el 
plazo legal en cada una de las reclamaciones, que es muy estricto -se indican treinta días a partir de la 


reclamación-, pero se está estudiando técnicamente por parte de la UNASEV, conjuntamente con el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas y con el de Economía y Finanzas, para agilitar esto e, inclusive, 
para hacer más rápida la llegada de este fondo de cobertura. Pero digo a la señora Diputada Payssé que este 
fondo está funcionando. 


Aprovecho para decir que, por suerte, la implementación del Seguro Obligatorio de Automóviles ha sido un 
total éxito, que nos lleva a ser el primer país de América Latina en haber pasado, de tener un 50% del 
mercado con seguro de automóviles, a superar el 75%, en menos de dos años. Para que tengan una idea, el 
país que más rápido había avanzado era Chile, que hace quince años impuso el seguro obligatorio de 
automóviles y pasó de tener un mercado del 50% -igual que el nuestro- a uno del 90%, después de doce años 
de aplicación continua. Nosotros, después de los dos primeros años de aplicación de esta norma, podemos 
decir que el crecimiento del seguro ha sido grande. 


SEÑOR BRECCIA.- El artículo 97 crea una partida anual de $ 1:000.000 para atender gastos de 
funcionamiento e inversiones del Programa "Agenda Metropolitana". 


Lo único que tengo que plantear específicamente de este artículo es que este Programa había quedado 
suspendido a principios de este año y que ahora se está negociando con el BID la continuidad del mismo. Por 
lo tanto, se asigna esta partida anual a los efectos de la continuación del Programa. 


El artículo 99 crea en el Inciso 02 Presidencia de la República, la Agencia Uruguaya de Cooperación 
Internacional como órgano desconcentrado, que actuará con autonomía técnica y se comunicará con el Poder 
Ejecutivo a través de la Presidencia de la República. La Agencia Uruguaya de Cooperación Internacional 
sustituirá en todo al Instituto Uruguayo de Cooperación Internacional, creado por el artículo 116 de la Ley 
N? 18,172, 


El artículo 102 -quizás los artículos 99, 102 y 103 deberían estar agrupados- crea en el Inciso 02 el cargo de 
Director Ejecutivo de la Agencia Uruguaya de Cooperación Internacional creada por el artículo 99, con 
carácter de particular confianza. 


En el artículo 103 se establece que la Agencia Uruguaya de Cooperación Internacional estará dirigida por un 
Consejo Directivo integrado por un representante de la Presidencia de la República, que lo presidirá, el 
Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y el Ministro de Relaciones Exteriores, o por quienes 
éstos designen. Luego agrega que "Tendrá un Director Ejecutivo, con carácter de cargo de particular 
confianza". Esto es una reiteración del artículo 102. Por eso creemos que quizás haya que introducir una 
modificación en la redacción de este artículo. Más adelante establece que ese Director Ejecutivo será 
designado por el Consejo Directivo que ejercerá la administración de la Agencia, y un Consejo Consultivo 
integrado por representantes de entidades que desarrollen actividades en áreas de su interés, conforme lo 
establezca la reglamentación. 


Los artículos 110 y 111 refieren a las asignaciones presupuestales para el Instituto Uruguayo de Cooperación 
Internacional, que es el que está creado, pero obviamente la partida va a pasar a la Agencia Uruguaya de 
Cooperación Internacional. 


Se asigna al Programa 486 "Cooperación Internacional", Unidad Ejecutora 004 "Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto" las partidas anuales con cargo a Rentas Generales correspondientes a gastos de funcionamiento 
y allí se detallan las partidas para los años 2011, 2012, 2013 y 2014. En el 2011 se asignan partidas para 
inversiones también para los años mencionados. Creo que la sola lectura de los artículos deja en claro la 
finalidad y objetivos de este articulado. 


SEÑOR BEROJIS.- Si no entendí mal, el artículo 102 crea el cargo, y el artículo 103, en su segundo 
inciso dice: "Tendrá un Director Ejecutivo". Parecería que el artículo 102 crea un cargo y, por lo tanto, 
me parece que lo que se establece en el artículo 103 está de más. 


SEÑOR BRECCIA.- Precisamente, en mi intervención aclaré que quizás haya que realizar una 
modificación en la redacción del artículo 103 en cuanto reitera: "Tendrá un Director Ejecutivo, con 
carácter de cargo de particular confianza, comprendido en el literal c) [...]", lo cual ya está establecido 
en el artículo 102. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esperamos la modificación del artículo 103. 


SEÑOR GANDINI.- En cuanto a este tema de la transformación del Instituto en Agencia Uruguaya de 
Cooperación Internacional, hacia un órgano desconcentrado, creo que puede ser de buena práctica 
concentrar en un solo lugar toda la cooperación, ordenarla técnicamente y especializarla sin extraer 
este tema del control del Poder Ejecutivo ni del control parlamentario. Debo decir que en su momento 
me opuse -al tomar conocimiento de la intención de la Administración anterior y, particularmente, de 
algunos documentos a los que tuve acceso, firmados o escritos por el ex Director Conrado Ramos- a la 
intención de formar una persona de derecho público no estatal -con ese nombre pero con la naturaleza 
jurídica de derecho público no estatal-, por ser este un mecanismo que queda fuera del control 
parlamentario y del Tribunal de Cuentas. 


De hecho, también me opuse a un convenio que debe estar vigente, que dije en su momento que no compartía 
y lo vuelvo a decir hoy, por el cual la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo - 
AECID- convino directamente que la cooperación en lugar de ir a OPP, como era tradicional, pasara a 
verterse en la Corporación Nacional para el Desarrollo y esta transferiría luego los recursos a pedido al 
Instituto de Cooperación. Esos mecanismos de tercerización generan, por vía oblicua, ingresos y contratos 
que no se pueden controlar si no es a través de la denuncia, que es la que recibimos nosotros como 
parlamentarios. Entonces, denuncian quién fue contratado, de qué manera y qué vínculos tiene, y la persona 
tiene que venir al Parlamento. Es todo un proceso muy gravoso en materia de tiempo, además de desgastante. 


Sin embargo, creo que este puede ser un buen mecanismo. Debo decir que es una medida que me parece 
acertada siempre que concentre allí todos los aportes de la cooperación. Por lo tanto, su ejecución se ajustará 
a la normativa legal, y una vez que ingresa el dinero al Estado se aplicará para todos los casos. Reitero: me 
parece una medida acertada. 


SEÑOR BRECCIA.- En el artículo 113 se suprimen dos funciones de Alta Prioridad: la de "Director 
Técnico de Proyectos de Desarrollo" y la de "Coordinador de los Presupuestos Públicos" del Programa 
481 "Política de Gobierno", ambos en la Unidad Ejecutora 004 "Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto". Además, se crean los cargos de "Coordinador de Políticas Territoriales", "Coordinador 
de Estrategias de Desarrollo y Políticas de Inversión" y "Coordinador de los Presupuestos Públicos" 
en el mismo Inciso y en la misma Unidad Ejecutora. Estos cargos se crean con carácter de particular 
confianza. En la medida en que estas modificaciones se realizan dentro de la Unidad Ejecutora 004, me 
gustaría, a los efectos de su explicación, que hiciera uso de la palabra el señor Director de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- Dos de los tres cargos que se crean 
por este artículo eran de Alta Prioridad: el de "Coordinador de Políticas Territoriales" y el de 
"Coordinador de los Presupuestos Públicos" y ahora pasan al escalafón "Q". 


El tercero es el de "Coordinador de Estrategias de Desarrollo y Políticas de Inversión", pero como se aclaró 
el día lunes, en realidad se trata de un cargo de confianza de los nueve o diez de Alta Prioridad que a marzo 
de 2005 existían en la Oficina de Planeamiento y Presupuesto en el marco del artículo 22. Era un poco lo que 
decíamos hoy respecto al 5% del Rubro 0, es decir, los US$ 20:000.000 que estaban habilitados por el 
artículo 22, que ahora se elimina, y los que quedan pendientes cesan al vacar. 


Por eso esto no es esencialmente una creación; si bien se crean tres cargos, dos eran de Alta Prioridad, que 
ahora se suprimen, y uno correspondía al artículo 22. Quiero resaltar que en esa área los cargos de confianza 
que quedan son menos que los que existían. El saldo neto es menor al que existía si tomamos en cuenta los 
del artículo 22. Ese fue el intercambio que tuvimos el lunes. 


SEÑOR BRECCIA.- El artículo 100 dice: "Créase la Dirección Nacional de Emergencias, que funcionará en 
la órbita de la Presidencia de la República. Su titularidad será ejercida por un Director, cargo de particular 
confianza comprendido en el literal c) del artículo 9 de la Ley_N* 15.809 (...)". 


El artículo 101 establece un simple cambio de denominación. Concretamente expresa que: "La Secretaría de 
Comunicación Institucional creada por el artículo 55 de la Ley No. 18.362 de 6 de octubre de 2008, pasará a 


denominarse 'Secretaría de Comunicación"". 


Por su parte, el artículo 105 dice: "Asígnase en el Inciso 02 'Presidencia de la República', en la Unidad 
Ejecutora 003 'Casa Militar (...) "una partida de $ 2.000.000", exclusivamente y por única vez en el ejercicio 
2011, "a efectos de mantener la estructura edilicia del Mausoleo al General Artigas y el monumento al Prócer 
en condiciones óptimas". 


El artículo 115 establece: "Increméntase en el Inciso 24 'Diversos Créditos', Unidad Ejecutora 002 
'Presidencia de la República", Programa 320 'Fortalecimiento de la Base Productiva de Bienes y Servicios', 
Proyecto 746 "Programa de Apoyo al Sector Productivo", con cargo a la Financiación 1.1 'Rentas Generales', 
por los montos que se indican a continuación". Y allí está un detalle de los montos que se establecen para los 
años 2011 a 2014. 


SEÑOR ABDALA.- Realmente nos da la impresión de que tal como viene consagrado -eso lo estamos 
constatando-, el artículo 105 trae una buena noticia, en el sentido de que parecería que el Gobierno 
hubiera resuelto, como dice aquí, realizar un esfuerzo económico a los efectos de mantener la 
estructura edilicia del Mausoleo y del monumento. En algún sentido, eso implica mantener la situación 
incambiada en términos de que allí seguirá siendo el lugar donde descansarán los restos del Prócer y, 
por lo tanto, será el sitio donde los montevideanos y todos los uruguayos tendremos la posibilidad de ir 
a reverenciarlo. 


Yo quisiera confirmar si esto, en definitiva, implica dejar sin efecto de hecho lo que durante la 
Administración anterior fue una definición muy clara -que después quedó por el camino en todo o en parte-, a 
partir de una fuerte impronta del Presidente de la República de la época y que, como todo el país lo sabe, 
implicaba trasladar los restos al Palacio Estévez, dándoles una nueva ubicación. 


Todos sabemos que eso generó una enorme polémica; yo diría que inclusive ambientó una movilización 
popular importante de signo contrario a esa decisión, que por suerte -porque en definitiva, para eso también 
está la democracia- el clamor se canalizó adecuadamente y más tarde o más temprano, se terminó por 
sensibilizar al Poder Ejecutivo, y supongo que en este caso específicamente al entonces Presidente de la 
República, en cuanto a la inconveniencia, por razones que no voy a relatar ahora, de proceder en esa 
dirección. 


Entonces, queremos dejar constancia de la satisfacción que nos provoca esta decisión y consultamos a los 
representantes de la Presidencia de la República, en el sentido de si efectivamente esto es una afirmación o 
reafirmación de la situación actual y una forma de descartar definitivamente la intención, a nuestro juicio 
equivocada -lo decimos con respeto-, del Poder Ejecutivo anterior y en particular del entonces Presidente de 
la República. 


SEÑOR BEROJIS.- Simplemente una curiosidad. 


En el artículo 100 se crea el cargo de Director Nacional de Emergencias. Quisiera conocer el espíritu del 
Poder Ejecutivo en este sentido. Este Director es el que va a coordinar -supongo yo, por eso es mi pregunta- 
con los Comités Departamentales que presiden los Intendentes y el funcionamiento de esta Dirección 
esencialmente va a pasar por ahí, que es lo que naturalmente hacía el Comité Nacional de Emergencia en 
todos los departamentos. 


SEÑOR BRECCIA.- Con respecto a la pregunta que formula el señor Diputado Abdala, debemos 
ratificar desde la Presidencia de la República que, efectivamente, este artículo refleja la absoluta 
continuidad de esta Administración con la sensibilidad de la anterior, en especial, del ex Presidente 
Vázquez, cuando en su momento modificó lo que había sido su decisión original. 


En cuanto al tema de la creación de la Dirección Nacional de Emergencias, si el señor Presidente lo permite, 
me gustaría ceder la palabra al señor Prosecretario. 


SEÑOR CÁNEPA.- La Ley_N* 18.621 vino a culminar una parte del proceso de lo que es el Sistema 
Nacional de Emergencias, porque es la norma que lo crea formalmente, desde el punto de vista legal. 


Como ustedes saben, hace muchos años, desde la Presidencia de la República, en nuestro país existían 
los Comités de Crisis, que luego fueron evolucionando en un Comité de Emergencia, siempre a nivel de 
la Presidencia, donde se coordinaba fundamentalmente a través de las Fuerzas Armadas, cuando 
existían desastres naturales en nuestro territorio, la llegada inmediata de la articulación de distintos 
estamentos y elementos que el Estado tiene para atender esa circunstancia. 


Con la evolución del tema, con el correr de los años se estableció el Sistema Nacional de Emergencias, 
siempre dentro de la Presidencia de la República, como coordinación operativa y de hecho existen varios 
decretos que crearon la Dirección Técnica y Operativa, que hasta el día de hoy existe, que siempre está 
integrada por un representante del Ministerio de Defensa Nacional, por las Fuerzas Armadas, que es el que 
coordina operativamente en los momentos de desastre con quien tiene un desarrollo territorial en todos los 
aspectos, para llegar rápidamente y coordinar con todos los demás Ministerios cuando sucede, por ejemplo, 
una situación de inundaciones. 


Cuando se hizo esta Ley N* 18.621, que viene a culminar un largo proceso fruto de una cooperación 
internacional y de un estudio de gestión de riesgo, que sigue hasta el día de hoy, se crearon los Centros 
Coordinadores de Emergencia Departamentales -CECODE-, y la misma ley establece que los Intendentes son 
los responsables y los Presidentes de cada uno de estos Centros, donde queda mucho por hacer. Entonces, se 
creó el cargo de Director Nacional, directamente vinculado a la Presidencia, justamente para asumir la 
responsabilidad de representar a la Presidencia de la República. En este caso, es el Prosecretario el que tiene 
la función de seguir este tema en nombre de la Presidencia, pero como la norma fue votada en el año 20009, si 
se revisan las versiones taquigráficas de la época, se verá que no podía ser creado el cargo en términos 
presupuestales, porque hay una prohibición constitucional con respecto a este tema. Por eso quedó para el 
futuro saldar esa situación. 


Estamos cumpliendo con lo que fue la voluntad original de la Ley N* 18.621 al darle el lugar de 
responsabilidad política al Director Nacional que viene a coordinar desde la Presidencia la parte política y la 
técnica operativa con los Centros Coordinadores de Emergencia Departamentales. 


A nivel internacional estamos siguiendo el Protocolo de Hyogo, que establece una plataforma internacional 
de cómo los países deben establecer su protocolo de actuación en el territorio cuando existen eventos 
climáticos severos o situaciones de desastre natural. Uruguay es uno de los signatarios de ese Protocolo y 
hemos incluido dentro de la ley, y ahora del Presupuesto, el cumplimiento de las responsabilidades 
internacionales para mejorar la coordinación a través de estos acuerdos cuando suceden esos hechos. Me 
aprovecho de la pregunta realizada por el señor Diputado Berois y abuso un minuto del tiempo de la 
Comisión -porque deseo que conste en la versión taquigráfica- para destacar el excelente trabajo que han 
realizado los Comités Departamentales de Emergencia en los últimos eventos severos que hemos sufrido en 
el país. Es sobre ellos que recae normalmente la mayor cantidad de trabajo y son las Intendencias las que 
coordinan con los Ministerios y, a su vez, también con la Presidencia de la República todo lo que significa la 
prevención de estos riesgos. 


Asimismo, quiero destacar y felicitar a todos los departamentos que han tenido que actuar -cuando les ha 
tocado y, fundamentalmente, hace quince días cuando llegamos a tener en un fin de semana cerca de 
quinientos evacuados, incluyendo los autoevacuados y que por suerte en los últimos siete días han retornado 
todos a sus hogares-, porque ha sido excelente el trabajo de los Comités Departamentales de Emergencia. 
Creo que vamos en el buen camino de seguir fortaleciendo un Sistema Nacional de Emergencia para prevenir 
mejor estos sucesos y, a su vez, para coordinar mejor cuando ellos se produzcan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa advierte al señor Secretario de la Presidencia que quedó colgada la 
consideración del artículo 104 y que deberíamos tratarlo antes de comenzar con la URSEA. 


SEÑOR BRECCIA.- Esto forma parte de un principio de especificidad que hemos pretendido 
imprimir desde la Presidencia a determinadas políticas públicas. Específicamente el Programa 442 
"Promoción en Salud" de la Unidad Ejecutora 001 "Dirección General de Secretaría" se transfiere al 
Inciso 12 "Ministerio de Salud Pública" y refiere a "los créditos asignados al "Programa de Salud 
Bucal Escolar", que funcionaba hasta ahora en la órbita de la Presidencia. 


Entendemos que este tipo de políticas que refieren a la salud deben estar funcionando en la órbita de los 
Ministerios correspondientes. 


SEÑOR ABDALA.- También celebro la aparición de este artículo 104. 


Entiendo que esto corrige también en algún sentido la actuación del Poder Ejecutivo anterior, en cuanto este 
Programa tuvo, en las postrimerías de la Administración presidida por el doctor Tabaré Vázquez, un 
tratamiento institucional diferente. 


Si mal no recuerdo -se aprobó en el Parlamento- nosotros lo votamos negativamente; se creó una persona 
pública paraestatal para administrar, precisamente, el Programa de "Salud Bucal Escolar", igual que para el 
Plan Ceibal. 


Por las razones de especialidad que acaba de mencionar el señor Secretario de la Presidencia, y que yo 
comparto, nosotros nos opusimos a esa solución. Nos parece que lo sensato es precisamente que un programa 
de estas características, por la elemental razón de materia, esté en la órbita del Ministerio de Salud Pública. 


Era la constancia que quería dejar. 


SEÑOR BRECCIA.- Voy a efectuar una aclaración simplemente para que conste en la versión 
taquigráfica. 


Seguramente que el señor Diputado Abdala no lo hizo con esa intención. Cuando él menciona que corrige, de 
alguna manera, lo llevado adelante por la anterior Administración, nosotros queremos dejar establecido que 
todo este tipo de modificaciones ha sido debidamente acordado con la Administración anterior también. No 
estamos enmendando la plana a nadie. Como podía quedar desprendido de su comentario, y yo por suerte no 
he perdido la gimnasia parlamentaria, quería hacer mención a esta situación. 


SEÑOR ABDALA.- Simplemente, quería dejar una constancia. 


Por supuesto que las valoraciones políticas siempre son subjetivas y bienvenida la aclaración que ha hecho el 
señor Secretario de la Presidencia. Sin perjuicio de ello, hay una corrección aunque más no sea desde el 
punto de vista institucional o administrativo. Antes que nada, es en ese sentido que lo expresamos, sin 
perjuicio de las valoraciones subjetivas que por supuesto todas son legítimas, las que podamos hacer nosotros 
y las que se hagan desde la actual Administración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como ya se trató en un paquete el artículo 98, referido a la Junta Nacional de 
Drogas, que tiene que ver, según me dicen, con el artículo 721 de "Diversos Créditos", yo pediría que lo 
analicemos antes de entrar al tema de la URSEA. 


SEÑOR GANDINLI.- Antes de entrar a estos bloques finales, vamos a solicitar volver al artículo 98 para 
efectuar una consideración general y al 721 que está en "Diversos Créditos" y no corresponde a este 
Inciso presupuestalmente pero sí en su contenido, dado que el artículo 721 fija la suma de 
"$ 10:000.000 -diez millones de pesos uruguayos- para ejecutar y apoyar las acciones definidas en la 
Estrategia Nacional contra las Drogas, mediante la realización de convenios", etcétera, y lo ubica en la 
Unidad Ejecutora 002 "Presidencia de la República". 


Queríamos pedir algún comentario al respecto y saber en qué marco de políticas y de planes se está 
realizando. De paso, y porque me parece de buena técnica, quería decir que el artículo 115 que acabamos de 
ver, se lo reubique en el Inciso al que a mi juicio corresponde, que es el Inciso 24 "Diversos Créditos". Al 
igual que el artículo que acabo de leer refiere a Presidencia, pero el propio artículo lo establece: 
"Increméntase en el Inciso 24", no en el 02. Por lo tanto, me parece que hay que renumerarlo allá y bajarlo 
aquí, más allá de que ya lo consideramos y de que no merece objeción su contenido pero sí su ubicación en el 
Presupuesto. 


SEÑOR BRECCIA.- Como habíamos manifestado, en el artículo 98 lo que se realiza es la creación de 
un crédito a los efectos de financiar gastos de funcionamiento de la Junta Nacional de Drogas, con 
cargo de reposición por parte de la misma a partir del Fondo de Bienes Decomisados. 


En el artículo 721 se habilitan esos $ 10:000.000 y como lo dice allí, destinado "a ejecutar y apoyar las 
acciones definidas en la Estrategia Nacional contra las Drogas, mediante la realización de convenios con los 
diferentes actores involucrados en la temática". Me gustaría ceder la palabra al señor Director de la Junta 
Nacional de Drogas a los efectos de desarrollar este artículo. 


SEÑOR ROMANI.- Agradezco el interés de los señores Diputados en este tema que sabemos es 
complejo y sobre el que, de alguna manera, en el Presupuesto Nacional y en otras decisiones políticas, 
creemos que se está avanzando en varios planos. 


Como ustedes sabrán, tanto la Secretaría Nacional de Drogas, de la cual soy Secretario General, y la 
Secretaría Nacional Antilavado de Activos son unidades técnico administrativas que articulan y coordinan las 
políticas definidas en la Junta Nacional de Drogas. 


Los artículos 90, 91, 92, 93 y 98 son un mecanismo de fortalecimiento en sus estructuras y en la 
disponibilidad que tienen, no para ejecutar políticas que no es nuestro cometido sino para articular y 
coordinar. Pero son de particular importancia los artículos 721 y 98, por los que se asignan créditos para 
gastos de funcionamiento, porque nos permiten explicitar cuáles son los programas en materia de políticas 
públicas en drogas. Tuvimos una etapa, que fue el fortalecimiento de los centros de tratamiento para usuarios 
problemáticos de drogas. Se crearon tres centros públicos: el Portal Amarillo, El Jagúel y Casa Abierta, y 
ahora, con este Presupuesto y las definiciones que ha dado la Junta Nacional de Drogas, pasamos a ampliar 
los aspectos de prevención y asistencia, en primer lugar, con las prestaciones que debe brindar el mutualismo. 
Hace unos días el señor Ministro de Salud Pública adelantó que la Junta Nacional de Salud va a incluir dentro 
de las prestaciones que debe brindar el mutualismo en forma obligatoria la atención para adictos y sus 
familias y la terapia individual y familiar, es decir, una asistencia multidisciplinaria. 


Dentro del paquete que nos brinda este Presupuesto, queremos generar lo que hemos llamado Fondos 
Concursables para proyectos de tipo comunitario. Nos referimos a aquellos proyectos o emprendimientos 
vecinales que puedan llevar a cabo ONG y asociaciones civiles, por supuesto, con la gestión local de los 
recursos por parte de las Intendencias. Consideramos que se pueden desarrollar distintas actividades en 
algunas zonas con las garantías que daría un Fondo Concursable. 


Con respecto al artículo 721, quiero decir que se ha pensado en una política de descentralización, que se ha 
desarrollado y desplegado hace mucho tiempo con las Intendencias. Estas nos han reclamado, precisamente, 
en buen criollo "¿Cuál es la tuya?", es decir, qué pone el Estado en esto, porque hasta ahora hemos 
desplegado estrategias con aportes del MIDES, de ASSE, de algunas Intendencias y de fondos que aportaba 
la Junta Nacional de Drogas. Por eso el artículo 98 hace posible que utilicemos para funcionamiento algunos 
rubros que están destinados a apoyar las iniciativas a nivel de descentralización. Pero nosotros planteamos, y 
es una de las estrategias fundamentales, la descentralización en la Junta Departamental de Drogas, y el 
artículo 721 nos permite destinar recursos genuinos para apoyar lo que ya se está haciendo. Quiero agregar 
que este artículo habla, explícitamente, de la Estrategia Nacional contra las Drogas. 


Pero lo que consideramos más importante, a partir de esta nueva obligación del mutualismo, es que se amplíe 
la oferta de plazas de tratamiento. Para ello pensamos desplegar convenios con instituciones privadas, ONG, 
debidamente acreditadas. Eso nos permitirá ampliar en un número importante, no solamente las plazas de 
internación, sino también la capacidad de atención grupal, y la capacidad de atención en centros de día y 
centros ambulatorios. Nosotros pensamos que es una cifra lo suficientemente contundente como para realizar 
la complementación público-privado, que ahora sí estamos en condiciones de ofrecer. En realidad, los montos 
que se plantean son lo suficientemente interesantes como para multiplicar y triplicar las plazas de atención 
ambulatoria y de internación de centros diurnos. Esto se puede lograr a través de convenios público-privados. 


Creo que esto se puede hacer porque el Estado y las instituciones públicas dijeron: "Presente". Se puede 
hacer porque ahora tenemos un marco regulatorio, que es el Decreto N* 36/007. Este Decreto regula los 
centros de tratamiento, los que pueden ser inspeccionados y regulados por el Ministerio de Salud Pública. 
Además, tenemos un Programa Nacional de Usuarios en Drogas, que muchos Diputados conocen, que brinda 


una orientación con una modalidad determinada, que puede exigirse tanto al mutualismo como a los centros 
privados. 


Entonces, estamos hablando de fortalecimiento de las Secretarías -que juegan un papel de articulación-, de 
Fondos Concursables para Proyectos Comunitarios, de descentralización para poder apoyar a las Intendencias 
y a las gestiones locales de los distintos departamentos, fundamentalmente para la prevención de la droga, y 
de ampliación del tratamiento a través de lo que plantea el Ministerio de Salud Pública y lo que nos brinda el 
artículo 721, que permite la complementación público-privada a partir de los entes testigos que ya tenemos. 
Esto se complementa, en una visión integral, con lo que plantea el artículo 227, que pertenece al 

Inciso "Ministerio del Interior", y que autoriza a destinar los recursos humanos y financieros necesarios para 
lograr un eficiente cumplimiento del Plan Nacional Permanente Integrado de Operaciones contra el 
Narcotráfico y Lavado de Activos. Es decir que seguimos manteniendo un enfoque integral, debidamente 
equilibrado. 


También hicimos recomendaciones a ASSE a efectos de que destine fondos a lo que sea de su competencia. 


Esto es lo que quiero trasladar para que se sepa lo que podemos realizar con este Presupuesto, y que yo 
recomiendo fervientemente, como mecanismo de fortalecimiento de las políticas públicas relativas a las 
drogas. 


SEÑOR PÉREZ GÓNZÁLEZ.- Quisiera que se ampliara un poco más lo relativo a los Fondos 
Concursables para Obras Comunitarias. 


SEÑOR ROMANI. La idea es crear, teniendo en cuenta lo que nos permite el Presupuesto, un Fondo 
en el que concursen distintos proyectos de asociaciones civiles y sociedades de fomento barriales que 
tengan programas a nivel comunitario, que nos permita avanzar en lo que nosotros llamamos 
"estrategia comunitaria" tanto en Montevideo como en el interior. 


SEÑOR GANDINI.- En el artículo 98 se prevé una partida de $ 2:000.000 para "Recursos con 
afectación especial", y no me queda claro si es por una sola vez o si es anual. 


Hago esta consulta porque esta partida se destina a "Recursos con afectación especial" con cargo al Fondo de 
Bienes Decomisados de la Junta Nacional de Drogas, y no sé si el Fondo puede atender todos los años esa 
asignación, o si se está apelando a un monto fijo que hay ahora para disponer de él. Pero como no se dice si 
es anual o no y no tengo nada para ver si está planillado anualmente, quiero saber si la partida es anual o por 
una sola vez. 


SEÑOR BRECCIA.- Con absoluta honestidad intelectual debo decir que entendemos que se trata de 
una partida anual, pero no estamos absolutamente seguros de que sea así. Creemos que es anual 
porque, inclusive, el Fondo de Bienes Decomisados está incrementándose permanentemente. Entonces, 
entendemos que lo que se hace es crear el crédito para que se pueda utilizar esa partida y luego ser 
devuelta a partir de la subasta que se realiza de dichos bienes. 


SEÑOR ROMANI.- Quisiera responder con la misma honestidad intelectual del señor Secretario de la 
Presidencia. El espíritu de este artículo es contar con recursos del Fondo de Bienes Decomisados que 
no fueran solamente de inversión y que pudiésemos manejarlo dentro del concepto de funcionamiento. 
Esa fue la recomendación de la Secretaría Nacional de Drogas porque muchas veces teníamos acceso a 
estos créditos pero solamente para el tipo de inversión y no para funcionamiento. Entonces, nos da la 
posibilidad de hacer un uso más racional de estos créditos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Correspondería pasar a considerar los artículos 116 a 123 de la URSEA. 


SEÑOR BRECCIA.- En el artículo 116 se autoriza a la Unidad Reguladora de Servicios de Energía y 
Agua (URSEA) a celebrar convenios de pago con un plazo máximo de hasta 24 cuotas mensuales 
calculadas en unidades indexadas. Esto obedece a la necesidad de obtener por parte del organismo el 
cobro en determinadas situaciones de morosidad y facilitar, como se ha hecho con otros organismos 
públicos, la posibilidad de cuotificación de los adeudos. 


En el artículo 117 se incrementan en esta misma Unidad Ejecutora con la financiación "Recursos con 
Afectación Especial" los créditos de funcionamiento según el detalle que allí se expresa, correspondiente a 
otros bienes de consumo, otros servicios no personales y partidas a reaplicar, todo ello para los años 2011, 
2012, 2013 y 2014. 


En el artículo 118 se incrementa, también con cargo a la Financiación 1.2 "Recursos con Afectación 
Especial", en $ 4:960.439 la asignación presupuestal del Proyecto 972, "Informática" de esta Unidad 
Ejecutora 006, "URSEA". 


En el artículo 119 se autoriza a la URSEA a solicitar a los sujetos pasivos de la Tasa de Control del Marco 
Regulatorio -esto es la tasa que percibe la URSEA por la prestación de sus servicios de contralor- la 
información contable que entienda necesaria y suficiente a los efectos del control del cumplimiento del pago 
de la misma y establece, obviamente, que la información solicitada mantendrá la reserva del caso. 


En el artículo 120 se autoriza a la URSEA a suscribir acuerdos con los Gobiernos Departamentales u otras 
instituciones públicas o privadas de forma de cumplir eficazmente con sus cometidos básicos, permitiendo el 
acceso a la información de los ciudadanos para ejercer la defensa de sus derechos en las áreas de competencia 
de la citada reguladora. 


Los artículos 121, 122 y 123, si no me equivoco y no he perdido cierto olfato político, van a ser quizás objeto 
de discusión 


En el artículo 121 se sustituye el artículo 1 de la Ley N* 17.598, de creación de la URSEA, con los 
agregados establecidos que allí se mencionan, por el texto que allí se establece cuya lectura voy a obviar por 
resultar sumamente clara y porque sería extenso de realizar. 


En el artículo 122 se establece que "(...) Las competencias comprendidas en el artículo anterior, se cumplirán 
de conformidad con los siguientes objetivos (...)", y se explicita que esas competencias se realizarán 
siguiendo las políticas fijadas por el Poder Ejecutivo, quien reglamentará los procedimientos para el 
cumplimiento de ello. 


Por último, en el artículo 123, se sustituye el artículo 14 de la Ley_N” 17.598 y se establecen allí los 
cometidos y poderes jurídicos generales de la URSEA. 


SEÑOR BEROJIS.- Tengo algunas anotaciones -como muy bien decía el Secretario de la Presidencia- 
con respecto a los artículos 121, 122 y 123. No hay duda de que, de acuerdo con la redacción que tenía 
y con la redacción que se proyecta, se le quitan funciones importantes a la URSEA. Aquí dice: "La 
competencia de la Unidad Reguladora de Servicios de Agua y Energía (URSEA) será la regulación en 
materia de calidad, seguridad, defensa del consumidor y posterior fiscalización, en las siguientes 
actividades (...)"". Esto es lo que se le agrega en el proyectado. También se le agrega, en el inciso H) 
"Las referidas a la supervisión del funcionamiento y condiciones de seguridad de los generadores de 
vapor". Esto es lo que el proyecto trae como dirección de las futuras funciones de la URSEA. Y se le 
quita al artículo 2” de la ley "El fomento del nivel óptimo de inversión para la prestación de los 
servicios en la condición que fija la ley". El artículo 2* de la ley de creación decía: "Las actividades 
comprendidas en el artículo anterior, se cumplirán de conformidad con los siguientes objetivos". 


También se le quita "la libre elección para los usuarios entre los diversos prestadores en base a la información 
clara y veraz". También se quita el inciso B) del artículo 14: "Establecer los requisitos que deberán cumplir 
quienes realicen actividades comprendidas entre sus competencias", el C) "Dictaminar preceptivamente en 
los procedimientos de selección de concesionarios y autorizados a prestar servicios comprendidos dentro de 
su competencia, los que deberán basarse en los principios generales de publicidad, igualdad y concurrencia; 
sin perjuicio de lo establecido por el artículo 6* del Decreto-Ley N” 14.694, de 1” de setiembre de 1977". 
También se le quita el inciso C) del mismo artículo, y con él la función de "Preparar y presentar al Poder 
Ejecutivo para su aprobación, un pliego único de bases y condiciones para la celebración de los contratos 
habilitantes de la prestación de servicios comprendidos dentro de su competencia, al que deberán ajustarse 
los pliegos particulares que las Administraciones competentes confeccionen en cada caso". 


El inciso L), que ahora se proyecta que desaparezca, dice: "Examinar en forma permanente las tarifas y 
precios correspondientes a los servicios comprendidos dentro de su competencia, formulando las 
determinaciones técnicas y recomendaciones que entienda del caso". 


Y por último, se quita el literal O): "Prevenir conductas anticompetitivas y de abuso de posición dominante 
en las actividades de la industria respectiva, según lo dispuesto en los artículos 13 y siguientes de la Ley. 
N? 17.243, de 29 de junio de 2000, y 157 y siguientes de la Ley N” 17.296, de 21 de febrero de 2001, en 
materia de defensa de la competencia, respetando el principio de igualdad". 


No hay duda de que todo esto que se le saca, va a pasar a la órbita del Poder Ejecutivo, y entendemos que son 
funciones importantes. Todos conocemos la integración de la URSEA porque todos los actores y partidos 
políticos hemos participado de ella. Ahora, todas estas funciones que antes cumplía se quedarán en el Poder 
Ejecutivo, en el Ministerio de Industria, Energía y Minería. 


Creemos que vale el momento para que el señor Secretario de la Presidencia nos aclare todo esto que debe 
tener un porqué y una dirección; es lo que nosotros pretendemos saber en el día de hoy. 


(Ocupa la Presidencia el señor Diputado Berois) 
SEÑOR BRECCIA.- Voy a tratar de ser muy claro. 


He leído detenidamente las normas proyectadas. Inclusive, hemos trabajado con el Ministerio de Industria, 
Energía y Minería en la redacción de algunas de ellas. Lo que debo afirmar, quizás para sorpresa de esta 
Comisión, es que si hay una novedad en estos artículos referidos a la Unidad Reguladora de los Servicios de 
Energía y Agua es que no hay novedad. 


El artículo 121 -que es el primero de los artículos que decía que iban a generar polémica- sustituye el 
artículo 1” de la Ley_N” 17.598, de 13 de diciembre de 2002. Este artículo establecía en su acápite algo 
particularmente importante porque es el que da el marco general para todas las competencias específicas que 
después se determinan en los diferentes literales. Ese acápite decía: "Créase como órgano desconcentrado 
[...]. La competencia de control de la URSEA se extenderá a las siguientes actividades". O sea que la URSEA 
siempre fue creada como unidad de contralor y fiscalización. Este es el espíritu de su creación. Lo que 
estamos haciendo acá -después se va a ver de la misma forma con la URSEC- es explicitar esa situación. Por 
eso, el artículo 122, que sustituye el artículo 2* de la Ley_N* 17.598, de 13 de diciembre de 2002, establece: 
"Las competencias comprendidas en el artículo anterior" -es decir, las de control- "se cumplirán de 
conformidad con los siguientes objetivos, siguiendo las políticas fijadas por el Poder Ejecutivo". En materia 
de organismos de contralor y de control de la competencia, esto no es ninguna novedad. Los organismos de 
control de la competencia funcionan para el control, la fiscalización, la supervisión y la protección de 
derechos de consumidores y usuarios, pero no para el establecimiento de las políticas que se deben seguir en 
los ámbitos de su competencia. Resultaría particularmente absurdo, en el caso específico de la URSEA, que 
las políticas en materia de energía, de agua, de gas y de seguridad en la generación de determinado tipo de 
energía las fijara el organismo de contralor. El organismo de contralor supervisa y controla la operación de 
los actores en esos mercados, pero siempre siguiendo los lineamientos de las políticas que fija el Poder 
Ejecutivo. 


Por eso, reitero que si hay alguna novedad en estos artículos, con los cuales se genera mucho ruido en la 
comunicación, es que realmente no existe novedad con respecto a lo que venía sucediendo de acuerdo con lo 
que era el marco normativo de estos organismos. Ahora, si después, a través de la aplicación de determinadas 
decisiones -no me refiero específicamente al caso de la URSEA; me voy a referir luego al caso de la 
URSEC-, por cuestiones estrictamente técnicas que son muy sencillas de instrumentar y que a veces marcan 
pautas en la política que deben ser marcadas por el Gobierno, los organismos de contralor exceden las 
facultades que tenían legalmente, es otro cantar. Pero las facultades que estos organismos siempre tuvieron 
fueron las de contralor, fiscalización, supervisión y garantía de los derechos de consumidores y usuarios. 


En cuanto a algunos de los cometidos específicos que se planteó que se suprimían, con toda honestidad, creo 
que hay un error. Se dijo que se suprime el literal 1) -"Examinar en forma permanente las tarifas y precios 
correspondientes a los servicios comprendidos dentro de su competencia"-, pero queda como literal 1). 
Después, algún otro caso, como el de "Establecer los requisitos que deberán cumplir quienes realizan 
actividades comprendidas dentro de su competencia", está implícito en el literal b) que es "Dictar reglas 


generales e instrucciones particulares que aseguren, en el marco de sus competencias específicas definidas en 
el artículo 1 de esta ley, el funcionamiento adecuado de los servicios comprendidos en sus áreas de 
actividad". 


Ahora bien, algunos otros cometidos y poderes establecidos en el artículo 14 de la Ley N* 17.598, como por 
ejemplo "Preparar y presentar al Poder Ejecutivo para su aprobación, un pliego único de bases y condiciones 
para la celebración de los contratos habilitantes de la prestación de servicios comprendidos dentro de su 
competencia", o como "Dictaminar preceptivamente en los procedimientos de selección de concesionarios y 
autorizados a prestar servicios comprendidos dentro de su competencia", deben ser cumplidos dentro de la 
órbita de la Dirección Nacional de Energía y no dentro de la URSEA. Esta es una decisión obviamente 
política, que podrá ser compartida o no, pero entendemos que está dentro de la fijación de políticas en este 
campo. 


SEÑOR ABDALA.- Valoro mucho el esfuerzo dialéctico del señor Secretario de la Presidencia, que 
además lo sé honesto y sincero. Sin embargo, francamente, esta redacción me sugiere dudas 
importantes. Tal vez el problema sea de redacción, ¡ojalá!, pero entiendo que la introducción de este 
elemento en la nueva redacción del artículo 2” puede llevar a afectar la independencia técnica de la 
entidad reguladora que estamos analizando, que está reconocida a texto expreso por el artículo 3” de la 
ley vigente. 


Sé que es una cuestión de roles. Obviamente, el titular de las políticas en materia de energía y de 
comunicaciones es el Poder Ejecutivo. Eso no está en cuestión. Ahora, las entidades reguladoras, más allá de 
su ubicación institucional, que en este caso es la del Poder Ejecutivo como órgano desconcentrado, desde el 
punto de vista técnico, se entiende que deben gozar de la mayor autonomía en esa dirección y la ley debe 
acordarla y protegerla. Creo que esta variante que se introduce, cuyo sentido no entiendo muy bien, puede 
desmentirla o dificultarla. Concretamente, se hace referencia a las competencias del artículo anterior. Me 
parece que, tanto en cuanto al ejercicio de las competencias regulatorias, que son las que se describen en el 
artículo 1%, como en cuanto a los propios objetivos de política energética o de comunicaciones, que son los 
que eventualmente se describen en el artículo 2”, debe haber una independencia técnica que debe estar 
acordarda y asegurada, desde el punto de vista legal, en la actuación de las entidades reguladoras. 
Obviamente, esa independencia técnica tiene sus límites en los propios límites que establece el sistema 
jurídico y la ley vigente. Me parece que es una solución que, en algún sentido, puede debilitar a la URSEA. 
Además, más allá de la interpretación del sentido literal o de la interpretación jurídica que acaba de ensayar 
el señor Secretario de la Presidencia, no me queda claro qué es lo que busca el Poder Ejecutivo con esta 
modificación. Sería bueno que se aclarara. Repito: la reafirmación de la titularidad de la política no es 
necesario establecerla en este caso. Es decir, el Poder Ejecutivo es "per se" el titular de la política en cada una 
de las actividades que son competencia de la URSEA en tanto entidad regulatoria. Pero preservemos la 
independencia técnica, que repito me parece que corre riesgos, porque esta solución establecería en algún 
sentido una especie de alineamiento en cuanto al ejercicio de las competencias de las entidades regulatorias a 
las políticas que el Poder Ejecutivo dicte. Y si lo que se pretende es preservar la política energética o de 
comunicaciones -en el caso de la URSEC-, entiendo que no es este el camino y que, además, el Poder 
Ejecutivo tiene la potestad de hacerlo. No tiene por qué buscar reaseguros en el estatuto que corresponde a la 
vida y a la competencia de las entidades reguladoras. Allí corresponde a las entidades reguladoras. Reitero 
que creo que es de interés público asegurar la mayor libertad de acción dentro del marco legal para que 
regule los mercados y la libre competencia -cuando se trate de un régimen de competencia- y, al mismo 
tiempo, se garanticen, como aquí se dice, la protección del ambiente, la seguridad del suministro, etcétera. 


Más allá de que me consta la buena voluntad del señor Secretario de la Presidencia de convencernos de las 
bondades de esta solución, francamente advierto más riesgos que bondades en esta propuesta. 


SEÑOR BRECCIA.- Lo que acaba de manifestar el señor Diputado Abdala de alguna manera nos 
ratifica, por el contrario, en la bondad de esta solución. El señor Diputado manifestaba la conformidad 
con lo que nosotros habíamos expresado en el sentido de que la determinación de las políticas en estos 
ámbitos corresponde al Poder Ejecutivo. Como coincidimos en esto con el señor Diputado Abdala, creo 
que no se debiera interpretar como una exacerbación de ninguna forma de los poderes conferidos al 
Poder Ejecutivo en esta materia si se explicita en la ley -yo decía que es lo único que acá se está 
realizando; por eso decía que la novedad es que no hay novedad- lo que ya viene de antemano, o sea, 


que el ejercicio de sus competencias por parte de esta Unidad Ejecutora se realiza siguiendo las 
políticas fijadas por el Poder Ejecutivo. 


Con relación a la independencia técnica de la URSEA, fíjense qué curiosidad. Precisamente, nosotros 
agregamos en el artículo 14 como literal C) un literal que figuraba como literal F) de la redacción anterior, 
que dice: "Dictar normas técnicas con relación a dicho servicio". Y, luego, el literal D) dice: "Controlar el 
cumplimiento de las normas jurídicas y técnicas aplicables por parte de los operadores públicos y privados, 
prestadores de servicios comprendidos dentro de sus competencias, pudiendo requerir la información 
necesaria para el cumplimiento de sus cometidos". Se agrega: "Realizar las inspecciones que sean necesarias 
para el cumplimiento de sus cometidos; recibir, instruir y resolver en vía administrativa y sin perjuicio de las 
denuncias y reclamos de los usuarios y consumidores; proteger los derechos de los usuarios y consumidores". 
Es decir, están absolutamente todas las facultades dadas a estos organismos para asegurarles su 
independencia técnica. Lo que se está haciendo -y lo reitero aunque parezca sobreabundante porque me 
interesa dejarlo bien claro para que conste en la versión taquigráfica- no es innovar sino explicitar lo que ya 
se sabía, aclarando el sentido de lo que para nosotros ya estaba claro en la norma legal: las políticas en esta 
materia las fija el Poder Ejecutivo. Además, el señor Diputado Abdala -creo que con acierto- acaba de 
establecer esto, coincidiendo con lo que nosotros habíamos afirmado. 


SEÑOR ABDALA.- Sin ánimo de prolongar este intercambio, quiero dejar una constancia. 


Probablemente estemos llegando a la conclusión de que tenemos visiones distintas. Creo que no hay que 
mezclar la política con la potestad regulatoria. Reitero que el Poder Ejecutivo es el titular de las políticas y 
está en su derecho y es su obligación impulsarlas. Por ejemplo, en el caso de la política energética, el titular 
es el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Industria, Energía y Minería y, naturalmente, las empresas 
energéticas son ejecutoras de esas políticas, no en su totalidad pero en parte importante, de manera particular 
en un mercado monopólico como el nuestro. Pero otra cosa es la entidad reguladora y la potestad regulatoria 
que, a mi juicio, una no debe estar alineada o subsumida a la otra. En tal caso, todas deben sustanciarse o 
procesarse en el marco de la ley y del sistema jurídico vigente. Pero creo que por esta vía debilitamos la 
potestad regulatoria, porque la alineamos a las políticas del Poder Ejecutivo. 


En algún sentido, lo que estamos diciendo es que el Directorio de la URSEA, una vez que se proponga 
definir un marco regulatorio con relación a cualquier actividad en competencia, antes que nada tendrá que 
mirar al Poder Ejecutivo, consultarlo y precaverse de no estar colidiendo o entrando en contradicción con lo 
que se supone es la política del Gobierno en la materia que, por definición, es algo bastante difuso, porque las 
políticas en materia energética se supone que son lineamientos, que no están explicitadas en un solo cuerpo 
sino que más bien obedecen a aspectos que son de carácter político; no están contenidas en una norma o en 
un decreto. Probablemente haya distintas piezas jurídicas referidas, que le den sustento o sostenibilidad a la 
política, pero no se agota solo en eso. Me parece que ya entramos en un terreno de discrecionalidad por el 
cual el poder que asume o que gana la Administración Central o el Poder Ejecutivo ante las entidades 
reguladoras desde este punto de vista, a mi juicio, es incuestionable. Y es tan incuestionable como 
inconveniente en cuanto a las consecuencias que pueda provocar. Repito: tal vez sean dos opiniones distintas 
y tengamos una diferencia también en este aspecto con el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR BRECCIA.- Quiero hacer un simple comentario. Evidentemente, quizás tengamos una 
diferencia de enfoques con el señor Diputado Abdala o con otros Representantes. Nosotros 
simplemente reiteramos que el marco normativo en el que hoy se mueven las Unidades Reguladoras 
implica -sin que nos tiemble la voz para decir esto-, en materia de política de energía y agua, la marca 
del Poder Ejecutivo. Y si la Unidad Reguladora y de contralor desean tomar decisiones que afecten la 
política de energía y de agua del Poder Ejecutivo, obviamente deberá consultarlo. Como muy bien dijo 
el señor Diputado Abdala, deberá mirar al Poder Ejecutivo. No pretendemos ocultar una realidad que 
existe hoy; lo único que hacemos es explicitarla para que quede absolutamente clara. 


SEÑOR PRESIDENTE. Se pasa a considerar los artículos 124 a 130, relativos al Instituto Nacional de 
Estadística. Sería bueno que estos artículos se trataran en conjunto. 


SEÑOR BRECCIA.- Exactamente, eso era lo que pretendía indicar. Me gustaría ceder la palabra a la 
señora Directora del Instituto Nacional de Estadística, economista Laura Nalbarte, a fin de que 


desarrolle el contenido de estos artículos. 


SEÑORA NALBARTE.- Antes de entrar al articulado quiero hacer una referencia en el marco de lo 
que se ha realizado en el presupuesto del Instituto Nacional de Estadística. Pretendemos que el 
Instituto Nacional de Estadística pueda responder a las necesidades más crecientes de información 
necesaria día a día para la toma de decisiones de las políticas públicas. El Instituto Nacional de 
Estadística históricamente ha tenido independencia técnica y transparencia en los distintos Gobiernos, 
no importando el color político. La idea es seguir trabajando sobre esto. Hoy por hoy, el Instituto 
Nacional de Estadística satisface cierta demanda y producción de estadística nacional, y debe cumplir 
un rol en el sistema estadístico nacional, que se lo impone la Ley N” 16.616, que establece que el INE 
tiene como cometido ser rector del sistema estadístico nacional. En ese sentido, el INE ha elaborado su 
presupuesto apostando a fortalecer el sistema estadístico nacional y a traer técnicos que le permitan 
jugar ese rol rector de este sistema en el sentido de coordinar todo lo que tiene que ver con las políticas 
oficiales, es decir, avalando, trabajando, instruyendo y capacitando a las distintas oficinas de 
estadística que tienen los diferentes Ministerios, los Entes Autónomos y demás, lo que actualmente no 
se está haciendo. En este sentido se armó el presupuesto. 


Como bien se dijo, los artículos que comprenden al Instituto Nacional de Estadística van desde el 124 al 130. 
Se trata de siete artículos que tienen distintas características: dos de ellos se relacionan con el gasto de 
funcionamiento, otros dos se vinculan a la utilización de los recursos y tres refieren a los recursos humanos. 
De acuerdo con lo establecido en el artículo 124, se otorga una partida anual de $ 2:062.324 para 
complementar la realización de la Encuesta Continua de Hogares, que -como es sabido-proporciona 
información acerca del desempleo y la tasa de actividad. Hemos estado trabajando en cambios en la forma de 
trabajo que implican nuevos gastos por encima de la línea base actual. A eso apunta esta partida de dos 
millones de pesos. 


El artículo 125 tiene que ver con recursos humanos, pero no implica costos. Establece la eliminación de la 
figura de contrato eventual de los encuestadores del Instituto Nacional de Estadísticas, que con la aprobación 
de esta norma pasarán a ser contratos temporales. 


Según el artículo 126, se otorga una partida de $ 19:000.000, con cargo a Rentas Generales para la 
contratación de personal. Aclaro -porque se ha planteado con respecto a otros artículos-que no se dice de qué 
tipo de contratos se trata. Uno podría pensar en las figuras contractuales temporales, tanto de derecho público 
como privado. Esta partida tiene dos componentes: uno relativo a la contratación de nuevo personal - 
fundamentalmente para trabajar en el fortalecimiento del sistema estadístico nacional- y otro referente a la 
regularización de contratos, pues muchos funcionarios del INE son eventuales y deberían pasar a ser 
contratados a término hasta que se efectúe la reestructura. 


El artículo 127 necesita una corrección, porque plantea un traspaso de rubros. Los $ 7:993,452 ya existen en 
la línea base, en gastos de funcionamiento, vinculados con el Índice de Precios al Consumo. Lo que pedimos 
a través de este artículo es que nos permitan transponer este monto al rubro cero y poder contratar a los 
encuestadores del Índice de Precios al Consumo como temporales y no como gasto, como hacemos ahora. 
Ustedes saben que el Índice de Precios al Consumo, que al día de hoy se realiza en el departamento de 
Montevideo, se está llevando a un Índice de Precios nacional, lo que implica contratar encuestadores para el 
interior del país. Actualmente esto se está haciendo a través de gastos, porque la plata la tenemos en ese 
rubro. Con este artículo pretendemos contratarlos como a los demás encuestadores del INE, como 
temporales, a efectos de tener todo unificado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Van a alcanzarnos una nueva redacción para el artículo 127? 

SEÑORA NALBARTE.- Sí; la idea es permitir una transposición al rubro cero. 

En el artículo 128 se establece una partida de $ 963.111 para becas de trabajo y pasantías. El objetivo 
fundamental es tratar de incorporar becarios año a año. Se trata de captar a aquellos estudiantes que están por 


finalizar su carrera y necesitan hacer pasantías o acceder a becas de trabajo para lograr su título y obtener 
créditos, en lo que está trabajando la Universidad al día de hoy. Hablamos de futuros estadísticos, 


economistas, sociólogos y gente especializada en computación. La idea es generar esa figura que actualmente 
el Instituto no tiene y que le sería de mucha utilidad. 


Según el artículo 129, "Los fondos a que refiere el Inciso final del artículo 117 de la Ley N* 18.172, de 31 de 
agosto de 2007, en la redacción dada por el artículo 61 de la Ley N* 18.362, de 6 de octubre de 2009, podrán 
ser utilizados para la contratación de personal que se considere imprescindible hasta la aprobación de las 
reestructuras organizativa y de cargos del Inciso". Quiere decir que mientras la reestructura no se efectivice 
podrán realizarse contratos eventuales y planteamos que, en la medida en que estos dejen de estar vigentes, 
podremos recurrir a contratos temporales. 


Por último, el artículo 130 tiene que ver con incrementos de gastos de funcionamiento asociados con algunas 
formas nuevas de trabajo en el INE. Al respecto, ya mencioné el ejemplo del Índice de Precios al Consumo. 
El hecho de que se amplíe al interior implica gastos relacionados con viáticos, combustible, transporte y 
traslado de encuestadores, supervisores, etcétera, además de la realización de nuevos trabajos de control de 
calidad de la información. En este sentido, puedo agregar que a partir del año pasado se implementó una 
División de Control de Calidad, que implica gastos de funcionamiento. Además, contamos con una División 
de Normalización, Investigación y Proyectos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar el artículo 131, relativo a reclutamiento y selección. 


SEÑOR BRECCIA.- Me gustaría ceder la palabra a la Directora de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil, doctora Tejera, para que se refiera este artículo y también a los que van del 132 al 142, que 
refieren a ese organismo. 


SEÑORA TEJERA.- El día lunes tratamos el artículo 131, pero podemos reiterar que se trata de 
agregar dos literales referidos a los cometidos de la Oficina Nacional del Servicio Civil: uno relativo a 
la instrumentación y administración de un sistema de reclutamiento y selección del personal, y otro 
vinculado con el fortalecimiento de la Oficina, para diseñar, definir y regular políticas de 
administración en materia de recursos humanos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Vendrá una nueva redacción para este artículo? 


SEÑORA TEJERA.- Estuve pensando al respecto y creo que en el literal O) del artículo 131 
deberíamos establecer que los ingresos se harán previo concurso. Quizás en los artículos 51, 52, 55 y 68, 
que regulan los contratos, debería establecerse específicamente que habrá que realizar concursos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿El artículo 131 quedaría como está? 


SEÑORA TEJERA.- Dejaríamos el 131 como está, porque no encuentro la redacción adecuada para 
establecer que cuando los arrendamientos de obra superen las tres contrataciones directas van a ser a 
través de concursos, pero que no ocurrirá lo mismo con todos los casos. Por eso prefiero estipularlo 
directamente en los artículos que refieren a los contratos. 


SEÑOR ABDALA.- Simplemente, quiero dejar una constancia con relación a algo que planteamos el 
lunes pasado, en ocasión de la visita de la Directora de la Oficina Nacional del Servicio Civil, en cuanto 
a que el literal O) está referido -como en todas las instancias presupuestales anteriores a las que hacía 
referencia la señora Directora- a lo que popularmente se conoce como sistema de ventanilla única. 
Nosotros dijimos -y queremos reiterarlo hoy- que el Partido Nacional aspiraba a una solución bastante 
más ambiciosa que esta. Inclusive, presentamos un proyecto de ley que entregamos en mano al señor 
Secretario de la Presidencia, quien muy amablemente lo recibió y que, a nuestro juicio, tenía una 
diferencia cualitativa con este mecanismo que se propone, pues definía una competencia exclusiva y un 
ámbito específico para resolver los ingresos y ascensos de toda la Administración Central. Nos hubiera 
gustado más esa solución, que nos parece que hubiera sido bastante más revolucionaria o, por lo 
menos, más reformadora que esta que viene que, no siendo mala, nos parece que no es completamente 
satisfactoria por las razones que ya expresé. Pero, como el tema vuelve a tratarse y, además, está 
presente el señor Secretario de la Presidencia, aprovecho para reiterarlo. 


SEÑORA TEJERA.- Los artículos 132 y 133 se refieren a créditos para tener los recursos humanos 
necesarios debido a los nuevos cometidos de la Oficina. El artículo 132 establece una partida de 
$ 1:100.000 con financiación de Rentas Generales para contratación de becarios y pasantes, y el 133 
establece una partida de $ 12:330.000 para contratación de personal. 


El artículo 134 refiere a la autorización a la Oficina Nacional del Servicio Civil a efectos de realizar la venta 
de las publicaciones que edita, así como para fijar el precio. Esto es una modificación del artículo 54 de la 
Ley N* 15.903, que comprendía las publicaciones que editaba el Instituto Nacional del Libro. 


En el artículo 135 se incrementan los créditos asignados a gastos de funcionamiento en la Financiación 1.2 
"Recursos con afectación especial", porque recaudamos más del crédito del que disponíamos. Por ese motivo, 
aumentamos de $ 70.000 a $ 100.000. 


El artículo 136 refiere a la transformación de un cargo en virtud de un recurso presentado por una funcionaria 
que estaba dentro del escalafón C, grado 10 y, en realidad, le corresponde el escalafón C, grado 12. 


SEÑORA MILANESI.- Los artículos 137 a 142 tratan de una asignación adicional de recursos de 
créditos para la Oficina que contaba con créditos bastante menguados porque en el Período pasado 
todos los créditos para la transformación del Estado fueron otorgados en el Inciso 24, Diversos 
Créditos. Entonces, los créditos de funcionamiento común estaban bastante menguados. 


El artículo 137 otorga una partida mayor para gastos de funcionamiento para el Programa 343. La Oficina 
aporta a dos Programas. Uno es el 343, que tiene que ver con educación, y el otro es el 483, que tiene que ver 
con las políticas de recursos humanos. Dentro del Programa 343 se otorga mayores gastos para 
funcionamiento a la Escuela Nacional de Administración Pública, que va a tomar una dimensión más notoria, 
porque, entre otras cosas, pretendemos ser un centro regional de referencia para América Latina. También 
estamos tramitando un convenio con la ENA de Francia. Todo esto va a generar mayor cantidad de cursos, de 
contrataciones y estamos gestionando que nos concedan un espacio adicional. Entonces, en el artículo 137, 
por Rentas Generales, se otorgan mayores gastos de funcionamiento. 


En el artículo 140 también se otorgan gastos de funcionamiento, pero desde el punto de vista de la 
Financiación 1.2 que refiere a la cobranza que puede hacer la Escuela Nacional de Administración Pública 
por los cursos dictados fuera de la competencia de la ley que define los cursos obligatorios para el ascenso. 


En el artículo 139 se pide un crédito adicional para el Objeto del Gasto 721 "Gastos Extraordinarios" que, por 
razones obvias, van a ser necesarios debido a la mayor cantidad de actividades y cometidos. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Ibarra) 


En el artículo 141 se otorgan más créditos de gastos de inversiones para los Proyectos 971, 972 y 973. La 
mayor cantidad de inversiones se da en lo que tiene que ver con informática. Debemos tener en cuenta que el 
sistema proyectado de ventanilla única va a requerir una inversión muy importante que comienza este año, 
pero va a ser necesaria una buena cantidad de dinero para los próximos Ejercicios. 


El artículo 142 asigna partidas presupuestales por el artículo 19 de la Ley_N* 18.172 dado que, como fue 
otorgada la posibilidad de cobrar cursos por la ley de Rendición de Cuentas, no teníamos asignación 
presupuestal. Entonces, ahora estamos otorgando los créditos por ese concepto. 


SEÑOR BEROJIS.- Con respecto al artículo 140 que hace referencia al artículo 19 de la Ley _N* 18.172, 
me gustaría que se me explicara mejor el tema de que los usuarios reembolsan los cursos que reciben. 


SEÑORA MILANESI.- El artículo 19 habilita a la Oficina a efectuar convenios con organismos 
públicos y privados. Entonces, quienes tomen los cursos deberán reembolsarlos. La reglamentación del 
artículo 19 prevé que los ingresos generados por ese concepto puedan ser utilizados tanto en gastos de 
funcionamiento como en contrataciones o inversión. 


Antes no existía el crédito. Desde que fue aprobado este artículo estuvimos funcionando con refuerzo de 
crédito y ahora lo estamos otorgando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A continuación, ponemos a consideración los artículos 143 a 149, que 
corresponden a URSEC. 


SEÑOR BRECCIA.- Los artículos 143 a 149 refieren a la Unidad Ejecutora 009 "Unidad Reguladora 
de Servicios de Comunicaciones" del Inciso 02 "Presidencia de la República". 


En el artículo 143 se incrementan los créditos presupuestales anuales en $ 10:000.000, "con el objetivo de 
hacer frente al pago de remuneraciones. Dichos créditos incluyen todas las partidas de remuneración que 
permiten avanzar en el llenado de la estructura de URSEC, a través de la provisión parcial de cargos 
vacantes. Las partidas de remuneraciones personales incluyen previsiones para aguinaldos, aportes sociales y 
beneficios sociales". Es menester destacar que en los años 2007 y 2008 se llevó a cabo en la Unidad 
Reguladora de Servicios de Comunicaciones un importante proceso de reestructura, que contó con el aporte 
de consultorías privadas a efectos de determinar los perfiles de los cargos a llenar en cada escalafón y se 
realizaron concursos para el llenado de los cargos vacantes, con la supervisión de consultorías privadas para 
los concursos de los cargos de Alta Conducción y de Supervisión. Estas partidas que se están habilitando 
refieren, precisamente, al llenado de la estructura de la URSEC en los cargos vacantes para los que se 
realizaron los concursos. 


El artículo 144 incrementa los créditos presupuestales anuales de la referida Unidad Ejecutora por los 
conceptos que se detallan. 


El artículo 146 sustituye el artículo 73 de la Ley_N* 17.296 de 21 de febrero de 2001. La nueva disposición 
establece lo siguiente: "Competen a esta Unidad la elaboración de normas técnicas, la fiscalización y el 
control de las actividades referidas a las telecomunicaciones [...]" -a continuación, hay una definición de las 
telecomunicaciones que no altera la que venía siendo aplicada hasta el momento- "[...] y, asimismo, las 
referidas a la admisión, procesamiento, transporte y distribución de correspondencia realizada por operadores 
postales". Se establece esto cumpliendo con los antecedentes de los mercados en competencia en los cuales 
actúa esta Unidad, que incluye también los mercados de distribución de correspondencia. 


El párrafo segundo expresa: "Las competencias referidas en el inciso anterior se cumplirán de conformidad 
con los objetivos y las políticas definidos por el Poder Ejecutivo, quien reglamentará los procedimientos a 
tales efectos". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando estuvo el Ministerio de Economía y Finanzas, nos entregó el 
artículo 145, que había sido omitido. ¿Ustedes lo tienen? 


SEÑOR BRECCIA.- No, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, les entregaremos una copia, porque refiere a la Unidad Reguladora 
de Servicios de Comunicaciones, Inciso 002, Presidencia de la República. 


SEÑOR BRECCIA.- Seguramente, es un artículo cuyo faltante habíamos detectado. 


Con respecto al artículo 147, allí se establece: "Agréguese al final del artículo 74 de la Ley N* 17.296 [...]" - 
Ley de creación de la URSEC- "[...]'En su relación con la Dirección Nacional de Telecomunicaciones y 
Servicios de Comunicación Audiovisual, deberá brindar los elementos necesarios para el mejor cumplimiento 


m 


de las obligaciones vinculadas a las funciones establecidas para esta por la presente ley"". 


El artículo 148 establece una sustitución del artículo 86 de la Ley N* 17.296, expresando: "En materia de 
servicio de telecomunicaciones, la URSEC tendrá los siguientes cometidos y poderes jurídicos:- a. asesorar al 
Poder Ejecutivo y a sus organismos competentes aportando insumos para la formulación, instrumentación y 
aplicación de la política de comunicaciones;- b. velar por el cumplimiento de las normas sectoriales 
específicas;- c. administrar, defender y controlar el espectro radioeléctrico Nacional;- d. otorgar:- [...]" - 
menciono el numeral 2 del literal d. como novedad- "2. Sin perjuicio de lo anterior, cuando previa 


autorización genérica del Poder Ejecutivo y conforme al reglamento a dictar por el mismo, se asigne el uso 
de frecuencias por la modalidad de subasta u otro procedimiento competitivo, deberá comunicarse en el 
llamado a interesados el plazo de vigencia de la autorización que a tal efecto indique el Poder Ejecutivo y sus 
garantías de funcionamiento, bases sobre las cuales se autorizará el uso de las frecuencias [...]". El resto de 
los cometidos prácticamente son idénticos a los que ya establecía el artículo 86. 


SEÑOR ASTI.- Quiero hacer una aclaración con relación a este artículo, para una mejor técnica 
legislativa. 


En el literal h. se establece: "presentar por intermedio de la Dirección Nacional de Telecomunicaciones y 
Servicios de Comunicación Audiovisual, al Poder Ejecutivo para su aprobación, proyectos de reglamento y 
de pliego de bases y condiciones para la selección de las entidades autorizadas al uso de frecuencias 
radioeléctricas conforme lo establecido en el numeral 3 del literal d del presente artículo". Pero el numeral 3 
del literal d. no consta, por lo menos en esta versión. 


SEÑOR BRECCIA.- Seguramente, hay un error de tipeo. Lo revisaremos. 


De todas maneras, es interesante lo que señala el señor Diputado Asti porque en el literal h. también aparece 
una novedad en la redacción del artículo 86 de la Ley N* 17.296, por cuanto establece: "presentar por 
intermedio de la Dirección Nacional de Telecomunicaciones y Servicios de Comunicación Audiovisual, al 
Poder Ejecutivo para su aprobación [...]". 


En el artículo 149 se plantea sustituir el artículo 93 de la Ley N* 17.296 por el siguiente texto: "Sin perjuicio 
de los cometidos asignados por la presente ley a la Unidad Reguladora de Servicios de Comunicaciones, es 
competencia de la Dirección Nacional de Telecomunicaciones y Servicios de Comunicación Audiovisual, la 
formulación, articulación y coordinación de las políticas estatales en materia de telecomunicaciones y 
comunicación audiovisual". 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- En el literal d. del artículo 148 se establece otorgar: "1. 
Autorizaciones precarias para el uso de frecuencias del espectro radioeléctrico nacional, así como para 
la instalación y operación de estaciones radioeléctricas excepto las previstas en el artículo 94 b de la 
presente ley". ¿A qué ley se está haciendo referencia? 


SEÑOR BRECCIA.- A la Ley N'* 17.296. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Pero no aparece entre las leyes referidas. No sé qué se está 
dejando fuera de la URSEC. 


SEÑOR BRECCIA.- El artículo 94 b se está agregando en el Presupuesto. En el artículo 415 se 
establece: "Agrégase a continuación del artículo 94 de la Ley N” 17.296 de 21 de febrero de 2001, el 
siguiente:-'Artículo 94 bis.- Son competencias de la Dirección Nacional de Telecomunicaciones y 
Servicios de Comunicación Audiovisual las siguientes' [...]". Allí está la referencia que estaba 
solicitando. Este artículo está establecido entre las competencias de la Dirección Nacional de 
Telecomunicaciones y Servicios de Comunicación Audiovisual, dentro del Inciso correspondiente al 
Ministerio de Industria, Energía y Minería, que es de donde depende la referida Dirección. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿El artículo 145 cuenta con vuestro acuerdo? 
SEÑOR BRECCIA.- Sí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿La redacción queda tal cual está? 


SEÑOR BRECCIA.- Así es. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- En el literal d. del artículo 148 se otorgan autorizaciones 
precarias para el uso de frecuencias del espectro radioeléctrico nacional, así como para la instalación y 
operación de estaciones radioeléctricas excepto las previstas en el literal b. del artículo 94 de la 
presente ley. En el literal b. del artículo 94 de la presente ley se autoriza el funcionamiento de 
estaciones de radiodifusión, AM, FM y TV abierta. ¿Es así? 


SEÑOR BRECCIA.- Vamos a tratar de aclarar. 


Según la redacción que tengo, el literal d. del artículo 148 dice: "excepto las previstas en el artículo 94 b de la 
presente ley". En realidad debería decir artículo 94 bis. 


En el repartido a los señores Diputados dice exactamente igual: "Autorizaciones precarias para el uso de 
frecuencias del espectro radioeléctrico nacional, así como para la instalación y operación de estaciones 
radioeléctricas excepto las previstas en el artículo 94 b de la presente ley". En lugar de "94 b" debería decir 
"94 bis". 


SEÑOR GANDINI.- Es imposible considerar las modificaciones que se introducen en estos artículos a 
las competencias de la URSEC si no conocemos, al mismo tiempo, la creación de la Dirección Nacional 
de Telecomunicaciones y las competencias que se le atribuyen. 


La referencia que hace este cambio de redacción al artículo 86 de la Ley_N* 17.296 -que es la que crea la 
URSEC-, refiere al artículo 94 b de la presente ley, pero en realidad el 94 b de la presente ley no existe. 
Existe el artículo 415, que lo que dice es "artículo 94 bis". A lo mejor debería decir artículo 415 de la 
presente ley. Dentro del 415 se modifica el 94 y se le pone 94 bis 


Me parece que es muy difícil entender este rompecabezas si no vamos al fondo del asunto. Esto es que se 
transfieren competencias que tiene la Unidad Reguladora de Comunicaciones a una Unidad Ejecutora nueva 
del Poder Ejecutivo. Este es el meollo político del asunto. Tanto es así que la diferencia que tiene el 

artículo 146, que modifica el 73 de la Ley N* 17.296 -el 73 actual por el original- es una sola palabra. Le falta 
nada menos que la palabra "regulación". Ahora dice que competen a esta Unidad -la URSEC- la elaboración 
de normas técnicas, y antes decía "la regulación". ¿Por qué? Porque no le compete más regular a una Unidad 
Reguladora. Este es el fondo del tema. La Unidad Reguladora de Comunicaciones no va a regular más. La 
Unidad Reguladora de Comunicaciones, que es un organismo autónomo que se supone tiene la autonomía 
para poder gestionar técnicamente estos temas sin la influencia del poder político de turno, pierde esas 
potestades y se le devuelven a la vieja Dirección Nacional de Comunicaciones, que ahora se llama Dirección 
Nacional de Telecomunicaciones y Servicios de Comunicación Audiovisual. Se trata de la vieja Dirección 
Nacional de Comunicaciones, que todo un esfuerzo la llevó lograr independencia. 


A mi juicio, la URSEC, con esta combinación de normas, pierde la autonomía técnica, y la somete al interés 
político del Poder Ejecutivo que, cuando cambia, puede cambiar el interés político. Pierde las potestades para 
otorgar licencias y queda la URSEC solamente para autorizar banda ciudadana y radioaficionados. Lo otro es 
potestad del Poder Ejecutivo y de la Dirección de Telecomunicaciones. Pierde independencia para tomar 
decisiones, algunas de las cuales hacen a la esencia del organismo. 


La modificación de varios de estos aspectos tiende a hacer suponer que se reduce esta Unidad. De hecho, 
cuando uno mira el artículo 143, que parece inocuo desde el punto de vista presupuestal, lo que está haciendo 
es otorgar una partida para reestructura que permite absorber los cambios que se han realizado de los ochenta 
funcionarios que están, pero para los ciento cincuenta que se habían previsto no hay partidas. ¿Por qué? 
Porque, al rebajarse las potestades, la Unidad no va a necesitar ciento cincuenta como estaba previsto en la 
reestructura. Va a necesitar los que tiene, y va a ser medio decorativo. A mi juicio, queda para inspeccionar. 
Va a ser inspectora, pero no reguladora. La regulación va a quedar sometida al poder político, y esto se 
desprende notoriamente de la combinación de los cambios que se hacen en el Inciso 02, en el 

Inciso correspondiente al Ministerio de Industria, Energía y Minería y con la creación de esta Dirección 
Nacional de Telecomunicaciones. 


A mí me gustaría, en el momento que se entienda pertinente, escuchar la opinión del Presidente de la 
URSEC, que está en Sala y debe tener opinión al respecto. Lamentablemente no están los otros miembros, 
entre los que me hubiera gustado escuchar la opinión del Director que fue designado en representación de la 


oposición, pero por lo menos me gustaría escuchar la opinión del Director de la URSEC, que es la opinión 
oficial. El Director de la URSEC actual nos tiene que decir qué opina sobre el traslado de estas potestades a 
otro organismo que va a quedar con la tarea de regular -al menos en buena medida- dependiente del poder 
político. 


SEÑOR POSADA.- Cuando hoy se hacían algunos cuestionamientos al tema de pérdida de potestades 
de la URSEA, nosotros guardamos silencio porque en realidad coincidíamos con la visión que se 
establecía desde el Poder Ejecutivo, en el sentido de que no había afectación de las potestades 
reguladoras que esta tiene. En todo caso lo que hacían las modificaciones era preservar para el Poder 
Ejecutivo el establecimiento de las políticas en la materia. 


Distinto es el caso que está planteado acá, donde claramente hay una afectación del sentido o del objetivo 
para el cual fue creada la URSEC. Si no hay potestad reguladora, si se pierde la potestad reguladora, el 
organismo deja de tener sentido. Ese fue el fundamento por el cual se propuso la creación de una unidad que 
tuviera la potestad, justamente, de regular en estos organismos. Pero acá la potestad reguladora se transfiere 
directamente al Poder Ejecutivo por cuanto en el artículo 415 -que modifica el artículo 94 bis y habla de las 
competencias de la Dirección Nacional de Telecomunicaciones y Servicios de Comunicación Audiovisual- en 
el numeral 1 se dice: "realizar propuestas y asesorar al Poder Ejecutivo en la fijación de la política nacional 
de telecomunicaciones y sus instrumentos, tales como formulación de proyectos de ley y decreto" -creo que 
hasta ahí está muy bien- "en el establecimiento del marco regulatorio del sector[...]". O sea que efectivamente 
lo que se está haciendo es transferir todo lo que tiene que ver con la regulación al Poder Ejecutivo, y este es 
un aspecto que no le debe competer a este Poder por cuanto es el que fija las políticas, pero la materia de 
regulación es una función que tradicionalmente se le asignó a la URSEC y que, en todo caso, fue el 
fundamento para su creación. 


Nosotros éramos partidarios de dar, inclusive, una mayor autonomía. En el momento en que se discutió esto - 
estamos hablando del Gobierno que presidió el doctor Batlle- pensábamos que era fundamental concentrar 
todas las unidades reguladoras en un Ente Autónomo de forma tal de tener la mayor independencia en 
materia de regulación. 


En este caso, creo que claramente el cambio va en sentido negativo, le quita la razón de existencia a la 
URSEC que pasa a ser una mera entidad fiscalizadora, perdiendo el sustento fundamental de la regulación 
que era un aspecto, a nuestro juicio, esencial para la creación de la misma unidad. 


SEÑOR ABDALA.- En algún sentido, quiero reiterar el argumento que mencionamos hace breves 
instantes cuando esta Comisión analizó las modificaciones que el Poder Ejecutivo proyecta con relación 
a la URSEA. 


Francamente, desde nuestro punto de vista, aquí como allí, claramente hay una suerte de alineamiento o la 
pretendida intención de alinear la acción de las entidades reguladoras a las políticas del Poder Ejecutivo. Me 
parece que el meollo de lo que estamos analizando puede encontrarse en el artículo 146, que modifica el 
artículo 73 de creación de la URSEC, y es una reedición prácticamente textual del artículo 122 referido a la 
Unidad Reguladora de los Servicios de Energía y Agua, en el que claramente se establece la sumisión de las 
potestades regulatorias de las entidades reguladoras a las políticas del Poder Ejecutivo. ¿Que en este caso 
pueda ser más desembozado que en el anterior? Puede ser, pero en tal caso el efecto es el mismo y yo creo 
que esto implica una regresión enorme desde el punto de vista del camino y del trayecto que el país ha 
seguido en materia de regulación de los mercados, en este caso con un agravante, y es que la materia que 
corresponde a la URSEC hace referencia a actividades de competencia de ANTEL, salvo la telefonía fija, 
naturalmente. Pero en todo lo demás ANTEL compite: en la transmisión de datos, como aquí se menciona, y 
en todas las demás formas de comunicación. 


Por lo tanto, para nosotros el hecho de que aquí se esté estableciendo que la tarea y la potestad regulatoria de 
la URSEC debe estar sujeta a los objetivos y políticas definidos por el Poder Ejecutivo, nos guste o no, 
ambienta y en algún sentido contiene una solución de tipo, por lo pronto, estatista y monopolista. 


No sé si esa fue o no la intención, pero si no lo fue me parece que la inadvertencia fue demasiado grande, 
porque creo que estamos frente a una realidad que salta a la vista y rompe los ojos. Francamente lo digo y 


creo que en ese sentido hay una involución muy grande. Sin duda, esto conduce a definir reglas de juego y 
mecanismos de regulación de los mercados en competencia que, en última instancia y como siempre pasa en 
estos casos, quien paga es el consumidor, porque esto termina por malherir la sana competencia, la libre 
competencia entre operadores de un mercado que ofrecen productos y compiten por calidad y por precio. En 
última instancia pues, si es el Estado el que pretende por esta vía el aseguramiento del mercado y al mismo 
tiempo tener el control de la situación para algún día terminar encubriendo sus propias ineficiencias, reitero 
que quien termina pagando la tarifa, sin ninguna duda, es el consumidor. 


Así que creo que es un grave error y por ello -lo adelanto desde ya- vamos a votar negativamente esta 
solución que, repito, no es inocua como el Poder Ejecutivo hoy ha intentado trasmitirnos. Entiendo que es 
bastante más severa, más grave y más dura la consecuencia de este tipo de modificaciones institucionales e 
implica revisar una política acertada que el país siguió desde el año 2001, cuando se aprobaron las normas 
respectivas de creación de estas entidades reguladoras, que seguramente fueron imperfectas y esa concepción 
enfrentó la dificultad de la ubicación institucional en la medida en que tuvieron que ser creadas como órganos 
desconcentrados del Poder Ejecutivo. Y por supuesto eso no era lo mejor desde el punto de vista de la 
consagración de la independencia técnica, pero a través del tiempo el Poder Ejecutivo de turno respetó la 
independencia técnica y la autonomía de estas entidades reguladoras en el ejercicio de su acción. 


Me temo que estemos, por lo tanto, en un punto de inflexión que conduzca al inicio de un tiempo nuevo, pero 
lamentablemente complicado y perjudicial desde el punto de vista de lo que debe ser la modernización del 
país y la protección de los consumidores. En eso también quiero ser muy claro a la hora de fundamentar mi 
posición. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Voy a hacer algunas consultas porque, obviamente, estas 
modificaciones que se están haciendo por lo menos a mí me generan algunas confusiones respecto a lo 
que se incorpora en el artículo 94 de la Ley_N” 17.296 además de las determinaciones que se le 
establecen a la nueva Dirección Nacional de Telecomunicaciones y Servicios de Comunicación 
Audiovisual. 


Digo esto porque, obviamente, la URSEC es un organismo regulador que tiene múltiples aspectos en esa 
regulación. Algunos temas están vinculados a los consumidores, a la libre competencia en el mercado de las 
comunicaciones, pero hay otro aspecto bien sensible que es el de las adjudicaciones de las radios, por cierto 
muy discutido. El país fue evolucionando desde un proceso en el que se adjudicaban las radios políticamente 
con la presencia del Poder Ejecutivo, lo que generó largos debates políticos y nos llevó por un camino que 
imaginábamos sería intransitable, es decir que íbamos a un órgano de regulación con más independencia 
técnica y política -más allá de las nominaciones políticas del organismo- pero la adjudicación de las ondas, la 
vigilancia, el contralor, iba a quedar supeditado a un órgano regulador. Parecía un camino hacia la 
modernidad establecer regulaciones en aspectos tan sensibles como el otorgamiento de las ondas. 


Es eso lo que yo especialmente quiero preguntar. No me queda claro si efectivamente la nueva construcción 
del artículo 94 bis es dejar la autorización para el funcionamiento de radiodifusión AM, FM y TV abierta a la 
Dirección Nacional de Comunicaciones, o esto sigue estando bajo la órbita de la URSEC. No sé si esa 
autorización genérica la sigue haciendo el órgano regulador -más allá de que lleve una ratificación del Poder 
Ejecutivo- o esa función pasa a la Dirección Nacional de Telecomunicaciones. Eso es lo que quiero esclarecer 
específicamente. ¿Quién adjudica las ondas, la URSEC o la Dirección Nacional de Telecomunicaciones? Más 
allá de que la política en general está establecida por el Poder Ejecutivo, ¿quién estudia el expediente y llama 
a licitación: la URSEC o la Dirección Nacional de Telecomunicaciones? 


SEÑOR BRECCIA.- Bienvenido el debate; lo tenemos que dar, no lo podemos rehuir. 


El artículo 86 de la Ley N” 17.296 establece: "En materia de telecomunicaciones, la URSEC tendrá los 
siguientes cometidos y poderes jurídicos: a. asesorar al Poder Ejecutivo en materia de formulación, 
instrumentación y aplicación de la política de comunicaciones;[...]". Es claro el tenor literal de la ley que crea 
la URSEC. Por lo tanto, si es un organismo asesor, no formula las políticas; va de suyo que no las formula. 
Coincidimos en esto con los señores legisladores, porque veo que me asienten con la cabeza. Entonces, ¿de 
qué nos sorprendemos? Además, dice que las competencias referidas en el inciso anterior se cumplirán de 
conformidad con los objetivos y las políticas definidas por el Poder Ejecutivo. 


El Poder Ejecutivo siempre definió las políticas en materia de telecomunicaciones. ¡Vaya si las definió! Y eso 
va, sobre todo, para los señores Diputados de la oposición, porque ¿cómo se concedían las ondas de radio en 
este país? Se hacía caprichosamente, y ustedes lo han aceptado reiteradamente. Nosotros -el Gobierno del 
Frente Amplio-, establecimos dicha adjudicación mediante un procedimiento abierto y concursado; nosotros 
regulamos las radios comunitarias, lo cual nos dolió, pero lo hicimos, porque no podíamos permitir, por 
ejemplo, que un avión aterrizara en Salto y escuchara por el canal de la radio que le estaba dando 
indicaciones a una señora pidiéndole un par de alpargatas a un señor. Entonces, cerramos y clausuramos 
radios y decomisamos equipos, y no nos tembló la mano. Lo que hicimos fue regular. 


Por otra parte, el señor Diputado Gandini habló de la vieja Dirección Nacional de Comunicaciones. Esa vieja 
Dirección dependía del Ministerio de Defensa Nacional, y en el año 2005 -durante el Gobierno del Frente 
Amplio- pasó a depender del Ministerio de Industria, Energía y Minería. Y esto no se debió a que temiéramos 
algo con respecto al Ministerio de Defensa Nacional, sino a que simplemente entendimos que la política de 
comunicaciones diseñada desde esa Cartera tenía poco que ver con una política racional de comunicaciones. 
Entonces, adjudicamos a ese órgano determinadas competencias. Señores: no estamos innovando 
prácticamente en nada. Ustedes hacen hincapié -me parece correcto que lo hagan- en que en un artículo se 
dice que compete a esta Unidad la elaboración de normas técnicas y la fiscalización, cambiando lo que decía 
el artículo 73 de la Ley N* 17.296, que expresaba: "Compete a esta Unidad la regulación [...]". La regulación 
a que hacía referencia ese artículo no era otra cosa que la regulación técnica, porque no existía la posibilidad 
de regular políticamente. Ningún Gobierno que se precie puede dejar la política de telecomunicaciones en 
manos de un organismo regulador y de contralor; no hay forma de hacerlo, con Gobiernos de este signo, que 
ojalá tengamos por muchos años, y con Gobiernos de signo contrario. La regulación política la hacía, la hace 
y seguramente la hará el Poder Ejecutivo. Por lo tanto, no veo de qué se pueden asombrar. 


Está bien que demos el debate, pero vamos a hacerlo diciendo lo que hizo este Gobierno en materia de 
telecomunicaciones, porque no nos duelen prendas absolutamente por nada. 


La URSEC quizás no vaya a necesitar los ciento cincuenta funcionarios que se previeron, pero puedo decir 
que cuando asumí el cargo de Director me encontré con algo lo menos parecido a un organismo, con una 
mínima posibilidad de eficiencia. Fue gracias a la Administración del Gobierno del doctor Tabaré Vázquez 
que en ese organismo se instrumentaron políticas de diseño de perfiles de cargos y funciones, y se 
instrumentaron los concursos con absoluta transparencia. Por supuesto, no debo ocultar que hay 
impugnaciones a esos concursos, porque el que pierde muchas veces impugna, y está bien que así sea. Y eso 
se instrumentó para dotar a la Unidad Reguladora de Servicios de Comunicación de una estructura apta para 
cumplir con sus cometidos. Entonces, insisto en que la Unidad Reguladora de Servicios de Comunicación no 
pierde absolutamente nada en este proyecto de ley de Presupuesto. La dirección de la política de 
comunicación sigue estando en manos del Poder Ejecutivo, y si los señores legisladores de la oposición 
pretenden que un ente regulador y de contralor sea el que diseñe estas políticas nosotros les decimos que, 
desde nuestro punto de vista, están profundamente equivocados. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Yo no dije eso. 


SEÑOR BRECCIA.- También se hizo referencia a la adjudicación de las ondas de radio; mencioné 
cómo era antes y cómo es ahora. Hice referencia a la total y absoluta discrecionalidad con la que se 
hacía y con qué nos encontramos. Nos encontramos con grupos económicos muy fuertes, que tenían 
más de las dos o tres radios que se permitía tener. Estos grupos tenían siete, ocho o diez radios y 
nosotros, desde la URSEC, tuvimos que investigarlos. Inclusive, algunos de sus titulares hoy están 
prófugos. Quiere decir que en materia de adjudicación de las ondas tampoco nos duelen prendas, 
teniendo en cuenta cómo se hacía antes y cómo se hace ahora. 


Asimismo, quiero decir que siempre ha sido potestad del Poder Ejecutivo decidir a quién se entrega tan 
preciado patrimonio de todos los uruguayos. En este sentido, el licenciado Gustavo Gómez, Director 
Nacional de Telecomunicaciones, escribió una carta, que creemos debería ser leída y analizada, porque en 
ella se explicita claramente que las políticas en materia de telecomunicaciones siempre fueron establecidas 
por el Poder Ejecutivo y que la regulación y el contralor se mantienen en la órbita de la Unidad Reguladora 
de Servicios de Comunicación. Además aclara que estos Gobiernos -el del doctor Vázquez y el nuestro- han 
ido transparentando todo lo que se refiere a la adjudicación de ondas de radio difusión. 


SEÑOR POSADA.- Realmente, no terminamos de entender el fundamento de lo señalado por el señor 
Secretario de la Presidencia. Anteriormente leímos el artículo que propone agregar el Poder Ejecutivo. 
El artículo 415 establece que a continuación del artículo 94 de la Ley N* 17.296 se agregue un artículo 
numerado como 94 bis, cuyo acápite es: "Son competencias de la Dirección Nacional de 
Telecomunicaciones y Servicios de Comunicación Audiovisual", y que en su numeral 1. dice: "realizar 
propuestas y asesorar al Poder Ejecutivo [...] en el establecimiento del marco regulatorio del sector 
[...]'" Es decir que a partir de acá quien establecerá el marco regulatorio para el sector de las 
telecomunicaciones será el propio Poder Ejecutivo, con el asesoramiento de la Dirección Nacional de 
Telecomunicaciones y Servicios de Comunicación Audiovisual. Además, en forma sugestiva, con la 
modificación que se establece, se retira del artículo 73, relativo a la URSEC, el término "regulación" 
de las competencias establecidas. 


Entonces, ¿cuál es la interpretación de esto? Acá hay una única interpretación de acuerdo con lo que está 
planteado. No puede haber dos interpretaciones; no está en cuestión quién debe desarrollar las políticas. Lo 
debe hacer el Poder Ejecutivo, era así y deberá seguir siendo así. Cuando hemos entregado la realización de 
políticas en Entes Autónomos, nos encontramos con realidades como las que tenemos hoy en la educación, 
pero ese es otro aspecto. En todo caso, no hay cuestionamiento alguno acerca de que el desarrollo de las 
políticas debe hacerlo el Poder Ejecutivo, el tema es la regulación. Y de acuerdo con los cambios que se 
establecen acá, el Poder Ejecutivo va a ser asesorado para establecerla. 


SEÑOR ABDALA.- A esta altura del debate, del intercambio de ideas que estamos teniendo, advierto 
que el Poder Ejecutivo, en el mejor de los casos ha padecido, a la hora de concebir estas disposiciones, 
por lo menos una enorme confusión. Me parece que no se ha terminado de entender verdaderamente la 
diferenciación de los roles que aquí están en cuestión: el rol de definir la política, el rol de llevarla a 
cabo, y el rol de regular los mercados y la libre competencia. Aquí se entremezclan de una manera 
perniciosa, compleja, y la lectura que yo hago, por lo menos la más benévola -es la que quiero hacer y a 
la que quiero afiliarme-, es que en verdad se está padeciendo una enorme confusión y se está 
cometiendo un error. Me parece que el artículo 146, que modifica el artículo 73 de creación de la 
URSEC, es el meollo de la cuestión que estamos analizando. Aquí se confunde la política con la 
potestad regulatoria. El señor Secretario de la Presidencia reivindica que el Poder Ejecutivo diseña la 
política; por supuesto que sí. Trae a colación expresiones del Director de Comunicaciones -que no he 
visto públicamente pero que me parecen bien interesantes porque lo conozco bien y sé que es un 
hombre versado en estos temas- diciendo que siempre la política y la regulación corrieron por 
andariveles diferentes. Lo que hace este artículo es ir en sentido exactamente inverso, porque el 
inciso 1” del artículo 73 hace referencia a la regulación, y el inciso 2” que aquí se proyecta, lo que 
pretende es someter la regulación a la política del Poder Ejecutivo, pero no solo a la política general 
sino también a la reglamentación del Poder Ejecutivo, o sea que es doblemente grave, porque ya no es 
una afirmación de tipo programático o de carácter enunciativo. No, acá lo que nos están diciendo es 
que el Poder Ejecutivo va a reglamentarle a la URSEC lo que tiene que hacer. Por vía indirecta, 
entonces, el Poder Ejecutivo va a regular y no solo a definir la política -eso lo hará directamente-, va a 
asumir la potestad regulatoria, con el disfraz de que hay una unidad reguladora que es independiente y 
autónoma, pero será simplemente un disfraz. A mí me parece de una claridad meridiana. Y creo que en 
el caso de la URSEC, a diferencia del de la URSEA, rompe los ojos esta situación porque aparece aquí 
naturalmente y en forma espontánea la situación de ANTEL. El principal accionista de ANTEL es el 
Estado uruguayo; el Poder Ejecutivo, por lo tanto, representa al Estado. Es, en algún sentido, el 
representante del accionista. ¿Y qué es lo que va a hacer entonces? ¿Dictar una regulación de acuerdo 
a los intereses de la libre competencia o de su propia empresa? ¿No estamos volviendo atrás en el 
sentido de que ANTEL será juez y parte en esta actividad? ¿Eso es bueno? ¿Ese es el signo de la actual 
Administración, que acá tanto se pondera y se reivindica? Puede ser. Si es, yo no lo comparto y a 
diferencia de lo que ha dicho el Secretario de la Presidencia, ojalá que dure poco, porque me parece 
que en estos aspectos, por lo pronto, hay un retroceso severo, severísimo. Ojalá se reflexione y se 
pueda, por lo tanto, corregir esta propuesta que, reitero, quiero imputar y sigo imputando, por ahora 
por lo menos, a la confusión y al error de cálculo en el que haya incurrido el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR GANDINI.- Está bueno el debate, pero vamos a ubicarlo donde debe ser. Si quieren, podemos 
discutir todo el día acerca de cómo era antes; podemos remontarnos a cuando se inventó la radio y 
debatimos sobre eso. Yo creo que tenemos que enfocarnos en cómo es ahora y cómo se quiere ser. Este 


es el debate. Cómo es ahora, hoy, por lo vigente, y cómo se quiere modificar, porque lo vigente fue 
aprobado en las modificaciones respectivas en el Gobierno pasado. Estamos en una legislación que no 
viene de antaño sino de modificaciones que se le establecieron a la ley de 2001 en los años 
subsiguientes. Entonces, veamos cómo se otorga una frecuencia ahora y cómo se va a otorgar, qué 
potestades tiene ahora y qué potestades van a tener después la URSEC y la Dirección Nacional de 
Telecomunicaciones y de Servicios de Comunicación Audiovisual. 


Yo no sé cuánto le dolieron -parece que mucho- al Secretario de la Presidencia o al Poder Ejecutivo las radios 
comunitarias, piratas, ilegales, clandestinas, como se las llamó. Yo no sé. Lo que sé es que el actual Director 
Nacional de Telecomunicaciones estaba en la vereda de enfrente del Poder Ejecutivo, dirigía las AMARC. 
Gustavo Gómez era el que pretendía precisamente la existencia de las radios ilegales y las defendía. La 
URSEC lo corría -¿o me equivoco?- porque vivía en la actividad ilegal en aquel momento. No sé cuánto les 
dolía, pero quien estaba al frente de eso es el Director Nacional de Telecomunicaciones. Acá las leyes son 
aplicadas por personas, y eso también importa. 


Hoy, el Poder Ejecutivo ha hecho una opción y está transfiriendo, en esta combinación de artículos, 
potestades que tenía la URSEC -un órgano que nos hemos preciado de integrar con Gobierno y oposición- 
hacia otro órgano que está específicamente integrado por un solo partido político, que es el que ganó 
legítimamente, y las competencias que eran del Poder Ejecutivo ahora son del Poder Ejecutivo pero 
establecidas a través de la Dirección Nacional de Telecomunicaciones y Servicios de Comunicación 
Audiovisual, que además tiene otras potestades. Y el nuevo artículo 94 -porque el 94 bis es "agrégase" a 
continuación del 94 que tenía la ley- establece que son competencias de la DINATEL -o de la Dirección 
Nacional de Telecomunicaciones y Servicios de Comunicación Audiovisual-, entre otras que figuran en el 
numeral 4), establecer políticas y criterios para el otorgamiento de licencias y autorizaciones de servicios de 
telecomunicaciones y comunicación audiovisual -las políticas las establece aquí- y dictaminar 
preceptivamente en procedimientos de concesión y autorización para prestar servicios de comunicación 
audiovisual y de telecomunicaciones. 


Es decir, cuando uno va mirando las potestades que se le van dando a la Dirección Nacional de 
Telecomunicaciones y las que se le van restando a la URSEC, advierte que hay una transferencia notoria de 
potestades. Y nosotros estábamos contentos de integrar un órgano plural de integración pluripersonal, pero 
resulta que ahora ese órgano no va a tener las facultades que nosotros creíamos. Si uno mira con atención, ve 
que se eliminó el numeral 3 del literal D) del artículo 86 de la Ley N* 17.296, y ese artículo decía: "Los 
servicios autorizados en el literal d) 1. estarán sometidos al contralor del autorizante, en todos los aspectos de 
su instalación y funcionamiento". Y el autorizante era URSEC. Ya está eliminado, aunque, por un error 
seguramente del programa, en el literal H) del nuevo artículo 86 mantienen la referencia al numeral 3 del 
literal D) que ha quedado eliminado. 


Hay cosas que revisar, porque hay varias competencias que se mantienen atribuidas a la URSEC y se le 
atribuyen al mismo tiempo, por este artículo 94 bis, a la Dirección Nacional de Telecomunicaciones y 
Servicios de Comunicación Audiovisual, como la materia de relaciones internacionales y la representación 
del Estado en los organismos internacionales que ahora pasan al otro organismo pero no se la quitan a quien 
las tenía. 


Insisto, quiero escuchar al Presidente del organismo. Creo que es importante que la Comisión enriquezca el 
debate con la visión de alguien que ha sido designado para regular la ley tal cual hoy está vigente. 


SEÑOR BRECCIA.- Me da la impresión de que ahora entramos, nuevamente, como en el tema de la 
URSEA, en una reiteración de argumentos. Decía el Diputado Posada, con referencia al tema de la 
regulación, que hasta ahora la regulación estaba en manos de la URSEC y que ahora pasaba a manos 
del Poder Ejecutivo. Creo que aquí hay una confusión de términos. Cuando el artículo 73 de la Ley 
N* 17.996 hablaba de que a esta Unidad le compete la regulación, se refería a la regulación técnica, 
porque nunca estuvo dentro de las potestades de URSEC fijar las políticas en materia de 
telecomunicación. Quiere decir que mal se le podían atribuir a la URSEC potestades de regulación en 
el sentido de fijación de políticas cuando lo que se decía era que la URSEC asesoraba al Poder 
Ejecutivo en materia de política de telecomunicación; esto es que la política de telecomunicación se 
llevaba adelante por el Poder Ejecutivo. Esto resulta absolutamente lógico y lo acabo de señalar. 


Entonces, acá se establece específicamente el ámbito de esa regulación que aparecía en el artículo 73, que 
indica claramente la elaboración de normas técnicas, fiscalización y control de las actividades referidas a las 
telecomunicaciones. Nosotros no vimos ningún tipo de novedad en esta situación. Reitero lo que decía el 
literal a. del artículo 86 de la Ley N* 17.296 en su redacción original: "En materia de servicios de 
telecomunicaciones, la URSEC tendrá los siguientes cometidos y poderes jurídicos: a. asesorar al Poder 
Ejecutivo en materia de formulación instrumentación y aplicación de la política de comunicaciones". O sea 
que la política de telecomunicaciones la determina el Poder Ejecutivo. 


Entonces, a fin de no incurrir en reiteración de argumentos, entendemos como consideración general que la 
Administración del Frente Amplio del doctor Vázquez y la Administración del Frente Amplio del Presidente 
Mujica van en el mismo sentido de democratizar la política de concesiones y autorizaciones en materia del 
servicio de radiodifusión, de transparentar esa política de concesión de autorizaciones. Lo decía al señalar 
específicamente el nuevo artículo 86. Cuando el numeral 2. del literal d. de este artículo dice: "[...] cuando 
previa autorización genérica del Poder Ejecutivo y conforme al reglamento a dictar por el mismo, se asigne el 
uso de frecuencias por la modalidad de subasta u otro procedimiento competitivo, deberá comunicarse en el 
llamado a interesados el plazo de vigencia de la autorización que a tal efecto indique el Poder Ejecutivo [...]", 
estamos modificando un aspecto sustancial establecido en el numeral 2. del literal d. anterior, que decía: 
"podrá establecer en el llamado a interesados". Todos sabemos lo que sucedió con la concesión del servicio 
de radiodifusión, que se suponía que eran autorizaciones precarias, y que rigen desde hace décadas. 


En ese sentido, de democratizar el acceso a los servicios de radiodifusión, de democratizar y transparentar el 
acceso a los servicios de telecomunicaciones, es que ha ido la política del Gobierno anterior del doctor 
Vázquez y es en ese sentido de democratizar y transparentar que sigue siendo la política de este Gobierno del 
Presidente Mujica. 


Es todo cuanto tengo que manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me da la sensación de que las posiciones están bien delineadas. Habrá 
discrepancias o acuerdos, pero creo que el tema está suficientemente discutido y deberíamos pasar a los 
otros artículos. 


SEÑOR GANDINL.- Quiero agregar una pregunta más antes de escuchar al Presidente de la URSEC. 


La sustancia de lo que elimina el artículo 73 es la regulación. Y ese artículo 73 establecía: "Compete a esta 
Unidad la regulación y el control de las actividades referidas a las Telecomunicaciones", y las detalla. Luego 
dice: "[...] referidas a la admisión, procesamiento, transporte y distribución de correspondencia realizada por 
operadores postales". 


No debemos olvidarnos de que la URSEC también regula la actividad postal, que está en competencia y que 
dejó de pertenecer al Correo que pasó a ser una empresa pública y dejó de ser el ejecutor de esa política, es 
decir, juez y parte, a partir de la URSEC. Si extraemos la tarea de regulación, que supongo no la va a hacer la 
Dirección de Telecomunicaciones, porque ahí sí que con el Correo no tiene nada que ver, ¿quién la va a 
hacer? ¿A quién le queda la competencia de la regulación de un mercado en competencia donde hay 
subsidios e impuestos que se le cobran al sector privado y demás? 


Es una pregunta que no hace a las telecomunicaciones pero, a mi juicio, se genera como un vacío ante la 
eliminación de la regulación. 


Esto me gustaría que se me respondiera antes de escuchar al Presidente de la URSEC. 


SEÑOR BRECCIA.- Con toda sinceridad, me trato de poner en la mentalidad, en el pensamiento de 
los legisladores de la oposición; trato, pero me cuesta. El nuevo artículo 73 dice: "Competen a esta 
Unidad la elaboración de normas técnicas, la fiscalización y el control de las actividades referidas a las 
telecomunicaciones [...] y, asimismo, las referidas a la admisión, procesamiento, transporte y 
distribución de correspondencia realizada por operadores postales". Si esto no es contralor de 
mercados sujetos a competencia, ¿qué es? 


Pero, además, la ley de defensa de la competencia establece en forma general -si mal no recuerdo; no la tengo 
acá presente aunque en su momento la informé- que el órgano de aplicación para aquellos mercados en 
competencia que tengan un contenido específico, a saber, por ejemplo el mercado de procesamiento, 
transporte y distribución de correspondencia realizados por operadores postales, será aquel organismo que 
tenga la facultad de contralor sobre ese mercado, en este caso la URSEC por ley. Es decir que en cuanto a 
regulación, contralor y fiscalización de mercados en competencia, no solo no estamos en falta sino que 
estamos sobrados. Y la ley de defensa de la competencia, ese instrumento -diría- difícilmente mejorable de 
regulación de los mercados en competencia, les quiero recordar que fue obra de la anterior Administración 
del Gobierno del doctor Tabaré Vázquez. Esa ley fue obra de la anterior Administración. O sea que no la 
realizó un Gobierno que quisiera proteger específica e ideológicamente la libre competencia. La realizó un 
Gobierno al que, por el contrario, se lo acusa de intervencionismo. Entonces, creo que eso habla de la 
honestidad intelectual con que todas estas normas y las anteriores han sido elaboradas. 


SEÑOR POSADA.- Quizás el señor Secretario de la Presidencia no está debidamente informado. En 
realidad, el esfuerzo por establecer una ley de defensa de competencia se hizo en la Legislatura 
anterior. 


En la Legislatura anterior, a través de una Comisión que estuvo trabajando en este tema, con el aporte 
invalorable del doctor Rippe, se proyectó una ley que tuvo media sanción. Fue aprobada casi en el último 
tramo del Gobierno del doctor Batlle y no llegó a transformarse en ley. En todo caso, fue una ley promovida 
y apoyada por todos los partidos políticos. Cuando comienza el doctor Vázquez su período de Gobierno, 
nuevamente el Parlamento hace suyo el proyecto que había tenido media sanción en el período pasado, lo 
firman legisladores de todos los partidos políticos y le dan estado parlamentario. Sobre la base de ese 
proyecto, el Poder Ejecutivo realiza algunos cambios y envía una ley al Parlamento. Pero, en todo caso, la 
paternidad de esa ley no corresponde al Poder Ejecutivo sino al propio Parlamento de la República integrado 
por todos los partidos políticos. Esta fue una preocupación que, me consta, estuvo presente en todos los 
partidos políticos y que fue generada a partir de ese apoyo muy importante que realizó el doctor Rippe. 


SEÑOR ABDALA.- Sin perjuicio de lo que señalaba el señor Diputado Gandini, estamos aguardando 
la participación del señor Presidente de la URSEC. 


Quiero hacer una pregunta bien concreta, que merecería una respuesta tan concreta como la pregunta. Este 
segundo inciso que se propone introducir aquí habla de las competencias de la URSEC. Me refiero al 
artículo 146 por el que se modifica el artículo 73. Este artículo dice que se cumplirán esas competencias de 
acuerdo a los objetivos y las políticas definidos por el Poder Ejecutivo, quien reglamentará los 
procedimientos a tales efectos. Quisiera saber a qué se hace referencia cuando se habla de los 
procedimientos. ¿De qué procedimientos se trata? ¿Qué procedimientos irá a establecer o regular el Poder 
Ejecutivo, o establecer en un acto administrativo, que supongo será un decreto y que se supone tiene que ver 
-al tenor de lo que dice el artículo- con las competencias de la URSEC, más que con las políticas de 
telecomunicaciones? Un procedimiento es un procedimiento, no es política. Entonces, ¿de qué 
procedimientos estamos hablando? 


SEÑOR MUJICA.- Quiero dejar una constancia a fin de abundar en el debate parlamentario en Sala. 


En general me niego a hablar de mercados en abstracto, y me niego a aceptar la lógica de que existen 
mercados que están funcionando en un régimen de libre competencia y que podrían ser alterados por alguna 
clase de intervención institucional cuando, en realidad, estamos hablando de mercados que están trabajando 
en régimen de oligopolio y sobre los cuales, si no hay intervención de algún tipo, esos oligopolios se van a 
seguir perpetuando como los que hemos tenido durante muchos años. Y esta discusión también formó parte 
del debate de la libre competencia en su momento. 


Entonces, cuando tengamos ese debate -que creo nos lo merecemos todos-lo voy a encarar desde este punto 
de vista: queremos hablar de los mercados, perfecto; entonces los mercados tienen nombre y apellido. Y en el 
mercado de las telecomunicaciones hay empresas actuando. En todo caso, si en esos mercados existen 
imperfecciones, no van a ser producidas por una alteración de la ley que existía. Esas alteraciones han sido, 
en todo caso, el "statu quo" que ha permitido el orden legal que teníamos hasta el momento y los organismos 


reguladores que hasta entonces trabajaban en ese mercado. Si queremos acercar esos mercados a alguna clase 
de perfección, no lo vamos a lograr dejándolos como están y sin actuar sobre ellos. 


También, en su momento, esta parte de la discusión quisiera incorporarla. 


SEÑOR BRECCIA.- Quiero contestar concretamente al señor Diputado Abdala. Mi interpretación 
literal del artículo -que creo no se aleja de la interpretación correcta- es que cuando habla de quien 
reglamentará los procedimientos a tales efectos, se refiere a los procedimientos a efectos de elaborar las 
normas técnicas, la fiscalización y el control de las actividades referidas a las telecomunicaciones. Esta 
es mi interpretación. 


SEÑOR ABDALA.- Creo que lo que acaba de expresar el señor Secretario de la Presidencia con 
enorme franqueza -que se la agradezco- es la confirmación de nuestras dudas, o en todo caso, las 
despeja, en el sentido de que es la confirmación de nuestra discrepancia radical con esta solución. Esto 
es la expresión de que, en verdad, esos procedimientos van a consistir, precisamente, en la 
determinación de las normas técnicas y en las normas de control de las actividades; es decir, el Poder 
Ejecutivo a través de la reglamentación y de los procedimientos que esta contenga, va a regular los 
mercados, competencia que se supone que originariamente es de la URSEC. Creo que esto es una 
especie de eliminación técnica de la URSEC. Más valdría que directamente el Poder Ejecutivo 
remitiera un proyecto, simplemente proponiendo su eliminación porque, por lo menos, ahorraríamos 
dinero, además de gasto burocrático y administrativo. 


Me parece que ahora sí con esto termina la discusión o por lo menos en los aspectos que hacen a entender 
cabalmente la propuesta del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, iríamos terminando con este tema. 


SEÑOR BRECCIA.- Creo que la interpretación que realiza el señor Diputado Abdala de lo que yo 
planteé está bien, pues vale en el marco de una discusión política, de esta discusión que estamos dando. 
Me parece -lo digo con absoluto respeto- que rebaja el nivel que habíamos tenido de la discusión. 
Cuando se pretende deducir que se establecen los procedimientos para la elaboración de determinadas 
normas técnicas que, por supuesto, serán elaboradas por la Unidad, y se termina con una afirmación 
efectista, diciendo que para esto más vale que se suprimiera la URSEC y así nos ahorraríamos dinero, 
me parece a mí, señor Diputado Abdala -lo digo con todo respeto- que estamos rebajando el nivel de la 
discusión. Habíamos quedado en dos visiones antagónicas del tema. Pero, al decir después, en un 
argumento efectista, que más vale que se elimine la URSEC, me da la impresión -no soy quien para 
dictar normas a los señores legisladores de conductas parlamentarias- de que termina rebajando la 
discusión. 


SEÑOR ABDALA.-Francamente digo que no creo haber rebajado el nivel de la discusión, porque no 
creo haber faltado el respeto a nadie. Si en tal caso el Poder Ejecutivo, a esta altura de la discusión, se 
ha quedado sin argumentos, eso puede ser discutible y tal vez sea la verdadera constatación objetiva. 
Lo que no vale, en todo caso, es esconderla detrás de una supuesta ofensa, recibida o propinada, 
porque a mí también me ofende que me digan que he rebajado el nivel del debate cuando creo no 
haberlo hecho. Pero tal vez también esto, en lo que hace al estilo, ya no a las concepciones de fondo, 
obedezca a dos visiones diferentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a continuar. 
SEÑOR GANDINLI.- ¿Me permite, señor Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Disculpe, señor Diputado, no había visto que estaba pidiendo la palabra. 


SEÑOR GANDINL- Yo aguardo nada más. Voy a hacer un intento más. La Comisión, por carta 
remitida por el señor Presidente, a la Presidencia de la República, invitó para el día de hoy al 
Inciso respectivo y se solicitó extender la invitación al Directorio de la URSEA y de la URSEC, y 


comparecieron sus Presidentes. Cuando hacemos esto y lo incorporamos en el orden del día -así figura: 
recibir a la Presidencia, a la URSEC y a la URSEA-, es porque se supone que van a estar presentes en 
tanto su opinión requerimos; no es para que nos escuchen hablar sino para que nos asesoren. Si el 
Poder Ejecutivo entiende que no debe hablar, está en su derecho; puede no dar la palabra a la Unidad 
de que se trate, pero que se diga que el Poder Ejecutivo no autoriza a hablar a la URSEC. 


Entonces, esto será la confirmación al sometimiento. Estamos hablando de un órgano autónomo, hoy lo es y 
la ley vigente así lo establece. El Parlamento está diciendo que quiere escuchar la opinión de un órgano al 
cual se le está reformando el presupuesto y en el proyecto de ley de Presupuesto, sus cometidos. Y yo, por 
quinta vez, digo que quiero escuchar la opinión del Presidente del organismo, y el Presidente de la Comisión 
dice que hemos terminado el tema. La verdad: que se me diga que no se está autorizado a hablar. De lo 
contrario, por favor, escuchémoslo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Simplemente, quiero decir que tanto la URSEA como la URSEC son 
unidades ejecutoras de la Presidencia de la República con autonomía técnica. Por lo tanto, se trata de 
una dependencia absoluta que tienen ambos organismos con la Presidencia de la República, en este 
caso representada por los señores Secretario y Prosecretario de la misma. 


SEÑOR BRECCIA.- En primer lugar, ratifico todos los términos que el señor Presidente de la 
Comisión acaba de manifestar. 


En segundo término, con toda sinceridad quiero decir que, si de alguna manera ofendí al señor Diputado 
Abdala, con quien me une un lazo de amistad, le pido disculpas. Esa no fue mi intención. Pero sigo 
insistiendo: cuando el señor Diputado Gandini pide que se diga que no se deja hablar a esta Unidad 
Reguladora y que esto será el índice claro de sometimiento, venimos cayendo en picada. Ahora bien; a los 
efectos de habilitar esa discusión que el señor Diputado Gandini pretende dar, no tengo ningún inconveniente 
en ceder el uso de la palabra al ingeniero Lombide, Presidente de la URSEC, a fin de que despeje todas las 
dudas que puedan tener los señores Diputados de la oposición. 


SEÑOR LOMBIDE.- En principio, mi intervención no parecía necesaria en la medida en que, de 
acuerdo con mi investidura, estoy representado por todas las palabras expresadas por el Secretario de 
la Presidencia. 


Entendemos que a pesar de que la redacción de algunos artículos del presente Presupuesto podría ser más 
clara y no generar algunas dudas que se han planteado, es claro que el sentido de la reglamentación es el de 
separar las regulaciones políticas del marco y las normas técnicas. 


Creo que a veces la palabra "regular" tiene un significado mágico, que espanta o ayuda a confundir las cosas. 
En definitiva, regular no es más que fijar reglas. Hay reglamentaciones de carácter político que -como 
avalaba el señor Secretario de la Presidencia- siempre estuvieron en manos del Poder Ejecutivo, pero hay 
otras de carácter técnico que siguen estando, como siempre estuvieron, en manos de la URSEC; eso no se 
cambia por el articulado propuesto y son manejadas con autonomía técnica. 


También es cierto que hay un nuevo actor institucional, que es la Dirección Nacional de Telecomunicaciones. 
Entonces, algunas de las potestades que antes estaban exclusivamente en manos del Poder Ejecutivo siguen 
en esa órbita, mientras que otras pasan a la de la DINATEL. Repito que quizás alguna redacción no es la más 
feliz, pero en todos los casos lo que corresponde a la fijación de políticas públicas queda en manos del Poder 
Ejecutivo, a veces, a través de la DINATEL, y lo que corresponde a la fijación de regulaciones y 
reglamentaciones de carácter técnico queda en la órbita de la URSEC. Eso queda como siempre ocurrió en 
ambos casos, más allá de algún error de redacción, como la supresión del numeral 3, que sin duda es 
atribuible al software; no hay nada escondido detrás de todo esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar los artículos 150 a 165, relativos a la AGESIC. 


SEÑOR BRECCIA.- Los artículos 150 a 165 refieren a la Agencia para el Desarrollo del Gobierno de 
Gestión Electrónica y la Sociedad de la Información y del Conocimiento, y me gustaría que para su 


tratamiento se confiriera el uso de la palabra a su Director, ingeniero Clastornik. 


SEÑOR CLASTORNIK.- Voy a hacer una pequeña introducción para comentar los artículos. En 
general, los artículos que están dentro del Presupuesto siguen la línea del Plan de Gobierno 
Electrónico, que se está ejecutando desde que la AGESIC fue creada formalmente, o sea, desde hace 
tres años, que fue cuando se hizo el evento de lanzamiento. 


El Plan de Gobierno Electrónico entendemos que está siendo exitoso; ha permitido que desde el punto de 
vista de la inserción internacional del país, según el último indicador de las Naciones Unidas, de julio de este 
año, haya subido doce puestos y ocupe el tercer lugar de Latinoamérica y el Caribe en el ranking de gobierno 
electrónico. 


El Plan avanza en las cuatro dimensiones clásicas de gobierno electrónico: gobernanza, tecnología, 
reingeniería en mejora de procesos y ciudadanía electrónica. La meta a la que aspiramos llegar con cada una 
de estas dimensiones es cumplir con el acceso a los beneficios del gobierno electrónico, logrando que eso sea 
parte de un derecho ciudadano. 


Dentro de lo que estamos planteando a nivel del Presupuesto hay varias líneas que hacen a la mejora de 
determinados aspectos que estamos trabajando en el gobierno electrónico, que tiene contextos de 
transparencia y líneas asociadas a la temática de acceso a la información pública, además de contextos de 
interoperabilidad. En determinado contexto de gobierno electrónico la máxima es tratar de que el gobierno 
funcione en red, de que no se pida a los ciudadanos información que el Estado ya tiene. 


En general, para conseguir esas cosas se necesita generar toda una infraestructura y un marco legal, 
institucional y tecnológico que las hagan viables. Por eso, dentro del proyecto avanzamos en los aspectos del 
intercambio de la información, que es parte de lo que sería el marco de interoperabilidad que el Estado 
necesita darse para empezar a generar las condiciones para compartir la información de una forma segura, 
que proteja los datos en los contextos legales en que deben ser protegidos. 


Además, en las temáticas asociadas al intercambio de información -que es un tema nuevo que estamos 
trabajando- nos abocamos al avance en la seguridad de la información y en la protección de datos, y se 
empiezan a dar los primeros pasos hacia una temática de gobierno electrónico que en el mediano plazo 
debería incluir otros temas, como notificaciones y comunicaciones electrónicas y mecanismos de sede 
electrónica, que permitan que no solo consigamos que todos los trámites comiencen en forma electrónica, 
sino que cumplan todo su ciclo electrónico. 


Los primeros artículos son específicos de la AGÉESIC. El primero cambia la redacción en cuanto al 
relacionamiento y a la integración del Directorio de la Agencia, que pasa a tener un integrante que viene 
directamente de la Presidencia, no de la OPP, y se modifica la forma de comunicación. 


El segundo artículo trabaja con los temas de seguridad de la información. Entre los cometidos en los que se 
ha estado trabajando están las responsabilidades sobre el CERT, que opera sobre todo lo que son incidentes 
informáticos, sobre tareas preventivas y "forénsicas" asociadas a ataques de "hackers", para explicarlo 
fácilmente. 


Esto es una parte del problema, porque la temática de seguridad es mucho más amplia. Nosotros tenemos 
problemas que pueden estar asociados, por ejemplo, con cómo se ingresa físicamente a un centro de 
cómputos; con cómo se maneja, archiva o guarda la información; con cómo se cataloga o guarda desde el 
punto de vista de su manejo, etcétera. La temática de seguridad de la información dentro de la AGÉSIC 
estaba estructurada en tres divisiones o áreas: la que trabajaba el CERT, el área de normas y la de gobernanza. 
Estamos creando una nueva área específica para seguridad de la información que mapea las recomendaciones 
que estamos haciendo en general a las unidades ejecutoras del Estado y que, en última instancia, avanza en lo 
que es un tema crítico para la extensión de gobierno electrónico, que es generar las condiciones de confianza 
en el uso de la tecnología. 


El artículo 152 extiende determinados elementos que han sido muy exitosos durante estos tres años. Hemos 
trabajado en esquemas con fondos concursables en un proyecto financiado por préstamos del BID que ha 
tenido la ventaja de que hemos encontrado determinadas zonas del Estado donde había intenciones de 


generar proyectos pero no se había estructurado porque, en el momento de la negociación presupuestal no 
estaban dadas las capacidades financieras para ejecutar. Entonces, con esos fondos se están haciendo una 
serie de proyectos asociados a los cometidos específicos de las instituciones, y fundamentalmente al 
beneficio ciudadano en lo que es dar a las instituciones los desarrollos en gobierno electrónico que no estaban 
teniendo. 


Otro tema que también ha sido exitoso, es el de la consolidación informática, que hace a las mejores prácticas 
de tecnología y a la eficiencia y eficacia en cómo el Estado invierte en tecnología. Un ejemplo que damos es 
que constatamos que hay cinco unidades ejecutoras de un Inciso que de repente están pidiendo US$ 50.000 
cada una para hacer un centro de cómputos cuando es mucho más fácil consolidar eso en una sola 
infraestructura que provea un servicio las veinticuatro horas los trescientos sesenta y cinco días del año y en 
lugar de realizar pequeños gastos parciales que son ineficientes y con baja calidad de servicios. 


Los artículos 153 y 154 refieren a la ley_de acceso a la información pública. Se propone cambiar la fecha de 
vigencia de la ley en aspectos asociados a la clasificación de la información dado que se entiende que el 
Estado todavía no ha podido generar las capacidades para cumplir con eso y expondrían a la Administración 
pública a una desclasificación de información que no sería apropiada. 


Los artículos 155 al 157 están asociados al tema de protección de datos personales. Son modificaciones de 
errores encontrados en la redacción y se dieron en el contexto de la negociación con Europa para la 
adecuación de Uruguay a las normas de intercambio de información que permitan que sea considerado un 
país adecuado, desde el punto de vista de la normativa europea, con todos los beneficios que se discutieron 
cuando se propuso la nueva ley de protección de datos personales. 


El artículo 164 extiende el esquema de dietas con el que trabaja el Directorio. En las distintas unidades se 
está trabajando con Directorios honorarios. Para la unidad de protección de datos se extiende el esquema de 
dietas que tiene el Directorio de AGÉSIC. 


Los artículos siguientes refieren al intercambio de información. Actualmente, para conseguir que el Estado 
comparta la información existen determinadas dificultades que, a veces se dan en función de reservas o 
secretos que competen a las distintas unidades y, en otras son parte de los mecanismos que se tiene que 
vencer cuando se quiere trabajar en interoperabilidad, es decir, evitar el "chacrismo". Entonces, en el marco 
de intercambio de información estamos tratando de imponer la lógica de que se debe compartir la 
información dentro de determinados estándares que garanticen la confianza y los mecanismos de secreto y 
reserva que corresponde cumplir en cada caso. Pero que, en última instancia, faciliten a las instituciones, 
cuyos cometidos requieren que esa información sea interoperable, poder acceder a ella y cumplir el objetivo 
de que no se le pida al ciudadano que traiga información que el Estado ya tiene. 


El último artículo refiere al pago de recursos humanos. Nosotros estamos trabajando con un grupo importante 
de consultores que está dentro de un esquema de contratación asociado a los proyectos del BID. En este caso, 


se está trabajando en la nueva forma de estructuración de trabajo de recursos humanos que propone 
Presidencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero informar que el Ministerio de Economía y Finanzas nos remitió un 
artículo que fue omitido a pesar de que están costeados en el planillado. Se trata del artículo 112, que 
tiene que ver con el Fondo de Cooperación Técnica Internacional. 


Queremos saber si el señor Secretario de la Presidencia está de acuerdo para incluirlo en el lugar 
correspondiente. 


SEÑOR BRECCIA.- Sí, señor Presidente. Estamos de acuerdo con la inclusión de ese artículo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, pasamos a considerar los artículos 720, 722, 723, 724, 726 y 730. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Por una cuestión metodológica. 


Recién estábamos considerando los temas de AGÉSIC y los artículos 724 a 726 están referidos a ella. Por lo 
tanto, propongo ponerlos a consideración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, pasamos a considerar los artículos 724 a 726. 


SEÑOR CLASTORNIK.- AGESIC tiene cuatro líneas presupuestales. Una de ellas es la propia 
AGESIC, otra, es la de apoyo a las unidades desconcentradas de AGESIC que incluye: protección de 
datos, acceso a la información pública, certificación electrónica y el equipo de compras estatales que en 
este momento está como proyecto dentro de la Agencia. 


Hay una tercera línea presupuestal -hablamos anteriormente de ella con relación al gobierno electrónico- 
asociada a proyectos que se financian desde esa bolsa, que es el Inciso 24 -anteriormente en el BID-, en una 
definición política y técnica de cuáles proyectos privilegiar desde el punto de vista de la transformación del 
Estado. Se ha trabajado en ella en conjunto con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y el Ministerio de 
Economía y Finanzas y ahora se está integrando también a la Oficina Nacional del Servicio Civil en ese 
análisis. 


La cuarta línea refiere a cuando AGÉSIC está comprando como un agente de compra del Estado en general. 
Por ejemplo, se puede viabilizar o entender que hay costos asociados a AGESIC para hacer el sitio web de 
AGESIC, pero hay un costo del Estado que es el Portal del Estado; hay un costo de la conectividad de 
AGESIC a Internet, pero en este momento estamos pagando parte del presupuesto de conectividad de todas 
las oficinas del Estado. Esto forma parte de una temática común para que haya una interoperabilidad mayor, 
evitando que en ella se multipliquen distintas redes, como estaba empezando a ocurrir. Se iba a hacer una red 
para la Contaduría General de la Nación, para la DGI, para el Banco de Previsión Social. Estamos 
consolidando costos que no solo son de tecnología, sino también de administración, de soporte y operativos. 


Entre esas estrategias para bajar el costo, estamos haciendo licitaciones de determinados elementos que 
sirvan para todo el Estado; ese es el caso del expediente electrónico, por ejemplo. Hicimos una licitación del 
expediente electrónico de disponibilidad abierta para todo el Estado. 


Hay una tabla de todos los proyectos que se están armando, pero trataré de ser sintético. 


Se está trabajando en la implementación del expediente electrónico en todo el Estado. Se ha trabajado de 
distinta forma en la compra de los expedientes electrónicos, en su implantación en diferentes formatos, con 
ruta libre o con un análisis de cómo optimizar su uso, en una ventanilla única que permita mejorar la forma 
en que los ciudadanos acceden a la información de dónde está su expediente en la Administración Pública, 
acudiendo a un solo lado para verlo, en la parte de reingeniería de procesos, con herramientas para ello, en la 
interoperabilidad con instrumentos que faciliten el diálogo entre los sistemas,; esto refiere a lo que decíamos 
con anterioridad en cuanto a hacer que el cien por cien del trámite sea electrónico. Estamos previendo 
generar mecanismos de notificación y de comunicación electrónica asociados a la reglamentación que 
queremos sacar. La idea es que todo, desde el pago hasta el timbre, sea electrónico, para facilitar todo el 
mecanismo. Se trata de que uno inicie el trámite y no quede trancado por una problemática. 


Asimismo, se está trabajando en la ingeniería asociada a la temática administrativa o contable. Se entiende 
que se debe trabajar en la integración de los sistemas financiero, contable, de compras y de recursos humanos 
para que haya una sola entrada de información y que esté disponible en los distintos formatos que se requiere, 
y no como ahora, que hay múltiples entradas, sin una consolidación adecuada de la información. 


También se está trabajando con sistemas de información geográfica. Hemos conseguido algo que ha sido 
realmente importantísimo: que todas las instituciones que trabajan con sistema de información geográfico 
lleguen a un acuerdo sobre quién es el responsable de qué dato. De esa manera, se llegará a un set único, a un 
conjunto único de datos geográficos, validando todos y cada uno cuál es su responsabilidad sobre ello. A 
partir de eso, estamos haciendo una infraestructura de datos geográficos y espaciales que servirá a toda la 
Administración Pública para tener una sola tecnología, realizar una sola compra y tener un solo lugar en el 
que los datos estén referenciados. Hoy en día, se tienen distintos relevamientos de datos que no son 
compatibles; se hicieron varias compras y uno no sabe cuál es la correcta. Estamos compatibilizando todo y 
haciendo una sola infraestructura que sea viable. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- ¿Se está haciendo para toda la Administración, incluyendo a los 
Ministerios? 


SEÑOR CLASTORNIK.- Sí, incluyendo también a Intendencias y Entes Autónomos. Inclusive, 
estamos trabajando con el Instituto Nacional de Estadísticas. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- Quería saber si el sistema que está explicando el señor Director se 
hacía extensivo a todos los Ministerios, y agregó también a las Intendencias y a los Entes Autónomos. 
Esto es importante porque el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca planteó en el día de ayer 
que uno de los objetivos de este Período es implementar un sistema georreferenciado de distintas áreas, 
lo que facilitará enormemente elevar el nivel de información, por el acceso a los seguros y demás. 


SEÑOR CLASTORNIK.- Entre los temas importantes a mencionar está la interoperatividad en lo que 
se llama la "metadata". Nosotros estamos encontrando que hay diferencias en cómo se define a una 
persona, una dirección o un lugar. Entonces, entre los primeros problemas que estamos resolviendo 
está cómo definir a cada uno de los elementos que puede ser a través de dar instrumentos técnicos para 
hacer equivalencia entre los que hay. 


Estamos trabajando en la consolidación de determinados servicios informáticos, lo que entendemos que va a 
favor de la eficacia y de la eficiencia del Estado. Hoy se visualizan múltiples unidades ejecutoras en las que, 
quizás, el rol informático está más asociado a un correo que a los temas sustantivos, que son importantes para 
la institución. Entonces, estamos consolidando determinados servicios informáticos que en este momento son 
"commodities" estables, como el correo, así como alojamientos de sitios web y servicios de espacio en disco 
que uno puede dar más baratos, con mayor eficiencia y con un servicio de veinticuatro horas del día, tratando 
de que los informáticos que hoy están haciendo eso se dediquen a pensar en los sistemas que realmente 
necesita desde el punto de vista funcional cada uno de los organismos. 


De alguna forma, esto explica las líneas presupuestales que están señaladas. 


SEÑOR BRECCIA.- A efectos de facilitar la tarea de la Comisión, solicito autorización a los efectos de 
que hagan uso de la palabra el señor Prosecretario para referirse a los artículos 720 y 730, relativos al 
Plan "Juntos" y al edificio sede de la Presidencia de la República -con relación al artículo 721 ya 
expuso el señor Director de la Junta Nacional de Drogas- y el señor Director de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto para referirse al artículo 723. Los demás artículos ya han sido cubiertos 
por la prolija y exhaustiva exposición que ha realizado el ingeniero Clastornik. 


SEÑOR CÁNEPA.- Quiero dejar una constancia. El artículo 730, que está en el Inciso 24, al no 
referirse a una Unidad Ejecutora -por técnica presupuestaria, el Inciso 24, cuando habla de Unidades 
Ejecutoras, establece el Inciso al que refiere-, es un artículo genérico, por lo que corresponde al 
Ministerio de Economía y Finanzas, que es el que lo establece y no al Inciso de Presidencia de la 
República. No tenemos problema en referirnos al tema -es una solución que estableció el Ministerio de 
Economía y Finanzas- hasta que se envíe la información del caso. 


Simplemente quiero dejar constancia que el artículo 730 no corresponde al Inciso "Presidencia de la 
República”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esperamos entonces la concurrencia del Inciso 05. 


SEÑOR CÁNEPA.- El artículo 720 merece una breve explicación. 


Como ustedes saben, en el ámbito de la Presidencia de la República está el Programa "Juntos". Existe un 
decreto que crea el Programa y otro que establece las autoridades. Se anunció que este Programa iba a tener 
fondos presupuestales para su funcionamiento y para determinados niveles de inversión, pero no va a 
depender de los fondos presupuestales por la magnitud que tiene y por los objetivos que están planteados 
para los próximos cinco años. Aclaro que ya está funcionando. No quiero dar una información inexacta, pero 
hay una fundación que va a participar también para la captación de fondos. Obviamente no son fondos 


presupuestales porque es una figura del derecho privado que va a trabajar también en la financiación de lo 
que debe ser este Programa. Los fondos presupuestales destinados a este Programa son $ 105:000.000. 


Puedo anunciar también que en las próximas semanas va a llegar al Parlamento un proyecto de ley vinculado 
al Programa "Juntos". Quizás la Ministra de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en el día 
de ayer se refirió al mismo proyecto de ley, porque se está trabajando en conjunto, a fin de coordinar los 
distintos aspectos. 


Simplemente es una parte más del componente que ya se adelantó ayer y que está estableciendo la 
participación presupuestal en el Inciso 24. 


SEÑOR BEROIS.- ¿El objetivo de este interesante Programa "Juntos" es tratar de captar los fondos, 
sobre todo a través de organismos internacionales? 


SEÑOR CÁNEPA.- Distintas organizaciones privadas, empresariales, ONG y otros tipos que existen en 
una sociedad civil organizada, ya han trasmitido su voluntad de aportar al Programa "Juntos", que es 
un plan de inclusión socio-habitacional. 


La canalización de esos aportes se realizará a través de esta fundación, cuyo Directorio está integrado por 
personas que fueron designadas a través de un decreto que se aprobó hace un par de meses. 


Pero son cosas distintas. Por un lado, están los aportes extra presupuestales que están canalizados a través de 
esta fundación y, por otro, que aquí se está cumpliendo con el aporte presupuestal como corresponde cuando 
son obras de parte pública. 


SEÑOR BEROIS.- Lo que aquí se propone lo tengo claro. Lo que quiero saber es de dónde van a 
provenir los aportes. 


SEÑOR CÁNEPA.- Son aportes privados de distinta procedencia, que se van a hacer con 
transparencia, de modo de saber de qué monto se trata, de qué manera se hace y quiénes son los 
donantes. Podrán ser personas físicas o jurídicas de distinto tipo, como asociaciones civiles sin fines de 
lucro, empresas, o cualquier tipo de organización de la sociedad civil organizada. Eso se va a canalizar 
a partir de la Fundación "Juntos", que es parte de este plan. 


Reitero que los detalles operativos, alcances y objetivos del plan van a venir en el proyecto de ley que 
anunciamos y que comentó ayer la Ministra de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


SEÑOR BRECCIA.- A los efectos de complementar la respuesta que venía dando el Prosecretario, 
anticipo al señor Diputado Berois que en el proyecto de ley a enviarse al Parlamento también se prevé 
un fondo; la fundación operó como una especie de puente al envío y eventual aprobación del proyecto 
de ley. Entonces, ahí también se prevé un fondo para este plan. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- El artículo 723 debería ir 
acompañado del artículo 115. Los dos se refieren al Programa de Apoyo al Sector Productivo - 
Electrificación. Uno es respecto al sector productivo y el otro refiere a Electrificación. Ahí están los 
incrementales anuales por fuente de financiamiento. 


Solo hay que agregar a lo dicho que las líneas de base que teníamos en esos dos proyectos eran de 

$ 30:550.000 y $ 36:011.000, es decir, un total de alrededor de $ 66:000.00. Este es el incremento que se está 
otorgando al Programa de Apoyo al Sector Productivo-Electrificación. Es el incremento que pasa al 

Inciso 24. Los artículos 115 y 723 deberían estar acá. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recibimos del Ministerio de Economía y Finanzas el artículo 722 que fue 
omitido. ¿Lo conoce? 


SEÑOR BRECCIA.- Sí. Estamos de acuerdo con la inclusión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la visita del Secretario, del Prosecretario, del Director de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, de la doctora Tejera y demás concurrentes. Ha sido una 
jornada muy fructífera. Hemos trabajado, como siempre, a "full". 


SEÑOR BRECCIA.- Quiero dejar una última constancia. 


De más está decir que cuando concurrimos con todo nuestro equipo al Parlamento, lo hacemos con absoluto 
respeto por la labor parlamentaria, a la cual en su momento hemos pertenecido. Además, quiero destacar 
particularmente el ambiente en el que se ha desarrollado la discusión. Nos vamos con el convencimiento de 
que estamos trabajando todos juntos -Gobierno y oposición- para el mejor presupuesto país que todos 
queremos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 19 y 35) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


